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PRESENTACIÓN 

 

El Programa Universitario de Derechos Humanos tiene encomendada la importante 

misión de promover la cultura de derechos humanos en y desde la Universidad 

Nacional Autónoma de México, así como incentivar el intercambio de puntos de vista 

académicos, la enseñanza y el fomento a la difusión de esta área del conocimiento. 

En México, el panorama editorial en materia de publicaciones periódicas sobre 

derechos humanos se encuentra representado principalmente por aquellas revistas 

provenientes de las instituciones de protección de los derechos humanos; se han 

sumado a esta labor académica las instituciones de justicia desde sus instancias 

científicas, así como las organizaciones de la sociedad civil.  

 

Los derechos humanos conforman una materia ineludible en la reflexión académica, 

tanto dentro como fuera de las universidades e instituciones educativas en general, 

y estas publicaciones forman parte de sus programas editoriales y de investigación. 

El número de revistas en temáticas sobre derechos humanos que se editan en los 

ámbitos universitarios es limitado frente a las publicaciones que, en materia jurídica, 

se producen en México y aún menor, frente a las que se publican en el extranjero. 

En ese sentido, creemos que hace falta una revista que reflexione desde la 

Universidad sobre los derechos humanos, a partir de una visión pluri y 

multidisciplinaria. 

 

La producción editorial del Programa Universitario de Derechos Humanos se inserta 

en este panorama donde convergen una gran diversidad de expresiones editoriales 

y en el que las perspectivas actuales enriquecen académicamente el enfoque 

tradicional y mayoritariamente jurídico, pues también se hace presente otra realidad 

en la investigación, donde el conocimiento sobre los derechos se aborda desde 

distintos ámbitos; es precisamente desde donde se comienza a reclamar un espacio 

para conformar, en torno a los derechos humanos, una reflexión transversal entre 

las ciencias y disciplinas sociales, las humanidades y las disciplinas científicas.  
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En la importante tradición jurídica editorial de la UNAM, asumen su lugar nuevas 

publicaciones como la naciente Revista Universitaria de Derechos Humanos 

(RUDH), la cual inicia su primera época y se origina con el apoyo de la Coordinación 

de Humanidades.  

 

Es así que, desde este Programa se desea contribuir a acrecentar el acervo 

universitario con un contenido avalado por un procedimiento de revisión por pares 

y doble ciego. La Revista Universitaria de Derechos Humanos analiza las 

problemáticas contemporáneas, pretéritas e impulsa nuevos planteamientos 

prácticos y teóricos sobre los derechos fundamentales. Esta revista se nutre con las 

aportaciones académicas del Programa y abre la posibilidad a contribuciones 

externas, a través de convocatorias semestrales.  

 

La Revista Universitaria de Derechos Humanos es un reflejo fiel de la UNAM, la 

cual, en sus distintas entidades, programas, centros de investigación e institutos, 

permanentemente enfrenta nuevos retos académicos. En ese contexto, el Programa 

Universitario de Derechos Humanos busca contribuir, por medio de la presente 

publicación, a la realización de los fines de la Universidad y, en especial, a la tarea 

de hacer de los derechos humanos una realidad para cada persona. 

 

Alfredo Sánchez-Castañeda 

Director de la Revista Universitaria de Derechos Humanos 
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VINCULACIÓN DE INDICADORES CUANTITATIVOS PARA DERECHOS 

SOCIALES DE LAS NACIONES UNIDAS, CON METADATOS DE LOS 

OBJETIVOS DE DESARROLLO SOSTENIBLE 

Laura Elisa PÉREZ GÓMEZ* 

RESUMEN: Los indicadores de derechos humanos constituyen un instrumento 

construido ex profeso, para dar seguimiento al cumplimiento de las obligaciones 

internacionales de los países en esta materia; también son una herramienta 

estratégica que apoya la valoración y el diseño de políticas públicas con enfoque 

de derechos. Esta investigación examina los indicadores propuestos por la oficina 

del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 

(ACNUDH) cuya formulación es armónica o puede vincularse con los indicadores 

de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de la Agenda 2030, con el 

propósito de impulsar su aprovechamiento sistemático para valorar oportunamente 

diversos aspectos del cumplimiento progresivo del Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales, así como para proporcionar más elementos 

para las recomendaciones específicas del Comité de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales (Comité DESC). 

ABSTRACT: Human rights indicators are an instrument to monitor compliance with 

countries’ international obligations in this area; they are also a strategic tool that 

supports the assessment and design of public policies with a rights-based approach. 

This research examines the indicators proposed by the Office of the United Nations 

High Commissioner for Human Rights, whose formulation can be linked to the 2030 

Agenda Sustainable Development Goals indicators, with the purpose of promoting 

their systematic use to timely assess various aspects of the progressive compliance 

with the International Covenant on Economic, Social and Cultural Rights, as well as 

to provide further elements for specific recommendations of the ESCR Committee. 

*Consultora en el Programa Universitario de Derechos Humanos de la Universidad Nacional

Autónoma de México (PUDH-UNAM). Integrante del Comité de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales de las Naciones Unidas. (lauraelisaperez@yahoo.com.mx)

mailto:lauraelisaperez@yahoo.com.mx
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Palabras claves: Indicadores de derechos humanos; Objetivos de Desarrollo 

Sostenible; Políticas públicas; Comité de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales. 

Keywords: Human rights indicators; Sustainable Development Goals; Public 

policies; Committee on Economic, Social and Cultural Rights. 

SUMARIO: 1. Introducción. 2. Antecedentes y relevancia de la construcción y 

aplicación de los indicadores de derechos humanos y su relación con los 

indicadores para los Objetivos de Desarrollo Sostenible. 2.1. La Agenda 2030 y sus 

indicadores globales. 3. Robustecimiento de los indicadores de la oficina del Alto 

Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, mediante la 

vinculación con los indicadores para los Objetivos de Desarrollo Sostenible. 4. 

Algunas propuestas para fortalecer el uso de indicadores en la evaluación de 

informes nacionales por parte del Comité de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales.  5. Referencias bibliográficas. 

1. Introducción

La metodología de indicadores de derechos humanos ha sido 

insuficientemente aprovechada en la evaluación del cumplimiento de las 

obligaciones internacionales de los países, a pesar de constituir un instrumento 

legitimado y consolidado. Se plantea como hipótesis que la utilización de este 

instrumento puede mejorarse, en una primera etapa, mediante la demostración de 

la vinculación directa de un subconjunto significativo de estos indicadores con los 

correspondientes desarrollados para la Agenda 2030 (ONU 2015). 

Consecuentemente, el objetivo general de la investigación llevada a cabo consiste 

en fortalecer la utilización del instrumento de indicadores de derechos humanos y 

las opciones de información disponibles con objeto de apoyar, mediante evidencia 

objetiva, las evaluaciones y recomendaciones que emite a los países el Comité de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas. 

Para ello, los objetivos específicos fueron: 
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a) Examinar los indicadores propuestos por la oficina del Alto Comisionado de las 

Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH) cuya formulación es 

armónica o puede vincularse con los indicadores de los Objetivos de Desarrollo 

Sostenible de la Agenda 2030; 

b) Verificar la versión más actualizada de los metadatos de los indicadores ODS 

identificados previamente, así como la disponibilidad de datos, con el propósito 

de impulsar su aprovechamiento sistemático, bajo un enfoque basado en 

derechos humanos, en las evaluaciones que el Comité DESC realiza de los 

informes de países; 

c) Realizar una primera identificación de los procesos en los que el Comité DESC 

podría utilizar los indicadores vinculados y la información disponible. 

 

La investigación se sustentó en primera instancia en análisis documentales 

para sintetizar la evolución de los métodos de evaluación de derechos humanos 

desarrollados por las Naciones Unidas en las últimas décadas incluyendo: (a) una 

recapitulación general de la metodología utilizada por la oficina del Alto 

Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos para la 

elaboración de los indicadores de derechos humanos, así como los resultados de 

su utilización regional; (b) la identificación de los documentos de las Naciones 

Unidas que han promovido enfoques para avanzar en procesos de medición que 

reflejen una visión integral para el desarrollo en conjunción con las necesidades y 

derechos de todas las personas; (c) el análisis de los alcances logrados por los 

indicadores de la Agenda 2030. 

 

Para el logro del objetivo planteado, se elaboró un método sistemático para 

la comparación de indicadores, utilizando el enfoque basado en derechos humanos, 

que permitió asignar un grado de vinculación para cada uno de los indicadores 

identificados (armónicos, proxys o complementarios por actualización), 

identificándose que un 25% de los indicadores cuantitativos definidos para derechos 

sociales por la oficina del Alto Comisionado, pueden vincularse con indicadores de 

la Agenda 2030. 
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2. Antecedentes y relevancia de la construcción y aplicación de los 
indicadores de derechos humanos y su relación con los indicadores 
para los Objetivos de Desarrollo Sostenible 

 

El proceso que lleva a los derechos humanos desde el establecimiento de normas hasta la 
realización efectiva depende, en gran medida, de la disponibilidad de instrumentos apropiados 

para la formulación y la evaluación de las políticas en la materia. Los indicadores, tanto 
cuantitativos como cualitativos, son uno de esos instrumentos indispensables. 

Navi Pillay (ACNUDH 2012, III) 

 

Desde la Declaración y Programa de Acción de la Conferencia Mundial de 

Derechos Humanos celebrada en Viena en 1993, 171 Estados aprobaron por 

consenso un documento para el fortalecimiento de la labor en materia de derechos 

humanos en todo el mundo. Particularmente, se sientan bases para el posterior 

desarrollo de un instrumento para la evaluación del cumplimiento de los derechos 

humanos, señalando que: “Para fortalecer el disfrute de los derechos económicos, 

sociales y culturales, deberían examinarse otros métodos, como un sistema de 

indicadores para medir los avances hacia la realización de los derechos enunciados 

en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales” (ONU 

1993, 21). 

 

La elaboración de los indicadores propuestos por la Oficina del Alto 

Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, se realizó 

mediante un proceso amplio y participativo que se desarrolló entre 2005 y 2012, el 

cual dio como resultado inicial la emisión de un Reporte sobre los indicadores para 

promover y vigilar el ejercicio de los derechos humanos y, posteriormente, la 

publicación de la Guía para la medición y la aplicación de los indicadores de 

derechos humanos (ACNUDH 2012), que contiene un total de 602 indicadores 

ilustrativos propuestos para 14 derechos. 

 

La Guía señala que la finalidad de los indicadores de derechos humanos 

consiste en “medir el disfrute de los derechos por los titulares de éstos; en otras 

palabras, captar un número reducido de resultados que puedan relacionarse con la 
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situación de la realización efectiva de los derechos humanos. Al mismo 

tiempo, …evaluar los progresos realizados por el garante de los derechos en el 

cumplimiento de sus obligaciones” (ACNUDH 2012, 32). 

 

El marco conceptual y metodológico que sustenta a los indicadores posee las 

siguientes características (ACNUDH, 2012): 

 Vincula los indicadores con el contenido normativo de cada derecho; 

 Enfoca la evaluación en los compromisos establecidos para los entes obligados, 

particularmente Estados parte; 

 Mide los esfuerzos que se realizan en los distintos niveles de obligación así como 

sus impactos en el disfrute de los derechos, mediante indicadores estructurales, 

de proceso y de resultados; 

 Hace explícita la valoración del cumplimiento de los principios transversales de 

derechos humanos incluyendo igualdad y no discriminación, participación social, 

acceso a la información y acceso a la justicia; 

 Utiliza una metodología uniforme para todos los derechos, tanto civiles y 

políticos, como económicos, sociales y culturales, en congruencia con su 

interdependencia e indivisibilidad; 

 Los indicadores no se usan para construir índices, ni se utilizan para comparar 

países. 

 

Este enfoque conceptual y metodológico hizo posible la construcción de 

ecosistemas robustos de indicadores, alejados de una idea de generación de 

calificaciones comparativas entre países o regiones, sino concentrados en la 

identificación de elementos centrales requeridos para cumplir integralmente con los 

derechos, caracterizándolos de manera que, valorados en conjunto, reflejen los 

requerimientos relevantes de la normativa aplicable. Además, la metodología 

permite llevar a cabo revisiones detalladas de los componentes necesarios para que 

las políticas públicas cumplan con un enfoque integral de derechos humanos, 
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partiendo del análisis sistemático de los principios y estándares que deben 

incorporarse a dichas políticas para cumplir plenamente con una perspectiva 

integral de derechos humanos (Pérez 2017). 

 

Los indicadores para la evaluación del progreso en el cumplimiento de 

derechos sociales han sido aplicados de manera muy exitosa en el Sistema 

Interamericano de Derechos Humanos, específicamente para el monitoreo del 

“Protocolo de San Salvador” que es el protocolo Adicional a la Convención 

Americana de Derechos Humanos en materia de derechos económicos, sociales y 

culturales. A diferencia del Pacto Internacional del Sistema Universal en materia de 

derechos sociales (PIDESC), la normativa para la aplicación de este Protocolo 

estableció como obligatorio el monitoreo mediante indicadores. El mandato 

establecido en el artículo 19 obliga a los Estados parte a presentar informes 

periódicos sobre las medidas progresivas adoptadas para asegurar el debido 

respeto de los derechos consagrados en el Protocolo (OEA GTPSS 2015). 

 

En el período 2014-2023, el Grupo de Trabajo del Protocolo de San Salvador 

(GTPSS) llevó a cabo tres ciclos de monitoreo en los que se recibieron y evaluaron 

31 informes de trece países diferentes (76% del total de países que han ratificado 

el Protocolo) (OEA GTPSS 2015), con datos para más de 700 indicadores (OEA 

GTPSS 2015 y 2018); este importante cúmulo de información ha hecho posible 

valorar desde aspectos estructurales y de procesos que han permitido al GTPSS 

elaborar recomendaciones sustentadas para reforzar las políticas nacionales, 

además de contar con resultados sobre los impactos en el cumplimiento de los 

derechos económicos, sociales, culturales y ambientales para la población. La 

Unidad de Indicadores del Programa Universitario de Derechos Humanos de la 

Universidad Nacional Autónoma de México (PUDH-UNAM) sistematizó la 

información presentada por cada país y elaboró tres estudios regionales sobre el 

cumplimiento de derechos culturales, ambientales y laborales en América Latina, 

los cuales pueden consultarse en el sitio web oficial del Programa (PUDH 2025). 
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Por otra parte, en diversos acuerdos y foros mundiales de las Naciones 

Unidas se ha insistido sobre la conveniencia de contar con métodos y herramientas 

de medición que vayan más allá de procesos concentrados en medidas de 

crecimiento económico, buscando el establecimiento y utilización de instrumentos 

que reflejen una visión integral para el desarrollo así como de las necesidades y 

derechos de todas las personas. 

 

Estos argumentos se han vertido explícitamente desde la aprobación de la 

Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, así como en el informe del Secretario 

General de 2021 sobre Nuestra Agenda Común y en el Pacto para el Futuro de 

2024; en particular: 

 El establecimiento de una meta específica en la Agenda 2030 (17.19) para 

formular métodos amplios orientados a medir avances que complementen el 

producto interno bruto (ONU 2015, 31); 

 La necesidad de corregir la falla en la manera en que se mide el progreso 

señalada en Nuestra Agenda Común, como un pilar de trabajo para un contrato 

social renovado sobre “medición y valoración de las cosas de importancia para 

las personas y el planeta” (ONU 2021, 23); 

 El compromiso explícito establecido en el Pacto para el Futuro (Acción 53) de 

elaborar un marco sobre sistemas para medir el progreso hacia el desarrollo 

sostenible (ONU 2024c). 

 

En este contexto se reafirma la importancia de utilizar los indicadores de 

derechos humanos que, de acuerdo con la oficina del Alto Comisionado de las 

Naciones Unidas para los Derechos Humanos, permiten: “concretar el análisis de la 

situación; identificar y definir las cuestiones que hay que resolver y las dificultades 

que hay que salvar; articular o revisar estrategias y establecer objetivos y metas; 

seguir los progresos realizados, y efectuar evaluaciones, evaluar el impacto y 

articular la información sobre los resultados. En última instancia, al añadir valor a 

todos estos pasos, el uso de indicadores apropiados ayuda a mejorar las medidas 
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de política pública encaminadas a promover y proteger los derechos humanos.” 

(ACNUDH 2012, 112). 

 

2.1. La Agenda 2030 y sus indicadores globales 

 

La Agenda 2030 para el desarrollo sostenible fue aprobada en septiembre de 

2015 con el propósito de “transformar nuestro mundo”. Entre los documentos que 

fundamentan la Agenda se destacan la Declaración Universal de Derechos 

Humanos, los tratados internacionales de derechos humanos, así como la 

Declaración sobre el Derecho al Desarrollo. El compromiso en favor de los derechos 

humanos se expresa claramente en la Agenda: “Reafirmamos la importancia de la 

Declaración Universal de Derechos Humanos, así como de otros instrumentos 

internacionales relativos a los derechos humanos y el derecho internacional. 

Ponemos de relieve que, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, todos 

los Estados tienen la responsabilidad de respetar, proteger y promover los derechos 

humanos y las libertades fundamentales de todas las personas, sin hacer distinción 

alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de 

cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento, 

discapacidad o cualquier otra condición” (ONU 2015). 

 

En la Agenda 2030 se estableció el compromiso de las Naciones Unidas para 

medir los avances de cada uno de los objetivos definidos, buscando reforzar una 

interfaz entre la ciencia y las políticas, dando seguimiento y examinando su 

implementación. Para ello, se creó el “Grupo Interinstitucional y de Expertos sobre 

los Indicadores de los Objetivos de Desarrollo Sostenible” (IAEG-SDGs) con la 

encomienda de elaborar un marco de indicadores para el monitoreo global de las 

169 metas de los 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible. 

 

La definición de los indicadores está basada en un proceso continuo y 

participativo, iniciado desde 2016 que, después de una aprobación inicial en julio de 

2017 (A/RES/71/313) (ONU 2015), una revisión profunda en 2020 y un examen 
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adicional programado para culminar en 2025, ha logrado como resultado el 

refinamiento de 231 indicadores únicos (13 de los cuales se repiten en más de un 

objetivo). El resultado consolida 248 indicadores en total, cuya metodología ha 

quedado aprobada y establecida a nivel internacional, se encuentran custodiados 

por al menos una agencia de las Naciones Unidas y donde los datos están siendo 

producidos periódicamente, o se encuentran en proceso de levantamiento en la 

mayoría de los países a nivel mundial. Toda la información relativa a la definición 

de los indicadores y su análisis se encuentra disponible en (ONU 2025). 

La base de datos que se ha ido construyendo con la información disponible 

para estos indicadores ha permitido la generación de informes anuales cada vez 

más robustos sobre la implementación de la Agenda. A la fecha se dispone de 

nueve informes para el período 2016-2024, además de diversas herramientas de 

análisis que permiten revisar desde los resultados por país, análisis del 

comportamiento por regiones, impactos de género, hasta diagramas que califican 

los progresos alcanzados en cada objetivo mediante técnicas accesibles de 

semaforización. La última nota técnica disponible sobre el proceso de 

semaforización corresponde al informe 2023 (ONU 2023a) 

3. Robustecimiento de los indicadores de la oficina del Alto

Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 

mediante la vinculación con los indicadores para los Objetivos de 

Desarrollo Sostenible 

La oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 

Humanos (ACNUDH, OHCHR por sus siglas en inglés) desarrolló indicadores para 

seis derechos sociales: trabajo, seguridad social, alimentación, vivienda, salud y 

educación. Diversos mecanismos del sistema recomiendan la utilización de esta 

herramienta, en particular el Comité DESC y las relatorías especiales temáticas; no 

obstante, no se ha logrado una completa adopción por los Estados parte. 
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Como se evidenció en la sección previa, el impulso político internacional que 

ha recibido la Agenda 2030 para los Objetivos de Desarrollo Sostenible, ha 

posicionado favorablemente a los indicadores globales diseñados para su 

seguimiento. Esta sección muestra el nivel de alineamiento y complementariedad 

entre estos conjuntos de indicadores, con el doble propósito de aprovechar el 

desarrollo técnico logrado en los metadatos para los indicadores ODS, así como de 

utilizar los datos recogidos a nivel mundial, robusteciendo la posibilidad de su 

utilización en el contexto de la evaluación del cumplimiento los derechos humanos. 

 

La revisión comparativa entre ambos conjuntos de indicadores consideró el 

siguiente procedimiento metodológico: 

1. Identificación inicial de los indicadores de derechos humanos correspondientes 

a los derechos sobre trabajo, seguridad social, alimentación, vivienda, salud, 

educación y no discriminación, con carácter cuantitativo y tipología de procesos 

o de resultados; 

2. Selección de los indicadores globales de los ODS cuya definición, detallada en 

los metadatos específicos más recientes, resulta armónica con la denominación 

establecida por la ACNUDH, quien no emitió una publicación con fichas técnicas 

específicas para los indicadores de derechos humanos, considerando que las 

propuestas se publicaron con carácter de indicadores ilustrativos. 

3. Selección de indicadores ODS cuyas características permiten una medición 

indirecta o aproximada (proxy) a la denominación establecida por la ACNUDH; 

4. Elección de indicadores ODS complementarios cuyo metadato se encuentra 

alineado con estándares recientes de derechos humanos y pueden tener una 

aportación significativa en la evaluación de cumplimiento†. 

El Cuadro 1 a continuación presenta el resultado de este proceso. 
 

                                            
† A partir del proceso de precisión de los indicadores ODS, llevado a cabo entre 2016-2024, se 
identificaron indicadores novedosos cuyo diseño se alinea con estándares más actualizados en 
materia de derechos humanos, cuyas características constitutivas (dada la temporalidad descrita) no 
habían sido relevadas por la OHCHR en las matrices publicadas previamente (2008 y 2012). 
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Cuadro 1. Síntesis de indicadores cuantitativos de derechos humanos 
armonizados con ODS 

 

 
Fuente: Elaboración propia con base en los cuadros del Anexo (Pérez 2025). 
(1) Se identificó el indicador ODS “8.8.2. Nivel de cumplimiento de derechos laborales”, con elementos 
para valorar la garantía de este derecho, el cual no cuenta con indicadores definidos por ACNUDH 
(OHCHR). 
(2) Se identificaron los indicadores ODS: 9.5.1 Gasto en investigación y desarrollo /PIB, y 11.4.1 Gasto 
en conservación del patrimonio cultural, con elementos para valorar la garantía de este derecho, que 
no cuenta con indicadores definidos por ACNUDH (OHCHR). 

 

El Cuadro 1 muestra que: 

i. La ACNUDH desarrolló 307 indicadores ilustrativos para los 7 derechos 

señalados, de éstos el 78% (239) son de tipo cuantitativo; el cuadro incluye 

también los derechos sindicales (protegidos en el artículo 8º del Pacto 

Internacional) y los derechos culturales (artículo 15º del Pacto), que no contaron 

con indicadores definidos por la ACNUDH en el proceso correspondiente, pero 

a la fecha se han desarrollado algunos indicadores internacionales que registran 

información pertinente. En 2008, cuando la ACNUDH publicó el documento 

inicial con los indicadores de derechos humanos, no se contaba con 

Observaciones Generales para estos derechos, lo cual limitó la emisión de los 

indicadores respectivos, debido a que el proceso metodológico considera la 

especificación de obligaciones contenida en dichos documentos (ACNUDH 

2008). 

ii. La revisión de la última versión de metadatos disponible permitió identificar 48 

indicadores ODS directamente armonizados -o proxys- con las denominaciones 

de los indicadores de derechos humanos, así como 13 indicadores que se 

Armon. Agreg. Sum ODS % Vinc.
% Vinc. 

c/datos

No discriminación 44 32 5 0 5 16% 80%

Trabajo 43 31 5 2 7 23% 86%

Sindicales (1) n.a. 0 0 1 1 n.a. 100%

Seguridad Social 39 25 3 2 5 20% 80%

Alimentación 38 31 8 2 10 32% 80%

Vivienda 36 30 5 2 7 23% 71%

Salud 55 46 15 1 16 35% 88%

Educación 52 44 7 1 8 18% 88%

Cultura y ciencia (2) n.a. 0 0 2 2 n.a. 100%

SUMA 307 239 48 13 61 26% 84%

ODS vinculadosOHCHR 

cuantis

OHCHR 

total
Derecho
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agregan al listado de interés dado que su definición se apega a los criterios 

definidos (punto 4). 

iii. El resultado muestra que una cuarta parte de los indicadores cuantitativos de

estos derechos sociales pueden vincularse con indicadores ODS, dentro de los

cuales el 84% cuenta con datos disponibles. Esto hace posible el

aprovechamiento de un cúmulo de información muy importante, registrada en la

base de datos de los ODS, para apoyar con evidencias las evaluaciones del

cumplimiento de los derechos humanos a nivel de cada país.

El Cuadro 2 (dividido en seis partes) presenta la lista de los 61 indicadores 

ODS que fueron vinculados a los indicadores originales de la ACNUDH. Bajo una 

visión de integralidad e indivisibilidad, varios indicadores propuestos por la 

ACNUDH se encuentran repetidos en diversos derechos (por ejemplo, la 

disponibilidad de agua gestionada sin riesgos aparece en salud, alimentación y 

vivienda); sin embargo, en el listado de vinculación los indicadores aparecen una 

sola vez. Los casos con repetición están identificados en el Anexo (Pérez 2025). El 

cuadro incluye en la primera columna la denominación del indicador ODS vinculado 

(para revisar el ecosistema completo de indicadores establecidos por la ACNUDH 

para cada derecho se pueden consultar los cuadros del anexo que está disponible 

en el portal del PUDH-UNAM 2025); además, para cada indicador el Cuadro 2 

incluye: la justificación de la vinculación entre los dos conjuntos de indicadores de 

interés, la última fecha de actualización de la ficha técnica (metadato), así como la 

identificación sobre la disponibilidad actual de datos y la agencia que lo custodia y 

reporta. 
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Cuadro 2. Indicadores de derechos humanos vinculados con indicadores 
ODS (1/6) 

 
Fuente: Elaboración propia con base en: (1) (ACNUDH 2012, 109); y (2) (UNSTAT. ODS Metadata 
repository 2025) en (Pérez 2025, 2-3).  

DERECHO A LA NO DISCRIMINACIÓN Y LA IGUALDAD

Marcos jurídicos para promover y hacer 

cumplir la igualdad y la no discriminación por 

razón de sexo

NDe03 5.1.1 dic-23 2020, 

2022

UN 

Women, 

et.al.

Proxy parcial, no incluye otros 

motivos de discriminación. 

Núm de casos verificados de asesinato, 

secuestro, desaparición forzada, detención 

arbitraria y tortura de periodistas, miembros 

asociados de los medios de comunicación, 

sindicalistas y defensores de los derechos 

humanos, últimos 12 meses

NDr02 16.10.1 sep-24 2015-

2023

OHCHR, 

UNESCO, 

OIT

Proxy parcial, no incluye otros 

grupos destinatarios.

Proporción de mujeres en cargos directivos NDr07 5.5.2 ago-24 2000-

2022

OIT Proxy parcial, no incluye otros 

grupos destinatarios.

Proporción de escaños ocupados por 

mujeres en a) los parlamentos nacionales y 

b) los gobiernos locales

NDr08 5.5.1 dic-23 2000-

2024

UN 

Women, 

et.al.

Proxy parcial, no incluye otros 

grupos destinatarios.

Proporción de la población que declara 

haberse sentido personalmente discriminada 

o acosada en los últimos 12 meses por 

motivos de discriminación prohibidos por el 

derecho internacional de los derechos 

humanos

NDr10 10.3.1

16.b.1

sep-24 Variable x 

país. Sin 

datos x 

región

OHCHR Proxy, datos basados en 

encuestas sobre experiencias, no 

registros de víctimas.

Indicador ODS
Clave* 

OHCHR

Clave 

ODS

Fecha 

metadato

Datos 

disp

Agencia 

reporta

Justificación de la 

vinculación
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Cuadro 2. Indicadores de derechos humanos vinculados con indicadores 
ODS (2/6) 

 

DERECHO AL TRABAJO

Existencia de una estrategia nacional 

organizada y en marcha para el empleo de 

los jóvenes, como estrategia independiente 

o como parte de una estrategia nacional de 

empleo

n.a. 8.b.1 dic-23 Variable x 

país. Sin 

datos x 

región

OIT Indicador agregado según 

estándares actualizados DDHH.

Proporción de empleo informal con respecto 

al empleo total

Tp15 8.3.1 ago-24 2015-

2023

OIT Indicador armónico.

Proporción de jóvenes (entre 15 y 24 años) 

que no cursan estudios, no están empleados 

ni reciben capacitación

n.a. 8.6.1 ago-24 2005-

2023

OIT Indicador agregado según 

estándares actualizados DDHH.

Lesiones ocupacionales mortales y no 

mortales por cada 100.000 trabajadores

Tr05 8.8.1 ago-24 2000-

2022

OIT Indicador armónico.

Ingreso medio por hora de las personas 

empleadas

Tr06 8.5.1 ago-24 2000-

2023

OIT Indicador armónico.

Tasa de desempleo Tr11 8.5.2 ago-24 2000-

2023

OIT Indicador armónico.

Proporción y número de niños de entre 5 y 

17 años que realizan trabajo infantil

Tr12 8.7.1 jul-24 2020 OIT Indicador armónico.

DERECHOS SINDICALES

Nivel de cumplimiento nacional de los 

derechos laborales (libertad de asociación y 

negociación colectiva) con arreglo a las 

fuentes textuales de la Organización 

Internacional del Trabajo (OIT) y la 

legislación interna

n.a. 8.8.2 dic-23 2015-

2022

OIT Indicador agregado según 

estándares actualizados DDHH.

DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL

Proporción de la población con grandes 

gastos sanitarios por hogar como porcentaje 

del total de gastos o ingresos de los hogares

SSr04 3.8.2 may-23 2000-

2019

WHO, 

WB
Proxy, registro de gastos 

catastróficos en vez de renuncia 

a tratamiento por motivos 

económicos.

Proporción de tiempo dedicado al trabajo 

doméstico y asistencial no remunerado

n.a. 5.4.1 jul-24 Variable 

x país

UNSD Indicador agregado según 

estándares actualizados DDHH.

Proporción de la población cubierta por 

sistemas o niveles mínimos de protección 

social

SSr06 1.3.1 mar-22 2015-

2023

OIT Indicador armónico.

Efecto redistributivo de la política fiscal 

[Índice GINI]

n.a. 10.4.2 feb-21 Series 

largas x 

país

WB Indicador agregado según 

estándares actualizados DDHH.

Proporción de la población que vive por 

debajo del umbral internacional de pobreza

SSr07 1.1.1 jul-24 2000-

2022

WB Indicador armónico.

Indicador ODS
Clave* 

OHCHR

Clave 

ODS

Fecha 

metadato

Datos 

disp

Agencia 

reporta

Justificación de la 

vinculación
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Elaboración propia con base en: (1) (ACNUDH 2012,104) (Trabajo), 105 (Seguridad Social); y (2) 
UNSTAT. (ODS Metadata repository 2025) en (Pérez 2025, 4-7). 
 
Cuadro 2. Indicadores de derechos humanos vinculados con indicadores ODS 
(3/6) 

 
Elaboración propia con base en: (1) (ACNUDH 2012, 98); y (2) (UNSTAT. ODS Metadata repository 
2025)  en (Pérez 2025, 8-9)) 

 

  

DERECHO A LA ALIMENTACIÓN ADECUADA

Proporción de la superficie agrícola en que 

se practica una agricultura productiva y 

sostenible

Ae08 2.4.1 jul-24 Variable 

solo 

algunos 

países

FAO Proxy superior, no solo existencia 

de política sino tablero 

multidimensional para medir 

agricultura sostenible.

Total de corrientes oficiales de recursos 

(asistencia oficial para el desarrollo más 

otras corrientes oficiales) destinado al sector 

agrícola

Ap02 2.a.2 jul-17 2000-

2022

FAO Proxy general, no solo asistencia 

para seguridad alimentaria.

Proporción del total de la población agrícola 

con derechos de propiedad o derechos 

seguros sobre tierras agrícolas, desglosada 

por sexo

Ap11 5.a.1.a jul-24 Variable x 

país. Sin 

datos x 

región

FAO Indicador armónico.

Porcentaje valor agregado sector agrícola / 

PIB

Ap14 2.a.1 jul-24 2001-

2023

FAO Proxy, relevancia en producto 

nacional, no solo presupuestal.

Subsidios a la exportación de productos 

agropecuarios

Ap16 2.b.1 dic-24 2010-

2021

WTO Proxy, prods. agropecuarios no 

solo cereales, exportación.

Media de ingresos de los productores de 

alimentos en pequeña escala

n.a. 2.3.2 jul-24 Variable 

x país

FAO Indicador agregado según 

estándares actualizados DDHH.

Prevalencia del retraso del crecimiento 

(estatura para la edad, desviación típica <-2) 

entre los niños menores de 5 años

Ar01 2.2.1 jul-24 2005-

2022

WHO Indicador armónico.

Prevalencia de la subalimentación Ar05 2.1.1 jul-24 2000-

2022

FAO Indicador armónico.

Prevalencia de la inseguridad alimentaria 

moderada o grave entre la población, según 

la escala de experiencia de inseguridad 

alimentaria

n.a. 2.1.2 jul-24 2015-

2022

FAO Indicador agregado según 

estándares actualizados DDHH.

Prevalencia de la malnutrición (peso para la 

estatura) entre los niños menores de 5 años, 

desglosada por tipo (emaciación y 

sobrepeso)

Ar07 2.2.2 jul-24 2005-

2022

WHO Indicador armónico.

Indicador ODS
Clave* 

OHCHR

Clave 

ODS

Fecha 

metadato

Datos 

disp

Agencia 

reporta

Justificación de la 

vinculación
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Cuadro 2. Indicadores de derechos humanos vinculados con indicadores 
ODS (4/6) 

 
Elaboración propia con base en: (1) (ACNUDH 2012,103); y (2) (UNSTAT. ODS Metadata repository 
2025) en (Pérez 2025, 10-11). 

 

  

DERECHO A UNA VIVIENDA ADECUADA

Número de países que adoptan y aplican 

estrategias nacionales de reducción del 

riesgo de desastres en consonancia con el 

Marco de Sendái

Ve07 11.b.1

13.1.2

jul-17 2005-

2023

UNISDR Proxy, calificación por país según 

variables establecidas para el 

indicador.

Proporción de la población que considera 

que la adopción de decisiones es inclusiva y 

responde a sus necesidades, desglosada 

por sexo, edad, discapacidad y grupo de 

población

Vp04 16.7.2 mar-23 Variable 

solo 

algunos 

países

UNDP Proxy, refiere a decisiones 

nacionales en general, no solo 

para el ámbito de planeación del 

derecho a la vivienda.

Proporción de la población rural que vive a 

menos de 2 km de una carretera transitable 

todo el año

n.a. 9.1.1 sep-24 Variable 

solo 

algunos 

países

WB Indicador agregado según 

estándares actualizados DDHH.

Número de personas muertas, 

desaparecidas y afectadas directamente 

atribuido a desastres por cada 100.000 

personas

n.a. 11.5.1

13.1.1

dic-23 Variable 

x país

UNISDR Indicador agregado según 

estándares actualizados DDHH.

Proporción de la población que se siente 

segura al caminar sola en su zona de 

residencia después de que oscurece

Vr03 16.1.4 jul-24 2016-

2022

UNODC Proxy, antagonista a vivir en 

cercanías a "condiciones 

peligrosas".

Proporción de la población urbana que vive 

en barrios marginales, asentamientos 

informales o viviendas inadecuadas

Vr04 11.1.1 dic-21 2000-

2022

UN-

Habitat
Indicador armónico.

Proporción de la población que tiene acceso 

a la electricidad

Vr05 7.1.1 mar-24 2000-

2022

WB Indicador armónico, aspecto 

parcial del original.

Indicador ODS
Clave* 

OHCHR

Clave 

ODS

Fecha 

metadato

Datos 

disp

Agencia 

reporta

Justificación de la 

vinculación
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Cuadro 2. Indicadores de derechos humanos vinculados con indicadores 
ODS (5/6) 

 
Elaboración propia con base en: (1) (ACNUDH 2012, 99); y (2) (UNSTAT. ODS Metadata repository 
2025) en (Pérez 2025, 10-11). 

DERECHO A LA SALUD -

Total neto de asistencia oficial para 

desarrollo destinado a sectores de inv. 

médica y atención sanitaria básica

Sp02 3.b.2 jul-17 2010-

2022

OECD Indicador armónico.

Proporción de partos atendidos por personal 

sanitario especializado

Sp03 3.1.2 mar-24 2000-

2023

WHO, 

UNICEF
Indicador armónico.

Proporción de mujeres en edad de procrear 

(entre 15 y 49 años) que cubren sus 

necesidades de planificación familiar con 

métodos modernos

Sp05 3.7.1 mar-24 2000-

2024

DESA, 

UNFPA
Indicador armónico.

Proporción de la población que utiliza 

servicios de suministro de agua potable 

gestionados sin riesgos

Sp14 6.1.1 sep-24 2000-

2022

WHO, 

UNICEF
Indicador armónico.

Proporción de la población que utiliza: a) 

servicios de saneamiento gestionados sin 

riesgos

Sp15 6.2.1 sep-24 2000-

2022

WHO, 

UNICEF
Indicador armónico.

Emisiones de CO2 por unidad de valor 

añadido

Sp16 9.4.1 jun-24 2000-

2021

IEA, 

UNIDO
Indicador armónico.

Proporción de la población inmunizada con 

todas las vacunas incluidas en cada 

programa nacional

Sp22 3.b.1 dic-23 2000-

2022

WHO, 

UNICEF
Indicador armónico.

Cobertura de los tratamientos 

(farmacológicos y psicosociales y servicios 

de rehabilitación y postratamiento) de 

trastornos por abuso de sustancias adictivas

Sp25 3.5.1 may-24 2015-

2022

WHO, 

UNODC
Indicador armónico.

Cobertura de los servicios de salud 

esenciales

n.a. 3.8.1 dic-23 2000-

2021

WHO Indicador agregado según 

estándares actualizados DDHH.

Densidad y distribución del personal 

sanitario

Sp28 3.c.1 dic-23 Variable 

solo 

algunos 

países

WHO Indicador armónico, aspecto 

parcial del original.

Proporción de centros de salud que 

disponen de un conjunto básico de 

medicamentos esenciales asequibles de 

manera sostenible

Sp29 3.b.3 ene-19 Variable 

solo 

algunos 

países

WHO Proxy parcial, indicador original 

solicita acceso asequible general 

a la salud.

Tasa de mortalidad neonatal Sr02 3.2.2 mar-24 2000-

2022

UNICEF Proxy parcial, indicador original 

solicita mortalidad perinatal.

Tasa de mortalidad materna Sr03 3.1.1 jul-24 2000-

2020

WHO Indicador armónico.

Tasa de mortalidad menores de 5 años Sr04 3.2.1 mar-24 2000-

2022

UNICEF, 

WHO
Indicador armónico.

Tasa de mortalidad atribuida a 

enfermedades cardiovasculares, cáncer, 

diabetes o enf. respiratorias crónicas

Sr07 3.4.1 mar-21 2000-

2019

WHO Proxy parcial, indicador original 

solicita también prevalencia y 

enfermedades no transmisibles.

Tasa de mortalidad por suicidio Sr10 3.4.2 may-21 2000-

2019

WHO Indicador armónico.

Agencia 

reporta

Justificación de la 

vinculación
Indicador ODS

Clave* 

OHCHR

Clave 

ODS

Fecha 

metadato

Datos 

disp
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Cuadro 2. Indicadores de derechos humanos vinculados con indicadores 
ODS (6/6) 

 
Elaboración propia con base en: (1) (ACNUDH 2012, 102); y (2) (UNSTAT. ODS Metadata repository 
2025) en (Pérez 2025, 14-15). 
NOTAS GENERALES: La fecha del último metadato disponible y la agencia que reporta el indicador se verificó 
en: https://unstats.un.org/sdgs/metadata/ (consultado en diciembre de 2024). El rango de datos disponibles se 
identificó a partir del anexo estadístico del informe del Secretario General sobre ODS, publicado en 2024 (ONU 
2024b). 
* La clave de los indicadores del Alto Comisionado para los Derechos Humanos de las Naciones Unidas, se 
asigna reflejando: la inicial del nombre del derecho (en mayúscula), el tipo de indicador (estructural, proceso o 

DERECHO A LA EDUCACIÓN

Grado en que i) la educación para la 

ciudadanía mundial y ii) la educación para el 

desarrollo sostenible se incorporan en a) las 

políticas nacionales de educación, b) los 

planes de estudio, c) la formación de 

docentes y d) la evaluación de los 

estudiantes

Ee11 4.7.1 mar-24 Variable 

solo 

algunos 

países

UNESCO Proxy superior, indicador original 

pide solo % instituciones de 

educación que enseñan DDHH.

Volumen de la asistencia oficial para el 

desarrollo destinada a becas, desglosado 

por sector y tipo de estudio

Ep02b 4.b.1 jul-17 2006-

2022

OECD Proxy parcial, el indicador original 

solicita AOD para educación en 

general.

Proporción de docentes con las 

calificaciones mínimas requeridas 

(educación primaria)

Ep08 4.c.1.b ago-24 2000-

2022

UNESCO Indicador armónico.

Proporción de docentes con las 

calificaciones mínimas requeridas 

(educación secundaria)

Ep17 4.c.1.e ago-24 2005-

2022

UNESCO Indicador armónico.

Número de abonados a servicios de banda 

ancha fija por cada 100 habitantes

Ep31 17.6.1 jul-24 2010-

2023

ITU Proxy, el indicador original 

solicita la tasa de computadoras 

personales en uso.

Proporción de jóvenes y adultos con 

competencias en tecnología de la 

información y las comunicaciones (TIC)

n.a. 4.4.1 may-24 Variable 

x país

ITU Indicador agregado según 

estándares actualizados DDHH.

Tasa de finalización (educación primaria) Er02 4.1.2.a mar-22 2000-

2023

UNESCO Indicador armónico.

Tasa de finalización (educación secundaria 

superior)

Er05 4.1.2.e mar-22 2000-

2023

UNESCO Indicador armónico.

DERECHOS CULTURALES

Gastos en investigación y desarrollo en 

proporción al PIB

n.a. 9.5.1 jul-24 2000-

2021

UNESCO 

et. al.
Indicador agregado según 

estándares actualizados DDHH.

Total de gastos per cápita destinados a la 

preservación, protección y conservación de 

todo el patrimonio cultural y natural

n.a. 11.4.1 dic-23 2019-

2021

UNESCO Indicador agregado según 

estándares actualizados DDHH.

SUMA 61

Justificación de la 

vinculación
Indicador ODS

Clave* 

OHCHR

Clave 

ODS

Fecha 

metadato

Datos 

disp

Agencia 

reporta
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resultado -en minúscula-) y el número consecutivo correspondiente al orden en que se presenta en el documento 
original (ACNUDH 2012). 

 

Aunque los textos sobre la justificación de la vinculación se expresan 

mediante frases sucintas, el proceso para alcanzar dichas conclusiones se 

fundamentó en el análisis detallado de las definiciones y características contenidas 

en las fichas de metadatos de cada indicador ODS. La OHCHR no publicó fichas 

técnicas para todos los indicadores, la Guía 2012 contiene solo algunos ejemplos 

(Anexo I, 151). Los indicadores calificados como armónicos presentan 

denominaciones idénticas o equivalentes; entre los indicadores proxy existen 

diversos grados de aproximación que incluyen, desde la medición de algunos 

aspectos específicos de lo solicitado por el indicador original, hasta casos donde el 

indicador vinculado supera las expectativas inicialmente establecidas‡. Por último, 

los indicadores ODS complementarios se agregaron de acuerdo a la justificación 

señalada en el procedimiento metodológico descrito al inicio de esta sección. 

 

Entre los 13 indicadores agregados se encuentran casos derivados de la 

actualización de estándares de los derechos sociales, ya sea por: (a) problemáticas 

estructurales agravadas en este siglo (8.6.1 Proporción de jóvenes -15 y 24 años- 

que no cursan estudios, no están empleados ni reciben capacitación; 5.4.1 

Proporción de tiempo dedicado al trabajo doméstico y asistencial no remunerado); 

(b) identificación de componentes diversificados para la medición (2.1.2 Prevalencia 

de la inseguridad alimentaria moderada o grave entre la población; 3.8.1 Cobertura 

de los servicios de salud esenciales -incluyendo 14 elementos-); además de (c) 

indicadores para los que la OHCHR no incluyó propuestas específicas en sus 

documentos base (derechos sindicales y culturales). 

 

                                            
‡ Es el caso de los indicadores: 2.4.1 Proporción de la superficie agrícola en que se practica una 
agricultura productiva y sostenible; 4.7.1 Grado en que la educación para la ciudadanía mundial y la 
educación para el desarrollo sostenible, se incorporan en las políticas de educación, los planes de 
estudio, la formación de docentes y la evaluación de estudiantes. En ambos casos, aún no se 
dispone de información completa en la base de datos, si bien, debido a su formulación robusta dichos 
indicadores serán de mucha utilidad en un futuro próximo. 
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Adicionalmente, cabe destacar que varios de los indicadores ODS vinculados 

se identifican también como apropiados para llevar a cabo el seguimiento del 

derecho al desarrollo (Pérez 2024) [De acuerdo con el orden del Cuadro 2, estos 

indicadores son: 5.1.1, 16.b.1, 8.3.1, 1.3.1, 2.4.1, 2.3.2, 2.1.2, 16.7.2, 9.1.1, 13.1.1, 

11.1.1, 3.8.1 y 4.4.1], lo cual resulta pertinente en un contexto de crisis múltiples 

globales donde el derecho al desarrollo, además de formar parte integral e 

indivisible con el resto de derechos sociales y libertades fundamentales, es 

condición necesaria para progresar hacia la eliminación de todas las facetas de la 

desigualdad, impulsar el desarrollo sostenible, y alcanzar una distribución justa de 

los beneficios del desarrollo. 

 

La investigación realizada demuestra la fuerte interrelación entre los 

indicadores de derechos humanos y los indicadores ODS, hacer explícita esta 

vinculación permite aprovechar la disponibilidad de definiciones y metodologías de 

cálculo probadas, además de los procesos sistemáticos de levantamiento de 

información, articulados con autoridades nacionales. La propuesta de vinculación 

aporta así una vía para el fortalecimiento de las actividades de valoración del 

desempeño de cada país en relación con el cumplimiento de las obligaciones 

internacionales de derechos humanos. 

 

4. Algunas propuestas para fortalecer el uso de indicadores en la 
evaluación de informes nacionales por parte del Comité de Derechos 
Económicos Sociales y Culturales 

 

Los órganos creados en virtud de tratados de las Naciones Unidas son 

receptores relevantes y de cierta manera destinatarios naturales de la metodología 

de indicadores. En su labor de evaluación y seguimiento, el uso de indicadores 

puede apoyar la valoración de los progresos realizados en el cumplimiento de los 

Estados de las obligaciones derivadas de los tratados; asimismo, a partir de la 

formulación específica de los indicadores, los Estados parte pueden poner a 

disposición de estos órganos, información precisa y pertinente ligada, por definición, 

a las obligaciones establecidas. 
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En particular, el Comité DESC (CDESC) ha considerado relevante la 

utilización sistemática de la metodología de indicadores, lo cual se constata en las 

recomendaciones emitidas dentro de sus observaciones finales del período 2010-

2022. La herramienta informática para el Índice Universal de Derechos Humanos 

(2020) permite hacer una exploración detallada sobre las recomendaciones 

realizadas a todos los países por los diversos mecanismos de la ONU. Los temas 

incluyen, entre otros, la “Recopilación de datos e investigación”, dentro del cual se 

han sistematizado recomendaciones específicas sobre el uso de indicadores de 

derechos humanos. Se identifica que, en los exámenes a los informes de 72 países 

que tienen alguna recomendación sobre “Recopilación de datos e investigación”, 

para 65 Estados parte se incluyó una mención específica sobre la importancia del 

uso de los indicadores de derechos humanos para la evaluación de avances sobre 

los derechos sociales, lo que constituye el 90% de los casos (Elaboración propia a 

partir de la consulta a la herramienta UHRI, efectuada en julio de 2024). 

 

La redacción más completa en la materia que ha utilizado el CDESC en este 

período señala: El Comité alienta al Estado parte a que incluya en su próximo 

informe periódico datos estadísticos anuales comparativos, desglosados con 

arreglo a los criterios mencionados y otras categorizaciones pertinentes, para 

evaluar los avances logrados respecto de la efectividad de los derechos enunciados 

en el Pacto. En ese contexto, el Comité recomienda al Estado parte que tenga en 

cuenta el marco conceptual y metodológico sobre los indicadores de los derechos 

humanos elaborado por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 

para los Derechos Humanos (Índice Universal de Derechos Humanos 2020). 

 

Dados estos antecedentes, se considera pertinente avanzar en una nueva 

etapa de esta recomendación que fortalezca el uso amplio y sistemático del 

instrumento de indicadores por parte de los países y, por supuesto, de los órganos 

de seguimiento de los tratados. Esto permitiría, por un lado, que los países contaran 

con evidencias objetivas para el mejor diseño de políticas públicas que garanticen 
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los derechos económicos, sociales y culturales y, por otro, que los órganos de 

tratados dispusieran de información estratégica para la evaluación del cumplimiento 

progresivo de estos derechos. 

 

Una primera aproximación al uso más sistemático de indicadores de 

derechos humanos por parte del Comité DESC, consistiría en aprovechar los datos 

disponibles para de los indicadores ODS que se identificaron como vinculados en la 

presente investigación. En principio, se considera factible la posibilidad de apoyar 

las labores del Comité en los siguientes procesos: 

a. Al examinar los informes de los países, aprovechar valoraciones derivadas de 

información objetiva proveniente de fuentes internacionales validadas, así como 

identificar tendencias o retrocesos persistentes en las series de datos; 

b. Contar con información actualizada para proponer ajustes a las políticas públicas 

establecidas por los países, partiendo de una perspectiva más integral y 

ecosistémica del cumplimiento de los DESC; 

c. Disponer de elementos de contrataste para verificar las aseveraciones generales 

emitidas por los países sobre el cumplimiento de derechos; 

d. Apoyar la elaboración de listas de cuestiones, al identificar problemáticas 

persistentes así como de surgimiento reciente; 

e. Fundamentar e insistir en la necesidad de presentación de informes a aquellos 

países que presentan retrasos, contando con diagnósticos situacionales como 

línea base; 

f. Identificar problemáticas estructurales o prolongadas que demanden la 

elaboración de Comentarios Generales o Declaraciones sobre temas 

específicos aplicables a nivel regional o mundial. 

 

Los resultados de la investigación también podrían apoyar el fortalecimiento 

de la colaboración del Comité DESC con la oficina del Alto Comisionado de las 

Naciones Unidas para los Derechos Humanos, en particular para la construcción 

del “Repositorio de conocimientos sobre derechos económicos, sociales y culturales 
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(Knowledge Hub on ESCR)”§, proponiendo la inclusión en el nuevo portal de 

información sistemática relacionada con el cumplimiento de indicadores de 

derechos humanos específicos, tanto cualitativos como cuantitativos, que apoyen 

las labores de evaluación del Comité, así como la identificación de datos pertinentes 

para reforzar las políticas públicas de los países. 

 

Por último, cabe enfatizar que la utilización de estos indicadores no pretende 

sustituir los procesos detallados que el Comité DESC efectúa, ni tampoco disminuir 

el valor de la información específica que se recibe por parte de las oficinas 

regionales del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 

Humanos, las instituciones nacionales de derechos humanos, ni mucho menos 

sobre las problemáticas urgentes identificadas por organizaciones de la sociedad 

civil; si bien, la existencia de evidencia objetiva actualizada puede fundamentar de 

forma complementaria algunas de sus preocupaciones, observaciones y 

recomendaciones. 
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DERECHOS HUMANOS EMERGENTES Y GENERACIONES DE DERECHOS: 

PERSPECTIVAS PARA CONSTRUIR UNA CULTURA DE DERECHOS 

HUMANOS EN EL ANTROPOCENO 

José Luis BELMONT LUGO 

 

RESUMEN: El trabajo analiza varios conceptos jurídicos localizados en el 
contexto del Antropoceno y destaca el valor pedagógico de las generaciones 
de derechos para expresar su evolución. Además, se expone la categoría 
de los derechos humanos emergentes la cual refleja nuevas necesidades 
sociales para un ejercicio pleno de la democracia. Finalmente, el trabajo 
advierte la necesidad de sistematizar las nuevas expresiones de los 
derechos humanos, los cuales, desde una perspectiva dual: como límites al 
poder y como condiciones para la dignidad, permitirá sentar las bases de 
una cultura de derechos humanos. 

ABSTRACT: This work analyzes several legal concepts in the context of the 
Anthropocene, emphasizing the pedagogical value of generations of rights 
in expressing their evolution. Furthermore, it introduces the concept of 
emerging human rights, reflecting new social needs for the complete 
realization of democracy. Finally, the work emphasizes the need to 
systematize these new expressions of human rights. From a dual perspective 
as limits on power and conditions for dignity, this systematization will lay the 
foundation for a human rights culture. 

Palabras claves: Derechos humanos, Antropoceno, generaciones de 
derechos, derechos emergentes, cultura de los derechos humanos, 
concepto dual de los derechos humanos. 

Keywords: Human rights, Anthropocene, generations of rights, emerging 
rights, human rights culture, dual conception of human rights. 

SUMARIO: 1. Introducción. 2. El Antropoceno. 2.1. Los paradigmas jurídicos 
en el Antropoceno. 2.2. Un concepto dual de los derechos humanos: límites 
al poder y condiciones para una vida digna. 3. Visiones sobre las 
generaciones de derechos humanos. 3.1. Una visión restrictiva de las 
generaciones de derechos humanos. 3.1.1. Hacia una visión 
descolonizadora desde los derechos humanos. 3.2. Una visión progresiva 
de las generaciones de derechos humanos, su uso pedagógico. 4. Los 
derechos emergentes, su naturaleza, sus orígenes y su contenido esencial. 
4.1. Los derechos emergentes y su relación con la organización política. 4.2. 
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Las expresiones de los derechos humanos como punto de partida para una 
cultura de derechos. 5. La construcción de una cultura de derechos 
humanos. 6. Conclusiones. 7. Bibliografía. 8. Anexo. 

 

1. Introducción 

La historia del derecho y, por tanto, de los derechos humanos es un proceso 

en transformación permanente, en el cual se advierten avances súbitos y galopantes 

y, en ocasiones, cambios paulatinos. Algunos de los nuevos escenarios que 

involucran a los derechos humanos permiten aplicar para su análisis, fórmulas 

jurídicas ya estudiadas o normas y principios que cuentan con solidez incontestable; 

mientras que otros contextos dan cuenta de una evolución jurídica impulsada por el 

planteamiento de conceptos que buscan explicar y alcanzar normativamente a la 

realidad para hacer más amplio el ámbito de protección desde los derechos 

humanos.  

El primer cuarto del siglo XXI atestigua una etapa determinada por la acción 

del ser humano sobre el medio ambiente y el planeta en general, que se ha 

denominado Antropoceno. Esta época enfrenta importantes retos para la realización 

de los derechos humanos, donde a nivel mundial, los ejes de la conflictividad actual 

y futura se han identificado en los ámbitos económico, climático-medioambiental y 

tecnológico (International Crisis Group 2025).  

La época contemporánea permite observar una hipernormatividad o 

hiperlegalidad, la emisión de múltiples ordenamientos (Belandria y Rebollo 2022). 

Esta producción normativa viene acompañada de una variedad de desarrollos 

jurídico-doctrinales, principios, una multiplicidad de elementos y conceptos que se 

integran a los derechos ya reconocidos que crean nuevos estándares; así como una 

gran amplitud de ámbitos o materias de aplicación, cuyo reto se encuentra en la 

eficacia. Tan solo en materia ambiental, se pueden contabilizar 1200 leyes 

(Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático —UNFCCC, por 

sus siglas en inglés— 2017).  
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La misma tendencia se observa en la Organización de las Naciones Unidas 

para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), desde donde se promueven 

algunos ejercicios por avanzar el acceso a los derechos en el mundo digital, como 

es la búsqueda de la universalidad del acceso a internet bajo los principios ROAM 

(por sus siglas en inglés: Rights, Open, Accessible to all, Multistakeholder 

participation), que promueven un enfoque basado en derechos, abierto, accesible y 

de colaboración multipartita (Grigoryan 2025, 19).  

A pesar de que la tecnología abre las posibilidades para acceder al 

conocimiento de los derechos humanos, también se pueden advertir importantes 

muestras de sus vulneraciones en tiempo real (Gaza, Sudán, Etiopía, México, 

Venezuela). Los anteriores ejemplos evidencian las contradicciones que enfrentan 

los derechos humanos, donde los propios agentes estatales son quienes 

frecuentemente cometen las violaciones y, al mismo tiempo, son los Estados 

quienes se organizan como creadores de mecanismos para su garantía donde se 

encuentran los sistemas de protección (Vasak 1977, 29-30).  

Otros actores confluyen a esta encrucijada, donde la actividad de entidades 

privadas cobra especial importancia para la efectividad de los derechos humanos; 

al amparo de principios como el de la debida diligencia la responsabilidad 

empresarial en materia de derechos humanos no se encuentra a debate (Oficina del 

Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos [ACNUDH], 

Grupo de Trabajo sobre Empresas y Derechos Humanos 2011, 17). Sin embargo, 

queda por incorporar estos desarrollos a una cultura de derechos humanos.  

Otros planteamientos acerca de los derechos humanos han surgido en clara 

oposición al fenómeno de la globalización donde se ha contado con la participación 

de la sociedad civil, aquí se encuentran los llamados derechos humanos 

emergentes. (Pareja y Guillén s.f., 17). Estos desarrollos dan cuenta de la 

progresividad que es inherente a los derechos humanos, en protección que avanza 

hacia mejores estándares y que amplía sus materias de protección. 
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El presente texto se apoya en la hipótesis siguiente: tomando como 

referencia el contexto del Antropoceno, la construcción de una cultura de derechos 

humanos sólida se favorece con un adecuado encuadramiento jurídico-doctrinal de 

conceptos actualmente no articulados, como son los derechos humanos 

emergentes y los nuevos derechos humanos que se encuentran apareciendo en las 

distintas jurisdicciones o ámbitos de validez, lo cual contribuye a fortalecer el ámbito 

de protección de las personas. 

La metodología empleada contiene elementos de tipo teleológico-contextual 

(Belmont 2015, 304) y señala los elementos o tópicos donde se originaron algunos 

conceptos. El objetivo general de este análisis se orienta a favorecer el 

entendimiento de cada persona acerca de las dimensiones actuales de los derechos 

humanos, al caracterizar a los derechos emergentes, explicar su origen y su 

encuadramiento jurídico. Entre los objetivos específicos de esta aproximación 

pueden señalarse:  

a) Delinear el concepto del Antropoceno que es el contexto en que se originan 

los derechos emergentes y sus alcances.  

b) Explicar el concepto dual de los derechos humanos como punto de partida. 

c) Analizar el concepto de las generaciones de derechos humanos y su relación 

con la génesis de nuevos derechos. 

d) Explicar algunas rutas que se han seguido para favorecer el reconocimiento 

doctrinal de nuevos derechos humanos o su encuadre en categorías ya 

definidas.  

e) Delinear algunos elementos básicos para contribuir a los procesos de 

enseñanza de los derechos humanos y en la construcción de una cultura de 

derechos humanos.  

2. El Antropoceno. 

El contexto actual del mundo jurídico no puede verse separado del contexto 

que marcan los acontecimientos de la realidad, juntos conforman elementos del 

sistema más complejo en el que interactúan múltiples realidades. Este sistema se 
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refiere al planeta, a todos los seres y elementos que lo componen. Algunos de estos 

seres y elementos tienen mayor o menor prevalencia unos sobre otros, en razón de 

que pueden causar mayores incidencias, constituirse en factores tan importantes 

que incluso, modifiquen las interacciones entre los elementos de una manera 

benéfica o de manera adversa a los propios seres y a los elementos que integran 

estos sistemas.  

Uno de los factores más determinantes en las alteraciones ambientales es el 

antropológico debido a las modificaciones que provoca en todo ambiente en el cual 

interactúa, pues afecta los ciclos biogeoquímicos, fundamentales para mantener el 

equilibrio ecosistémico: 

Tal como sucedió con el ciclo del carbono, los ciclos del agua, del nitrógeno, 

del oxígeno, del fósforo, esenciales para la reproducción de la vida, pasaron 

a manos del hombre en los últimos dos siglos. El aumento desmedido de la 

actividad industrial, la deforestación, la contaminación de los suelos por 

acción de fertilizantes y del agua, están produciendo la alteración de estos 

ciclos vitales (Swampa 2018). 

El conocimiento de un sistema o contexto tan complejo como el planeta, tiene 

diversas de limitaciones, una de ellas es la limitación temporal. La cual toma en 

cuenta las huellas del tiempo en los restos que componen las distintas capas de 

sedimentos; las condiciones reinantes en cada época dejan un rastro y permiten 

conocer algunos factores que han sido determinantes en determinado espacio 

temporal. Este espacio temporal actual es el Antropoceno, concepto propuesto por 

los científicos Paul Crutzen y Eugene Stroemer (Cornejo 2023, 9), una etapa 

delimitada por las afectaciones globales al clima producidas por el ser humano como 

producto de la industrialización realizada durante los últimos tres siglos. 

En una interpretación más amplia, Gibbard reconoce otros procesos sociales 

y ambientales que impactan globalmente:  
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[U]n punto de inicio en la Revolución Industrial o en la Segunda Guerra 

Mundial es restrictiva, ya que no reconoce la variedad de otros procesos 

sociales y ambientales que interactúan entre sí para producir el cambio 

ambiental global. Por esta razón, se propone definirlo como un evento 

geológico que ocurre globalmente en distintas escalas y distintos momentos 

y que tiene diversos agentes como la industrialización, la urbanización, la 

agricultura y ganadería intensiva… (Cornejo 2023, 9). 

El escenario global y las actividades que se encuentran en él, conforman 

ámbitos de lo humano que encuentran un referente jurídico. Se encuentran 

formando parte de las ramas o materias del derecho como la comercial y del trabajo, 

del derecho civil, derecho administrativo, derecho agrario, derecho sanitario, 

medioambiental, en su expresiones internas e internacionales, entre otras áreas que 

confluyen en el marco jurídico que determina las pautas para la realización de esas 

actividades.  

Todas esas actividades, al lado de las relativas al desarrollo tecnológico, 

tienen implicaciones relevantes en los diferentes ordenamientos de los Estados que 

abarcan también a los derechos humanos; éstos van a enfatizar el elemento 

humano de las interacciones que provocan esas transformaciones ambientales y 

reafirmarán su papel de elementos de protección o límite. 

Diversas resoluciones internacionales han desarrollado estándares relativos 

al medio ambiente, como las opiniones consultivas internacionales entre ellas la 

opinión consultiva de la Corte Interamericana de Derechos Humanos relativa a la 

garantía de los derechos humanos frente a la emergencia climática propone una 

evolución de los derechos humanos de sus orígenes occidentales antropocéntricos 

para trasladarse hacia una visión ecosistémica que reivindique los saberes y 

conocimientos ancestrales para avanzar hacia un nuevo paradigma “moral, ético y 

jurídico” necesario para hacer frente a los desafíos de la humanidad (Corte 

Interamericana 2025b). 
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Si el contexto del Antropoceno tiene una relevancia no solo en la disciplina 

geológica sino trasciende hacia otros ámbitos y deriva de la acción y efecto 

antropogénicos sobre el medio y el planeta sistema, la presencia y efecto del ser 

humano permite ubicarlo como un concepto cultural (Trischler 2017) y por tanto 

también admite una interpretación jurídica. 

2.1 Los paradigmas jurídicos en el Antropoceno. 

La idea de paradigma abarca la noción de patrón, modelo o prototipo, una 

forma clara de explicación (Leszczuk 2021, 82). La noción de paradigma se ha 

vinculado con las ciencias desde la idea de las revoluciones científicas y las formas 

de creación del conocimiento científico planteada por Thomas Kuhn en su obra de 

1962, La estructura de las Revoluciones Científicas (Bix 2009, 189). Un paradigma 

es un marco de conceptos dentro de los cuales se desarrolla la ciencia. Los 

paradigmas tienen una vida limitada a sus propias posibilidades de explicación de 

los fenómenos. Explica Bix que cuando se acumulan datos, los cuales no pueden 

ser explicados bajo el paradigma existente surge uno nuevo. 

 Un nuevo paradigma será eventualmente ofrecido y asumido como la 

 nueva estructura bajo la cual los trabajos han de ser hechos. Los

 paradigmas de este tipo son algunas veces mencionados dentro de la 

 filosofía del derecho como parte de un argumento de que las 

 asunciones básicas o la cosmovisión dentro de algún área habían 

 cambiado radicalmente durante algún periodo (Bix 2009, 189-190). 

Un paradigma depende de las imposibilidades de otro paradigma 

antecedente que entró en crisis porque no encontró la forma para explicar el mundo. 

Un paradigma en la ciencia se refiere a una nueva forma de construir el 

conocimiento desde valores renovados. En el caso del derecho, puede señalarse 

un declive de posiciones que pueden explicar los fenómenos. La idea de paradigma 

deviene de una idea de la explicación del fenómeno jurídico, un paradigma la idea 

del derecho natural, otro es el del positivismo. Los nuevos paradigmas jurídicos en 
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el Antropoceno se desarrollan al tratar de explicar la validez del derecho y las formas 

de su creación (Leszczuk 2021, 89). 

Los paradigmas actuales deben expresarse en plural porque existe una 

multiplicidad de sistemas jurídicos alrededor del mundo que hacen imposible la 

explicación desde un paradigma u otro. Bonilla reconoce un paradigma positivo, uno 

interpretativo y una visión crítica. El paradigma positivo, centrado en la validez del 

derecho derivada de una norma hipotética que sostiene al sistema excluye a la 

justicia. El paradigma interpretativo de Herbert Leonel Hart, admite algunos 

principios de justicia o valores morales, mientras que algunos paradigmas 

consensuales como el de Rawls en su Teoría de la Justicia, apuntan por una 

participación de la ciudadanía, por el reconocimiento de la justicia y por la 

asignación de bienes y derechos; en este paradigma, la sociedad puede expresar 

la validez del ordenamiento jurídico.  

Por otro lado, existen paradigmas críticos, son posturas que van desde la 

negación del derecho como la del marxismo de Paschukanis, o aquellos que refieren 

la existencia de un “infraderecho” que busca mantener el poder político y de control 

en el que el derecho necesite siempre una forma de argumentación para la solución 

de casos como Boaventura de Souza (Bonilla 2011). 

Los paradigmas antes señalados abarcan las expresiones de teorías del 

derecho vigentes durante el siglo XX que se han extendió al siglo XXI, donde 

conviene preguntarse si mantienen su utilidad para explicar la diversidad de 

expresiones sociales que pueden admitir un tratamiento jurídico, o su encuadre 

normativo y desde la disciplina que estudia al fenómeno jurídico. Y si se parte de la 

idea de que los paradigmas tienen caducidad o límites en sus posibilidades de 

explicar el mundo, ¿hasta dónde es adecuado continuar con esos planteamientos 

científicos para adecuarlos a la realidad contemporánea buscando una explicación 

del mundo? 

Algunos autores señalan que la actualidad de los derechos humanos refiere 

el nacimiento de un nuevo fundamento epistemológico, en otras palabras, señalan 
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la posibilidad de un nuevo paradigma ante la crisis de los modelos científicos 

actuales (Pérez, López y Mojica 2025). Desde otra postura crítica, la epistemología 

jurídica se buscaría proponer alternativas de solución a situaciones de opresión e 

injusticia, apoyando la atención a necesidades de grupos sociales oprimidos y 

excluidos (Aguirre y Pabón 2020).  

La ciencia del derecho comienza a extender sus brazos hacia nuevas 

posibilidades de regular y entender procesos vinculados con diversos elementos, 

dos de ellos muy destacados: el medio ambiente y los nuevos desarrollos 

tecnológicos.  

2.2 Un concepto dual de los derechos humanos: límites al poder y condiciones 

para una vida digna. 

La construcción de un proceso de enseñanza y de consolidación de una 

cultura de derechos humanos precisa una base desde la cual partir. En el presente 

caso, esta base se encuentra determinada por lo que hemos denominado la 

concepción dual de los derechos humanos, el planteamiento para la construcción 

de un paradigma porque propone una forma de interpretar el funcionamiento de una 

determinada área del saber como es el de los derechos humanos y se encuadra en 

una forma de responder ante los retos del contexto actual, reinterpretando ciertos 

valores. La concepción dual de los derechos humanos los identifica con sus dos 

expresiones que los define como elementos/condición o base para una vida digna 

y como límites al ejercicio del poder arbitrario. 

Ambas expresiones se encuentran entrelazadas y son correspondientes; 

abarcan más allá de los orígenes históricos de los derechos humanos y toman en 

cuenta su configuración contemporánea, como en el caso de los derechos 

emergentes. Los derechos humanos desde esta óptica reivindican su origen en 

movimientos, luchas sociales y políticas, como la Revolución Francesa (de signo 

liberal), movimientos obreros, la consagración de derechos de justicia social en 

documentos constitucionales, reivindicaciones y luchas sufragistas y luchas por los 

derechos civiles, que son luchas por la igualdad.  
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Esta visión dual es crítica porque utiliza esta creación de la modernidad 

llamada derechos humanos para la exigencia de la dignidad materializada en 

condicionamientos para la vida de cada persona, bajo la égida de la igualdad. Los 

derechos tienen un fin esencial que se representa limitar el ejercicio arbitrario del 

poder, sin importar su origen o la fuente de su legitimidad, ya sea que devenga de 

una disposición legal o de la fuerza que deriva de la naturaleza económica cuando 

su detentador es una persona privada y no una figura detentadora del poder público.  

Como hemos sostenido pueden reconocerse en torno a los derechos 

humanos aproximaciones axiológica-teleológica, sistemática y filosófica-política:  

-Axiológico, los derechos humanos constituyen una manifestación jurídica de 

valores como la libertad, justicia, igualdad, dignidad, los cuales, de manera 

individual y colectiva o social, conforman el límite racional a la actividad o 

ejercicio de los poderes públicos o privados. 

-Teleológico, los derechos humanos están vinculados con la realización de una 

vida digna, aquí tienen sustento las condiciones o elementos objetivos; los 

titulares de estos derechos son individuos y colectividades; poseen un carácter 

ambivalente, pues incluye derechos y obligaciones. 

-Sistemático jurídico, los derechos humanos son los derechos subjetivos con la 

máxima jerarquía en todo ordenamiento y en los ámbitos interno e internacional, 

son oponibles al Estado, a corporaciones u organismos públicos, privados e 

individuos, se encuentran dotados de progresividad, y en cuanto a sus alcances 

y las problemáticas que atienden comparten la característica de la 

transversalidad. 

-Concepto filosófico político, los derechos humanos constituyen un conjunto de 

expresiones normativas del concepto de lo humano, con validez en el orden 

interno e internacional y pretensión de universalidad. 

A partir de la anterior, se puede entender su expresión dual: en ese sentido, 

proponemos que los derechos humanos comprenden las libertades y prerrogativas 
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básicas de las personas que limitan el ejercicio arbitrario del poder y reúnen los 

elementos o condiciones objetivas de posibilidad para una vida digna. (Belmont 

2015, 2017, Belmont y Parra 2017). Esta vida digna admite la relación del ser 

humano y la vida en el planeta como parte ambos de un sistema. 

Los nuevos paradigmas o paradigmas jurídicos llamados derechos 

emergentes tienen cabida plenamente en el concepto dual de los derechos 

humanos. 

3. Visiones sobre las generaciones de derechos humanos. 

La propuesta generacional de Vasak del año 1977 se propuso desde la 

Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, la 

UNESCO (Vasak 1977) y tiene como marco el cuestionamiento acerca del devenir 

de los derechos humanos que serviría para entender el reconocimiento de algunos 

derechos humanos, el advenimiento de otros como base para conocer el avance de 

la civilización. Los derechos humanos comprendidos en la Declaración Universal de 

Derechos Humanos de 1948, abarca derechos civiles y políticos (derechos de 

primera generación) y a los derechos económicos sociales y culturales (derechos 

de segunda generación).  

Alrededor de este concepto, el Director de la UNESCO, Amadou-Mahtar 

M’Bow identificaría una tercera generación, desde lo cual Karel Vasak propondría 

algunas características de los derechos: “[Los derechos de la primera generación 

están basados en la posibilidad de oponerse al Estado (civiles y políticos), mientras 

los de segunda generación (económicos, sociales y culturales) se apoyan en el 

derecho a exigir al Estado, en tanto que los derechos de tercera generación 

propuestos a la comunidad internacional son derechos de solidaridad” (Belmont 

2015, 122). 

3.1 Una visión restrictiva de las generaciones de derechos humanos. 

La noción de las generaciones de derechos puede ser objeto de una 

interpretación restrictiva que identifica a la idea de una generación con la jerarquía 
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de los derechos. Una visión jerarquizada de los derechos humanos, de acuerdo con 

la generación donde se encuentren ubicados, significaría el reconocimiento de 

mayor jerarquía a algunos derechos frente a otros, colocando a los derechos civiles 

y políticos por encima de los derechos económicos, sociales y culturales.  

Un riesgo en el tema de las generaciones de derechos en el que puede 

correrse es el relativo a considerar que las generaciones de derechos son un criterio 

obsoleto, sin embargo, la idea de las generaciones puede verse como el marco para 

ubicar nuevos derechos y su interpretación mediante criterios como son la 

interdependencia, interrelación e indivisibilidad de los derechos humanos, como se 

reconoció en el Plan de Acción de Viena de la ONU de 1993, al señalar:  

 5. Todos los derechos humanos son universales, indivisibles e 

 interdependientes y están relacionados entre sí. La comunidad internacional 

 debe tratar los derechos humanos en forma global y de manera justa y 

 equitativa, en pie de igualdad y dándoles a todos el mismo peso. Debe 

 tenerse en cuenta la importancia de las particularidades nacionales y 

 regionales, así como de los diversos patrimonios históricos, culturales y 

 religiosos, pero los Estados tienen el deber, sean cuales fueren sus sistemas 

 políticos, económicos y culturales, de promover y proteger todos los 

 derechos humanos y las libertades fundamentales. 

Tampoco cabría considerar la obsolescencia de las generaciones de 

derechos frente a características como la progresividad, ya que ésta corresponde 

con un elemento esencial de los derechos que permite interpretarlos siempre en 

aras de su avance, de modo que, una vez logrado un estándar de protección, se 

debe avanzar hacia un estadio de mayor protección, evitando regresiones y 

limitaciones que limiten el ejercicio de los derechos. (Belmont 2015).  Otro aspecto 

de la progresividad radica en ampliar la protección hacia nuevos rumbos, el 

reconocimiento de nuevos derechos.  

3.1.1 Hacia una visión descolonizadora desde los derechos humanos. 
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En torno a las referencias sobre la idea de los derechos como un elemento 

de la civilización, deben mencionarse algunas consideraciones críticas (Ruiz 2024) 

que toman planteamientos de Franz Hinkelammert y de Enrique Dussel que ubican 

a esos derechos en el nacimiento de la modernidad y les atribuyen un carácter 

expansionista. Ambos conceptos explican la visión europea del mundo, desde la 

cual los derechos naturales, “lo que hoy llamamos derechos humanos” en el 

contexto histórico de lo que se conoce como modernidad, serían derechos 

originados con un componente de la Colonialidad.  

“La llamada Edad Moderna, pues no puede entenderse sin el componente de 

la Colonialidad. Fue entonces, en los momentos primitivos de la Modernidad, que 

surge la necesidad de reconocer la existencia de derechos comunes a todos los 

pueblos del mundo, del mundo moderno, incluyendo aquellos que los europeos 

habían descubierto” (Ruiz 2024, 15-16). 

Esta posición crítica sobre los derechos humanos los califica como derechos 

de dominación, así se entiende por este autor a los derechos de la Declaración 

Universal de 1948 y a la propuesta en torno a las generaciones de derechos 

humanos. La idea de las generaciones se enmarcaría aquí y sería designada como 

eurocéntrica, en ese sentido, se plantea un sometimiento de los derechos a una 

crítica descolonizadora para convertirlos en derechos de liberación (Ruiz 2024, 20). 

3.2 Una visión progresiva de las generaciones de derechos humanos, su uso 

pedagógico. 

La pregunta acerca del avance de la civilización quiere decir que se ha 

avanzado primero, reconociendo a los derechos civiles y políticos y luego a los 

DESC (Derechos Económicos, Sociales y Culturales), ahora DESCA (Derechos 

Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales). En ese sentido, puede 

considerarse que una civilización es más avanzada al reconocer a estos derechos 

que llaman de segunda generación y los derechos de tercera generación. Por tanto, 

la civilización puede seguirse en su desarrollo desde el reconocimiento de los 
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derechos humanos y un criterio para agruparlos puede ser el de las generaciones 

de derechos.  

La propuesta generacional se ha trasladado hasta los ámbitos de la 

enseñanza de los derechos humanos, es decir, que este acomodo de los derechos 

contenidos en instrumentos internacionales y con un desarrollo paulatino tiene un 

amplio uso pedagógico a lo largo de todo el mundo y una presencia importante en 

el sector doctrinal que trasciende el ámbito disciplinario dominado por el derecho 

desde donde se enfrentan importantes retos en la enseñanza (Hotzuliak et al. 2025, 

19). 

 The subject "Generations of Human Rights and Their Implementation in 

Modern Legal Systems" is a critical area of study within law faculties across 

the globe. Its unique features lie in the complex evolution of human rights, the 

need for a multi-disciplinary approach, and the adaptation of traditional legal 

frameworks to contemporary global challenges. The subject requires an 

understanding of historical context, international law, and the intersection of 

social, political, and technological factors that shape human rights today. 

Legal education on this topic promotes critical thinking, encourages active 

engagement with international human rights issues, and prepares students to 

address ongoing and emerging challenges in the protection and 

implementation of human rights. As this field continues to evolve, its teaching 

must be dynamic, incorporating new legal developments and societal 

changes to stay relevant and effective in producing competent legal  

professionals capable of contributing to human rights advocacy and reform” 

(Hotzuliak et al. 2025, 19). 

El concepto de “Generaciones de derechos humanos y su implementación 

en los modernos sistemas legales” es un área crítica de estudios en las 

facultades de derecho alrededor del mundo. Sus características únicas se 

refieren a la compleja evolución de los derechos humanos, en la necesidad 

de una aproximación multidisciplinaria, y en la adaptación de los sistemas 

legales tradicionales a los retos contemporáneos globales. Esta materia 
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requiere un entendimiento del contexto histórico, del derecho internacional y 

de la intersección de los factores social, político y tecnológicos que abarcan 

a los derechos humanos actualmente. La educación legal sobre este tópico 

promueve el pensamiento crítico, fomenta una vinculación activa con los 

temas del derecho internacional y prepara a los estudiantes para abordar los 

retos actuales y emergentes en la protección e implementación de los 

derechos humanos. Al igual que esta área permanece en evolución, su 

enseñanza debe ser dinámica, incorporando los nuevos desarrollos jurídicos 

y los cambios sociales. (Traducción propia) 

Desde la ONU se han delineado los contornos de los derechos de la tercera 

generación que abarcan los siguientes:  

I. Al desarrollo sostenido. 

II. A la autodeterminación de los pueblos. 

III. A la paz. 

IV. A la protección de los datos personales. 

V. Al patrimonio común de la humanidad.  

VI. A gozar de un medioambiente sano. (ACNUR 2017)  

El organismo internacional señala que: “La lista de los derechos humanos de 

tercera generación no es absoluta, sino todo lo contrario: está en permanente 

transformación y es común que acoja nuevos derechos en función de las 

preocupaciones mundiales de nuestro tiempo” (ACNUR, 2017). 

A la anterior lista se puede agregar un elemento más que consiste en el 

derecho a la asistencia humanitaria derivado de los Convenios de Ginebra, aquí se 

enmarcan los llamados ámbitos o tres vertientes de la protección de la persona 

humana, derecho de los conflictos armados y derecho de los refugiados (Cançado 

et al. 2003). Además, como parte de un desarrollo jurídico posterior, se encontraría 

el derecho a la privacidad, aunque no formaría parte de la tercera generación de 

derechos humanos (Marks 1981, 449).  
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Las generaciones de derechos han sido punto de partida y línea argumental 

para señalar la existencia de nuevos derechos. Las nuevas propuestas que 

reconocen un orden generacional alcanzan hasta una sexta generación de 

derechos. El contenido de las generaciones se sintetiza de la siguiente forma: una 

cuarta generación de derechos digitales; una quinta generación de derechos 

vinculados con el ambiente en el marco de emergencias climáticas y el 

reconocimiento de derechos a sujetos no humanos, mientras que una sexta 

generación que reconoce derechos a sujetos o seres transhumanos (Bustamante 

2001, Avellaneda 2019 y Núñez s.a.). 

4. Los derechos emergentes, su naturaleza, sus orígenes y su contenido 

esencial 

Los derechos emergentes o derechos humanos emergentes, al lado de 

“nuevos derechos” aparecen en los discursos contemporáneos como categorías 

que van adquiriendo mayor presencia en la literatura jurídica. Una de las razones 

de ello puede encontrarse en la carga semántica de lo “emergente” que, en el ámbito 

de los derechos humanos, pareciera ubicarse como un elemento crítico, el cual tiene 

que ver con una utilización política de los derechos humanos, con un carácter 

revolucionario o emancipador (Pinilla 1987, 12).  

La idea de emergencia ligada a estos derechos admite un sentido de urgencia 

y sentido de surgimiento. El primero, como sinónimo de necesidad urgente, adquiere 

un significado concreto y ligado a la inmediatez con que se precisa obtener 

resultados o alcanzar las consecuencias jurídicas de una manera expedita. La 

emergencia de atender desde los derechos humanos y, mediante el establecimiento 

de nuevos estándares, proteger una necesidad apremiante. Los diversos contextos 

presentan lagunas que pareciera, solo pueden colmarse mediante la acción de los 

derechos humanos, y como consecuencia de las instituciones encargadas de la 

garantía de los derechos, a través de las cuales se solventan necesidades y se 

combaten crisis. Existen ejemplos recientes de emergencias y crisis ambientales 

atendidos por instituciones internacionales de garantía que delinean deberes 

estatales (Punzo 2025). 
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Por otro lado, la noción de emergencia como surgimiento caracteriza a lo que 

emerge, aquello que se desvela o adquiere expresión, es decir, que un determinado 

fenómeno adquiere presencia o se origina y a partir de ese origen, se generan 

consecuencias jurídicas. Los diversos contextos sociales, tecnológicos, las 

estructuras económicas, los acontecimientos históricos y las condiciones climáticas 

y medioambientales, en sus dimensiones locales y sus alcances globales 

catalizarán la aparición ámbitos y expresiones normativas que buscan atender una 

determinada necesidad o conjunto de ellas.  

Algunas posturas proponen la necesidad de un replanteamiento 

epistemológico que contemple también, como uno de sus ejes, las diversas 

expresiones de la vulnerabilidad en diferentes contextos donde se ve más o menos 

comprometida la seguridad e incluso la vida de las personas (Pérez, López y Mojica 

2025) . De aquí la necesidad que expresan estos planteamientos de construir la 

base científica o epistemológica de lo que afirman, se trata de los derechos 

emergentes o nuevos derechos.  

A pesar de que estos planteamientos ofrecen una visión panorámica de los 

nuevos derechos y los contextos en que surgen, debe precisarse que la expresión 

derechos emergentes se encuentra ligada al contexto de la globalización económica 

y sus efectos adversos en las sociedades. Una observación necesaria que se debe 

tomar en cuenta para construir la base epistemológica de nuevo sistema normativo, 

obliga al reconocimiento del contexto y a los planteamientos y esenciales sobre los 

que se fundó esta nueva idea de derechos emergentes plasmada en una 

declaración de derechos con pretensión de universalidad llamada: Carta de 

Derechos Emergentes (Institut des Droits Humans de Catalunya 2003). 

La noción de derechos emergentes se originó en 2003 a partir de la sociedad 

civil y la academia, en el contexto de las actividades del Institut des Droits Humans 

de Catalunya. Estas expresiones tienen como marco el Foro Universal de las 

Culturas de Barcelona, donde en 2004 se desarrollaban los trabajos del Diálogo 

“Derechos Humanos, Necesidades Emergentes y Nuevos Compromisos” y se 

buscó generar una discusión acerca de la vigencia y actualidad de la Declaración 



REVISTA UNIVERSITARIA DE DERECHOS HUMANOS   AÑO 1, NÚM. 1, ENERO – JUNIO 2026 

 

43 

Universal de Derechos Humanos en el siglo XXI; esta reunión tuvo por fin de 

formular y adoptar la referida Carta de Derechos Humanos Emergentes que sentaría 

las bases de la agenda social para el nuevo milenio. La versión definitiva de esta 

carta se alcanzaría en 2007 con su aprobación en el Foro Universal de las Culturas 

en Monterrey, México (Pareja 2011). 

4.1 Los derechos emergentes y su relación con la organización política 

La democracia ha sido considerada como una forma de gobierno que 

permite, o ha permitido, el mejor desarrollo de las libertades; perfectible y coherente 

con los derechos humanos, y con la posibilidad de contar con mecanismos de 

control que favorezcan la rendición de cuentas y la responsabilidades de los 

servidores públicos, las elecciones libres y, en general, beneficiar al Estado de 

Derecho. La visión de los derechos emergentes de Barcelona los coloca en clave 

democrática.  

La Carta de los Derechos Humanos Emergentes reconoce nuevos derechos 

democráticos como el derecho a una renta básica, el derecho a migrar o a una 

muerte digna; amplía derechos ya contemplados, como el derecho a medicamentos 

y a atención a la salud, el derecho al voto de personas inmigrantes y el derecho a 

la interculturalidad. Entre los elementos axiológicos de los derechos emergentes de 

la citada carta, se reconocen valores como la vida, la solidaridad, la responsabilidad 

solidaria; además incluye los principios de seguridad humana, no discriminación, 

inclusión social, coherencia, horizontalidad, multiculturalidad, género, participación 

política, responsabilidad solidaria y exigibilidad (Instituto de Derechos Humanos 48-

49). 

Los derechos que consagra se caracterizan por ser la expresión de una 

nueva forma de ciudadanía de tipo intercultural que propone formas de participación 

de sectores para los que se busca la posibilidad de un mejor y más amplio ejercicio 

de la libertad, como uno de los valores de un nuevo discurso democrático construido 

desde los derechos que llama fundamentales y reconoce 9 derechos que se 

subdividen. 
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Algunos elementos de los derechos fundamentales son: artículo 1, derecho 

a la existencia en condiciones de dignidad y abarca el derecho a la seguridad vital, 

agua energía, alimentación, el derecho a la renta básica, a su integridad personal, 

al trabajo y a la salud; artículo 2, derecho a la paz; artículo 3, derecho a habitar el 

planeta y al medio ambiente; artículo 4, derecho a la igualdad plena y efectiva, 

igualdad de oportunidades y protección contra la exclusión; artículo 5, derecho a la 

democracia plural, derecho a la interculturalidad, derechos de los pueblos indígenas 

y afrodescendientes, derecho a la información y protección de datos; artículo 6, 

derecho a la democracia paritaria, reúne derechos de igualdad, diversidad sexual, 

salud reproductiva y representación paritaria; artículo 7,  derecho a la democracia 

participativa que involucra movilidad, sufragio, vivienda, el espacio público, derecho 

a la ciudad; artículo 8, derecho a la democracia solidaria, que comprende e 

desarrollo, la ciencia y a disfrutar del bien común universal; artículo 9, derecho a la 

democracia garantista, que abarca el derecho a erradicar el hambre y la pobreza, la 

verdad y la justicia (Instituto de Derechos Humanos, 52-65). 

La Declaración de Derechos Emergentes ha logrado trascender de un ámbito 

declarativo a uno de validez jurídica que se expresa en disposiciones 

constitucionales de noveles ejercicios legislativos. Una de sus expresiones más 

claras se encuentra en la Constitución de la Ciudad de México de 2017, donde tiene 

una multiplicidad de expresiones en derechos democráticos y se reconoce 

plenamente el derecho a la ciudad (artículo 12) (Instituto de Investigaciones 

legislativas 2023).  

4.2 Las expresiones de los derechos humanos como punto de partida para 

una cultura de derechos.  

En un ejercicio descriptivo, considerando las temáticas que abarcan la 

expresión contemporánea de los derechos humanos, pueden enunciarse los 

siguientes temas que aportan una perspectiva desde lo internacional que entreteje 

elementos ya consolidados y nuevos ámbitos de aplicación que involucran a los 

derechos humanos. En ese sentido, una aproximación a las temáticas que abarcan 

los 43 procedimiento especiales, excluyendo a los mandatos definidos 
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territorialmente. Debe destacarse que entre las temáticas más recientes se 

encuentran los procedimientos especiales o mandatos sobre Cambio Climático y 

sobre Derechos de las Personas Campesinas. Ver Anexo.  

Otros temas que impactan el ejercicio de los derechos como son: cambio 

climático, corrupción, desapariciones forzadas, desplazados internos, detenciones 

arbitrarias, deuda externa, discriminación, ejecuciones extrajudiciales, esclavitud y 

sus formas modernas, medidas coercitivas unilaterales, mercenarios, orden 

internacional, independencia de los magistrados y abogados, pobreza, privacidad, 

racismo, solidaridad internacional, sustancias tóxicas, terrorismo, tortura, trata de 

personas, venta de niños y violencia de género (Organización de las Naciones 

Unidas -  Asamblea General 2025, 13-17). 

Las temáticas no se encuentran sistematizadas en ningún instrumento lo cual 

constituirá una primera dificultad para la construcción de una cultura de derechos. 

Se advierte que el reconocimiento de nuevos derechos se encuentra entre la 

especificación y, en algunos casos, se orienta hacia la autonomía de los derechos, 

como es el caso de la referida jurisprudencia derivada de la opinión consultiva de la 

Corte Interamericana en el caso del derecho al cuidado se ha reconocido como un 

derecho autónomo por ese tribunal, gracias a la opinión consultiva 31/2025. Ese 

tribunal considera al derecho a cuidado como una necesidad básica, ineludible y 

universal, derivada de la interpretación sistemática, evolutiva y pro persona de 

varios derechos. Este derecho comprende: “el derecho de toda persona a contar 

con el tiempo, espacios y recursos necesarios para brindar, recibir o procurarse 

condiciones que aseguren el bienestar integral suyo o de otros y les permitan 

desarrollar libremente sus proyectos de vida, de acuerdo con sus capacidades y 

etapa vital” (Corte Interamericana de Derechos Humanos 2025ª, ss113). 

Asimismo, en el caso de los efectos del cambio climático sobre los derechos 

humanos, donde se realiza una interpretación de los derechos humanos y reconoce 

los derechos de la naturaleza como una categoría de derechos humanos (Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, 2025b, ss102).  
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En otros casos, los derechos obedecen a un reconocimiento doctrinal como 

en el de los neuroderechos, donde se protege un ámbito de libertad conocida como 

libertad cognitiva, un derecho a la privacidad e integridad mentales y un derecho a 

la continuidad psicológica, que es una forma de preservarla identidad de las 

personas mediante la continuidad de su vida mental (Lenca 2021). Estos derechos 

comienzan a figurar en documentos como la Carta de Derechos Digitales como 

derechos ciudadanos digitales (Lenca 2021). 

Por otro lado, un derecho que tiene una expresión jurídica positiva es el 

derecho a una buena administración, actualmente reconocido a nivel subnacional 

en Derecho a la buena administración. Al igual que la Carta de los Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea en su artículo 41, la Constitución del Estado 

de Yucatán artículo 2 consagra este nuevo derecho:  

El derecho a la buena administración pública implica que la actuación de las 

autoridades se realice con dignidad y respeto, así como la prestación de 

servicios públicos bajo los principios de regularidad, claridad, prontitud, 

disponibilidad, accesibilidad, asequibilidad, aceptabilidad, adaptabilidad, 

calidad y participación ciudadana informada, honestidad, incluyente y 

profesional a fin de garantizar los derechos de las personas y su centralidad” 

(Instituto de Investigaciones Legislativas 2023, 10). 

El derecho humano a la energía eléctrica se encuentra delineado 

jurisprudencialmente en México, al reconocerse como un presupuesto para el 

ejercicio de otros derechos, de ese modo se señaló en la tesis aislada 2018528 que 

reconoce que prácticamente todos los ámbitos de la actividad humana se 

encuentran ligados a la energía eléctrica. Cabe señalar que en este paradigma no 

figura el elemento de la vulnerabilidad (Suprema Corte de Justicia de la Nación 

2018). 

5. La construcción de una cultura de derechos humanos. 
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Una cultura de derechos lleva implícita la labor de transmitir el conocimiento 

científico y facilitar el ejercicio de los derechos. En ese sentido, el ámbito educativo 

es un marco inigualable desde donde se puede contribuir a la construcción de una 

cultura de derechos que conlleve a su realización. Desde los ámbitos educativos es 

posible generar un esquema que repercuta en una mejor ejercicio de los derechos, 

a partir de su más amplio conocimiento, pero no debe limitarse a estos espacios.  

Una cultura de derechos humanos debe permitir un acercamiento básico a 

los elementos que distinguen a las normas de derechos humanos, y tomar en cuenta 

todos los ámbitos de sus expresiones, de lo contrario, se trataría de una 

aproximación parcial que tendría el riesgo de limitar la visión acerca de los ámbitos 

de protección correspondiente a los derechos.  

Una finalidad de una cultura de derechos implica trasladarlos desde un 

lenguaje técnico hacia una aproximación accesible que permita la adquisición por 

parte de todas las personas, hacerlos parte del uso cotidiano, a fin de que adquieran 

legitimidad; en seguida en caso de que su realización presente dificultades para su 

realización se pueda exigir su cumplimiento, como son los mecanismos para 

hacerlos eficaces, los procedimientos de denuncia o queja. Las tecnologías de la 

información y la comunicación tienen un papel esencial en el mundo actual porque 

facilitan su difusión de manera casi inmediata, y de esa manera la difusión de los 

derechos en sus niveles esenciales. 

6. Conclusiones  

El reconocimiento de nuevos derechos humanos marca la ruta para el 

surgimiento de nuevos paradigmas en la explicación de los fenómenos del mundo 

y su encuadramiento jurídico.  

Los avances en la protección de los derechos en el marco de un escenario 

mundial de crisis requieren una adecuada sistematización de los derechos 

actualmente dispersos, como un factor importante para consolidar una cultura de 
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derechos humanos, ello implica el desarrollo de una visión crítica como la propuesta 

en la expresión dual de los derechos humanos. 

El surgimiento de nuevos derechos plantea retos para su análisis académico 

y para su aplicabilidad, lo que precisa de un nuevo paradigma o nuevos paradigmas 

que vayan más allá de su encuadramiento en los esquemas ya conocidos, como se 

ha realizado mediante ejercicios argumentativos en el caso de las citadas opiniones 

consultivas, en este contexto la transversalidad de los derechos y su acercamiento 

con otras disciplinas resulta muy provechoso. 

El reconocimiento de nuevos derechos o derechos emergentes, precisa de 

una actualización de los instrumentos que consagran los derechos, esta puede 

comenzar desde el ámbito de los organismos internacionales, a través de 

resoluciones que marquen la ruta de las expresiones contemporáneas de los 

derechos humanos. 

Lo anterior permitirá el adecuado encuadramiento jurídico-doctrinal de 

conceptos como derechos humanos emergentes y nuevos derechos que beneficiará 

su aplicación y redundará en un ámbito de protección más fuerte.  

La construcción de una cultura de derechos debe tomar en cuenta los 

desafíos del contexto global actual del Antropoceno, donde tiene gran relevancia el 

cúmulo de efectos que ejerce sobre las sociedades la cuestión climática, 

ocasionada por las consecuencias de la actividad del ser humano sobre el medio 

ambiente, lo cual coloca en el centro de la atención a la vulnerabilidad de las 

personas. 

La consolidación de una cultura de derechos humanos debe apoyarse en los 

contextos educativos, donde existe una posibilidad mayor de acceder a las 

tecnologías de la información, y paulatinamente se debe transitar hacia la sociedad 

en general. El acceso a la tecnología no puede convertirse en un obstáculo para 

que se construya dicha cultura, que forma parte esencial del derecho de acceso a 

gozar de los beneficios de la cultura y del acceso a la información. 
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La concepción dual de los derechos puede contribuir a la consolidación de 

una cultura de derechos humanos sólida permita acceder al lenguaje de los 

derechos humanos cuya expresión actual se encuentra dispersa en los ámbitos 

interno, internacional, expresado en instrumentos declarativos, instrumentos 

jurídicos, decisiones de tribunales, desarrollos doctrinales y posicionamientos de la 

sociedad civil.  
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8. Anexo 

Elementos de la expresión contemporánea de los derechos humanos 

1. Derecho de acceso a la justicia y al debido proceso. 

2. Derecho al agua y al saneamiento. 

3. Derecho a la alimentación. 

4. Derecho a la conectividad digital. 

5. Derecho al cuidado. 

6. Derechos de las personas afrodescendientes (afromexicanas). 

7. Derechos de las personas con discapacidad. 

8. Derechos de las personas con albinismo. 

9. Derechos de las personas campesinas. 

10. Derechos de las minorías. 

11. Derecho a defender - protección de personas defensoras de derechos 

humanos. 

12. Derechos de reunión pacífica y asociación. 

13. Derechos culturales. 

14. Derechos de las infancias. 

15. Derecho a ser considerado inocente y a no autoincriminarse. 

https://www.ohchr.org/es/hr-bodies/hrc/complaint-procedure/hrc-complaint-procedure-index
https://www.ohchr.org/es/hr-bodies/hrc/complaint-procedure/hrc-complaint-procedure-index
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16. Derecho a la legalidad. 

17. Derechos de las víctimas. 

18. Derecho al desarrollo. 

19. Derecho a la educación. 

20. Empresas y debida diligencia en derechos humanos. 

21. Derecho a la familia y al matrimonio. 

22. Derecho a la identidad sexogenérica. 

23. Derechos de justicia social. 

24. Derechos en el ámbito de la justicia transicional. 

25. Libertad de esparcimiento. 

26. Libertad de opinión y de expresión, y acceso a la información. 

27. Libertad religiosa y de creencias 

28. Derecho a un medio ambiente saludable y sostenible. 

29. Derechos de la naturaleza. 

30. Derechos de las personas mayores. 

31. Derechos de las personas en condiciones de salud especiales (como la 

lepra). 

32. Derechos de los pueblos indígenas. 

33. Derechos de las personas refugiadas. 

34. Derecho a la salud. 

35. Derechos en el ámbito de la seguridad pública y humana. 

36. Derecho a la seguridad social. 

37. Derecho al trabajo y a condiciones laborales dignas. 

38. Derecho a la vivienda. 

39. Derecho a la ciudad. 

40. Derecho al voto y derechos de participación. 

41. Derechos de las personas en situación de movilidad. 

42. Derecho a la paz. 

43. Derechos de las personas en conflictos armados.  

44. Derecho a la verdad. 

45. Derecho a la reparación. 
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46. Derechos de las personas campesinas. 

47. Neuroderechos. 

48. Derecho a la energía eléctrica. 

49. Derecho a una buena administración. 

Listado indicativo a partir de los procedimientos especiales de ONU, el Sistema 

interamericano, algunos referentes legislativos, jurisprudenciales y doctrinales. 
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ENTRE EL PAPEL Y LA PRÁCTICA: OBSTÁCULOS ESTRUCTURALES EN LA 

IMPLEMENTACIÓN DEL ACUERDO DE ESCAZÚ EN MÉXICO 

 

AMILCAR PARIS MANDOKI 
 
RESUMEN: Este artículo analiza la implementación del Acuerdo de Escazú en 
México, un tratado regional que busca garantizar los derechos de acceso a 
la información, participación pública y justicia en asuntos ambientales, así 
como la protección de defensores ambientales. A través de un enfoque 
basado en derechos humanos y un sistema de indicadores desarrollado por 
el PUDH-UNAM y el ACNUDH, el estudio evalúa ocho dimensiones clave del 
Acuerdo, contrastando avances normativos con obstáculos estructurales 
como la desfinanciación crónica del sector ambiental, la fragmentación 
institucional y la resistencia de actores políticos y económicos. Los hallazgos 
revelan una brecha significativa entre el marco jurídico avanzado y su 
aplicación efectiva, evidenciando limitaciones en la transparencia, la 
participación inclusiva y el acceso a la justicia ambiental, especialmente para 
comunidades vulnerables. El artículo concluye que, pese a los avances 
formales, el verdadero impacto del Acuerdo de Escazú dependerá de su 
capacidad para transformar estructuras de poder y priorizar la justicia 
climática sobre intereses extractivistas. Se proponen recomendaciones 
estratégicas para fortalecer su implementación, enfatizando la necesidad de 
rendición de cuentas, participación intercultural y protección integral de 
defensores ambientales. 
 
Palabras claves: Acuerdo de Escazú, gobernanza ambiental, derechos 
humanos, justicia climática, México. 
 
ABSTRACT: This article analyzes the implementation of the Escazú 
Agreement in Mexico, a regional treaty that seeks to guarantee the rights of 
access to information, public participation, and justice in environmental 
matters, as well as the protection of environmental defenders. Using a 
human rights-based approach and a system of indicators developed by the 
PUDH-UNAM and the OHCHR, the study evaluates eight key dimensions of 
the Agreement, contrasting regulatory progress with structural obstacles 
such as chronic underfunding of the environmental sector, institutional 
fragmentation, and resistance from political and economic actors. The 
findings reveal a significant gap between the advanced legal framework and 
its effective implementation, highlighting limitations in transparency, inclusive 
participation, and access to environmental justice, especially for vulnerable 
communities. The article concludes that, despite formal progress, the true 
impact of the Escazú Agreement will depend on its ability to transform power 
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structures and prioritize climate justice over extractive interests. Strategic 
recommendations are proposed to strengthen its implementation, 
emphasizing the need for accountability, intercultural participation, and 
comprehensive protection of environmental defenders. 

Keywords: Escazú Agreement, environmental governance, human rights, 
climate justice, Mexico. 

SUMARIO: 1. Introducción. 2. Marco conceptual: bases teóricas para analizar el 

Acuerdo de Escazú en México. 2.1 El Acuerdo de Escazú como paradigma regional 

de gobernanza ambiental. 2.2 Los Pilares Fundamentales del Acuerdo de Escazú. 

2.3 Contexto normativo mexicano: brechas y oportunidades. 2.4 Implicaciones para 

la Evaluación de México en el Contexto del Acuerdo de Escazú. 3. Metodología. 3.1 

El enfoque basado en derechos Humanos. 3.2 La propuesta de indicadores del 

acuerdo de Escazú y su implementación. 3.3 Implementación en el SNEDH. 3.4 

Aplicación de la metodología en el análisis del Acuerdo de Escazú. 4. La situación 

en México en el marco del Acuerdo de Escazú. 4.1. Estructura sólida, realidad frágil: 

la paradoja normativo-ambiental. 4.2. Políticas ambiguas y desconexión ciudadana. 

4.3. Entre lo formal y lo real en la Gobernanza Ambiental. 4.4. La consulta previa 

entre el marco normativo y los desafíos en su implementación. 4.5. Retos en el 

acceso a la Información ambiental en México. 4.6. Protección legal y mecanismos 

de reparación ambiental en méxico: avances bajo el Acuerdo de Escazú. 4.7. Entre 

avances normativos y desafíos prácticos en el acceso a la justicia para defensores 

ambientales. 5. Conclusiones: entre avances normativos y desafíos estructurales en 

la implementación del Acuerdo de Escazú. 6. Bibliografía. 

 

1. INTRODUCCIÓN 

El Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el 

Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe, conocido 

como Acuerdo de Escazú, adoptado en 2018 y ratificado por México en 2020 

(Secretaría de Relaciones Exteriores 2025), representa un hito en la gobernanza 

ambiental regional al establecer estándares vinculantes para garantizar los 

derechos de acceso a la información, participación pública y justicia en asuntos 

ambientales, así como la protección de personas defensoras del medio ambiente. 
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Sin embargo, su implementación efectiva en México enfrenta un desafío central: la 

brecha entre un marco normativo avanzado y una realidad caracterizada por la 

opacidad institucional, la exclusión de comunidades vulnerables y la persistencia de 

conflictos socioambientales. Este artículo analiza dicha contradicción, planteando 

como hipótesis que, pese a los avances formales en la adopción del Acuerdo, su 

aplicación sigue limitada por obstáculos estructurales —como la desfinanciación 

crónica del sector ambiental, la fragmentación institucional y la resistencia de 

actores políticos y económicos que priorizan modelos extractivos—, perpetuando 

desigualdades en el ejercicio de los derechos ambientales. 

Para comprobar esta hipótesis, el estudio emplea un sistema de indicadores 

desarrollado por el Programa Universitario de Derechos Humanos de la Universidad 

Nacional Autónoma de México (PUDH-UNAM) y el Alto Comisionado de las 

Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH), que se apoya en el 

Enfoque Basado en Derechos Humanos (EBDH). Este sistema, integrado al 

Sistema Nacional de Evaluación de los Derechos Humanos de la Secretaría de 

Gobernación (SNEDH 2023), combina indicadores estructurales, de proceso y de 

resultados para evaluar ocho dimensiones clave del Acuerdo, desde la 

armonización normativa hasta la protección de defensores ambientales. El análisis 

contrasta indicadores cuantitativos oficiales con evidencia cualitativa revelando 

tanto avances como contradicciones en la implementación. 

Los objetivos generales de este estudio consisten en: 

1. Evaluar el cumplimiento de México frente a las obligaciones del Acuerdo de 

Escazú, identificando avances y retrocesos en su implementación. 

2. Diagnosticar las brechas estructurales entre el diseño normativo y su 

aplicación práctica en materia de gobernanza ambiental. 

3. Proponer recomendaciones estratégicas para fortalecer la implementación 

del Acuerdo, con enfoque en derechos humanos y justicia climática. 

Los objetivos específicos de este estudio consisten en: 
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 Analizar la alineación del marco jurídico mexicano con los estándares del 

Acuerdo de Escazú, identificando contradicciones normativas. 

 Evaluar la eficacia de los mecanismos de transparencia, participación pública 

y acceso a la justicia ambiental en la práctica. 

 Examinar los obstáculos en la protección de personas defensoras 

ambientales y grupos en situación de vulnerabilidad. 

 Valorar el rol del Sistema Nacional de Evaluación de Derechos Humanos 

(SNEDH) en el monitoreo de los compromisos ambientales. 

 Investigar el impacto de la desfinanciación crónica en la capacidad 

institucional para implementar políticas ambientales. 

Los hallazgos subrayan que las políticas ambientales mexicanas operan en 

un vacío de efectividad, donde la retórica de la sostenibilidad choca con la realidad 

de un modelo de desarrollo extractivista. A través de este enfoque, el artículo busca 

contribuir al debate sobre la democratización ambiental en México, subrayando que 

el verdadero impacto del Acuerdo de Escazú dependerá de su capacidad para 

transformar estructuras de poder y garantizar derechos más allá del papel. Las 

conclusiones proponen una agenda orientada a la participación intercultural, la 

transparencia activa y la protección integral de defensores, pilares para una 

gobernanza que priorice la vida sobre la extracción. 

 

2. MARCO CONCEPTUAL: BASES TEÓRICAS PARA ANALIZAR EL ACUERDO 

DE ESCAZÚ EN MÉXICO 

Esta sección del marco conceptual busca establecer los conceptos clave, 

estándares del Acuerdo de Escazú y su relación con indicadores de gobernanza 

ambiental, protección de defensores y derechos de acceso, aplicables al contexto 

mexicano. 

2.1 El Acuerdo de Escazú como Paradigma Regional de Gobernanza Ambiental 

El Acuerdo de Escazú representa un instrumento pionero en la región al 

vincular derechos humanos y medio ambiente. Su objetivo principal es garantizar la 
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implementación plena y efectiva de los derechos de acceso en asuntos ambientales, 

así como fortalecer las capacidades y la cooperación, contribuyendo a la protección 

de los defensores de los derechos humanos en asuntos ambientales y al derecho 

de toda persona, de las generaciones presentes y futuras, a vivir en un ambiente 

sano y a su desarrollo sostenible (CEPAL 2022). 

Este acuerdo pone en práctica el Principio 10 de la Declaración de Río sobre 

el Medio Ambiente y el Desarrollo, reconociendo que los derechos de acceso –

información, participación y justicia– son esenciales para erradicar la pobreza, 

reducir las desigualdades y proteger el planeta (CEPAL 2022, 7). Se fundamenta en 

cinco pilares fundamentales: acceso a la información ambiental, participación 

pública en los procesos de toma de decisiones ambientales, acceso a la justicia en 

asuntos ambientales, protección de los defensores de los derechos humanos en 

asuntos ambientales, y fortalecimiento de capacidades y cooperación. 

2.2 Los Pilares Fundamentales del Acuerdo de Escazú 

El diseño del Acuerdo de Escazú se estructura en torno a cinco pilares 

interdependientes que buscan transformar las relaciones entre Estado, sociedad y 

medio ambiente: Acceso a la Información Ambiental (artículos 5 y 6); Participación 

Pública en los Procesos de Toma de Decisiones Ambientales (artículo 7); Acceso a 

la Justicia en Asuntos Ambientales (artículo 8); Protección de Personas Defensoras 

Ambientales (artículo 9); y Fortalecimiento de Capacidades y Cooperación (artículos 

10, 11 y 12) (CEPAL 2022, 17-32). 

El núcleo del Acuerdo radica en su enfoque multidimensional sobre los 

derechos de acceso: información, participación y justicia ambiental (artículos 5-8). 

Estos no operan de forma aislada, sino como un circuito virtuoso. El acceso a la 

información (artículos 5 y 6) funciona como condición necesaria para una 

participación pública informada (artículo 7), mientras que ambos sirven de base para 

exigir justicia ambiental (artículo 8) cuando se vulneran derechos. Esta 

interdependencia se manifiesta en requisitos específicos: la información debe ser 

comprensible para facilitar participación efectiva (artículo 7.5), y los mecanismos 

judiciales deben considerar insumos técnicos derivados de procesos participativos 
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(artículo 8.5) (CEPAL 2022, 17-29). Esta integralidad se potencia mediante la 

transparencia activa, que reduce asimetrías de información históricas en la región, 

y la legitimación activa amplia, que democratiza el acceso a tribunales. 

Adicionalmente el artículo 9, dedicado a los defensores ambientales, opera 

como catalizador de todo el sistema. Su inclusión responde a un contexto regional 

donde el 85% de los asesinatos de ambientalistas ocurren en América Latina y 

donde casi la mitad de las personas defensoras asesinadas eran afrodescendientes 

o indígenas. Al garantizar entornos seguros para su labor, el Acuerdo reconoce que, 

sin protección a activistas, los demás derechos de acceso se vuelven teóricos. Esta 

disposición crea un mecanismo de retroalimentación: defensores fortalecidos 

monitorean la implementación de los artículos 5-8, mientras que el acceso efectivo 

a información y justicia reduce riesgos contra su integridad (CEPAL 2023). No 

obstante, su eficacia depende de la voluntad política para combatir la criminalización 

de protestas y establecer protocolos de protección concretos, aspectos que el texto 

deja a discreción estatal. 

Los artículos 10-12 sobre cooperación y capacidades institucionales 

constituyen la columna vertebral operativa del Acuerdo. Su carácter transversal se 

evidencia en tres dimensiones: 

1. Institucional: Creación de sistemas de información interoperables (artículo 

6.6) y formación de funcionarios en transparencia ambiental. 

2. Social: Programas de educación pública para comprender y ejercer derechos 

de acceso. 

3. Regional: El centro de intercambio de información (artículo 11) como 

herramienta para armonizar estándares entre países.  

Este pilar enfrenta el desafío estructural de países con instituciones 

ambientales débiles y altos niveles de desigualdad digital. Su éxito requiere 

financiamiento sostenido y adaptación a contextos locales, particularmente en 

comunidades rurales e indígenas. 
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La interacción dinámica entre sus pilares consolida a este paradigma. Cada 

uno refuerza y es reforzado por los demás. Mediante ellos es posible concebir la 

democracia ambiental no como suma de partes, sino como ecosistema de garantías 

interdependientes y delinean una agenda de investigación y acción política urgente 

para la región. 

2.3. Contexto normativo mexicano: brechas y oportunidades 

México contaba con un marco jurídico avanzado en derechos de acceso 

antes de ratificar Escazú. Como señalan (Hernández 2020) y (Levet 2024) el artículo 

6o constitucional garantiza el derecho a la información "íntegra, clara, precisa y 

oportuna", mientras el artículo 4o reconoce el derecho a un medio ambiente sano 

(Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos - CPEUM 1917). Estas 

disposiciones se operacionalizan mediante la Ley General de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública LGTAIP (2025) que establece procedimientos para 

solicitar información pública. No obstante, como se advierte (Muñoz 2023), esta 

base normativa no se traduce automáticamente en eficacia práctica, revelando una 

brecha entre el diseño institucional y su implementación. 

La legislación mexicana evidencia contradicciones significativas con los 

estándares del Acuerdo de Escazú (Hernández 2020). En primer lugar, el artículo 

159 bis 3 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente 

(LGEEPA 1988) obliga a los solicitantes a "indicar los motivos" para acceder a 

información ambiental, lo que colisiona con el principio de máxima publicidad del 

Acuerdo (artículo 5.2), que elimina requisitos de justificación. En segundo término, 

la Ley de Transparencia establece plazos de respuesta de 20 días prorrogables 

(artículo 134) y permite cobros por reproducción de documentos (LGTAIP 2025), 

obstaculizando la celeridad y gratuidad exigidas por el tratado (artículos 5.6 y 5.4). 

Finalmente, mientras el Acuerdo promueve participación pública temprana y 

vinculante en decisiones ambientales (artículo 7), la LGEEPA (artículo 159) limita 

los procesos consultivos a etapas avanzadas de proyectos, reduciéndolos a meras 

formalidades sin incidencia real. Estas tensiones reflejan un choque entre el enfoque 

garantista de derechos humanos del Acuerdo y el formalismo administrativo 
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arraigado en la normativa mexicana, particularmente en aspectos como 

transparencia proactiva, accesibilidad económica y democratización de la toma de 

decisiones ambientales. 

Se identifican deficiencias críticas en los sistemas digitales diseñados para 

garantizar el acceso a la información ambiental en México, destacando que 

plataformas como el Sistema Nacional de Información Ambiental y de Recursos 

Naturales (SNIARN), el Sistema de Información sobre el Cambio Climático (SICC) 

y el Sistema Nacional de Información del Agua (SINA) presentan fallas estructurales 

que limitan su eficacia (Levet 2024). A pesar de su amplitud temática, estas 

herramientas carecen de accesibilidad universal, al no ofrecer formatos adaptados 

para personas con discapacidad —como versiones auditivas o interfaces 

compatibles con lectores de pantalla— ni proporcionar información en lenguas 

indígenas, excluyendo a comunidades históricamente marginadas. Además, la 

fragmentación de datos entre subsistemas (por ejemplo: las Bases de Datos 

Estadísticos del Sistema. Nacional de Información Ambiental y de Recursos 

Naturales, BADESNIARN y el Espacio Digital Geográfico, ESDIG) y la complejidad 

técnica de los contenidos —sin mecanismos de simplificación o guías 

interpretativas— dificultan su comprensión para usuarios no especializados, 

contradiciendo el principio de máxima publicidad del Acuerdo de Escazú (artículo 

5). Asimismo, se señala la ausencia de actualización oportuna en indicadores clave 

y la falta de interoperabilidad entre plataformas, lo que obstaculiza la toma de 

decisiones informadas y la participación pública efectiva. Estas limitaciones no solo 

incumplen los estándares de transparencia activa exigidos por el tratado, sino que 

perpetúan asimetrías informativas, socavando los Objetivos de Desarrollo 

Sostenible (ODS) vinculados a la gobernanza ambiental inclusiva (ODS 16) y la 

justicia climática (ODS 13). 

La postura crítica de Muñoz, al denunciar la violencia sistémica contra 

defensores ambientales y la complicidad estatal en proyectos extractivistas, subraya 

la urgencia de instrumentos como el Acuerdo de Escazú. Aunque cuestiona su 

eficacia inmediata —al evidenciar el aumento de asesinatos en México tras su 
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implementación—, reconoce que el acuerdo emerge como una respuesta necesaria 

ante la incapacidad de los Estados para garantizar derechos ya consagrados en 

marcos nacionales. Su análisis expone cómo la impunidad, el lobby empresarial y 

la priorización del "maldesarrollo" sobre la vida humana y ecológica exigen 

mecanismos regionales vinculantes que trasciendan las fronteras nacionales. Al 

destacar la paradoja de un tratado innovador pero insuficiente, no solo valida su 

existencia como un avance simbólico en la visibilización de la crisis, sino que 

justifica su necesidad como plataforma para exigir accountability transnacional y 

proteger a quienes resisten, desde las comunidades, la degradación ambiental 

(Muñoz 2023). Así, su crítica no deslegitima el Acuerdo, sino que refuerza su 

relevancia como herramienta imperfecta pero indispensable en un contexto donde 

la inacción estatal y la voracidad extractiva demandan respuestas colectivas. 

2.4. Implicaciones para la evaluación de México en el contexto del Acuerdo de 

Escazú 

La intersección entre los estándares del Acuerdo de Escazú, el contexto 

normativo mexicano y las problemáticas estructurales establecen un marco 

complejo para evaluar la situación de México. El análisis debe tomar en cuenta el 

contraste del marco jurídico avanzado con una implementación que podría ser 

deficiente. Lo que plantea exigencias para evaluar más allá del análisis legal formal 

e incorporar métricas de capacidades y resultados. 

Adicionalmente, el aumento de agresiones letales contra defensores 

ambientales expone la importancia de revisar las capacidades o incapacidades del 

Estado para garantizar entornos seguros (Camacho 2024). Esto implica que 

cualquier evaluación debe considerar no solo la existencia de protocolos de 

protección, sino su aplicación efectiva. La relación de esta violencia con el modelo 

de desarrollo subraya la necesidad de ver la perspectiva económica y de derechos 

humanos. 

Estas implicaciones delinean un enfoque multidimensional para la 

evaluación, donde los indicadores no solo miden cumplimiento normativo, sino 

también impactos tangibles en la reducción de desigualdades ambientales y la 
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protección de actores clave. La integración de indicadores cuantitativos y 

cualitativos permitirá capturar la complejidad del contexto mexicano. Ante este reto 

es importante hacer uso de una metodología robusta e integral que parta de los 

derechos humanos. 

3. Metodología 

La evaluación del Acuerdo de Escazú en México requiere un marco 

metodológico sólido que trascienda la mera descripción normativa. Esta sección 

detalla el Enfoque Basado en Derechos Humanos (EBDH) y el sistema de 

indicadores adoptados para el análisis, explicando cómo se articulan para medir 

avances, desafíos y brechas en la implementación. A partir de esta base conceptual, 

el artículo examina ocho dimensiones críticas, combinando métricas cuantitativas 

con análisis cualitativos para ofrecer una visión integral de los logros y pendientes 

del Acuerdo en el país. 

3.1 El Enfoque Basado en Derechos Humanos 

La presente investigación adopta el Enfoque Basado en Derechos humanos 

(EBDH) como marco conceptual y metodológico fundamental para el análisis del 

sistema de indicadores del Acuerdo de Escazú. Este enfoque se define como un 

"marco conceptual para el proceso de desarrollo humano que desde el punto de 

vista normativo está basado en las normas internacionales de derechos humanos y 

desde el punto de vista operacional está orientado a la promoción y la protección de 

los derechos humanos" (ACNUDH 2006, 15). Lo que busca es apoyar en el análisis 

de desigualdades y las prácticas discriminatorias, las cuales toma como obstáculos 

fundamentales para el progreso en los derechos humanos. 

Esta metodología permite identificar, tanto a los titulares de derechos, con 

especial atención a las personas y grupos en situación de vulnerabilidad que buscan 

ejercer sus derechos de acceso a la información, la participación y la justicia en 

asuntos ambientales) como a los derechos específicos, en este caso lo establecido 

por el Acuerdo de Escazú. Adicionalmente y de manera simultánea, identifica a los 

titulares de deberes (los Estados partes) y las obligaciones que les incumben para 
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garantizar el respeto, la protección y el cumplimiento de estos derechos (ACNUDH 

2006). 

Por ello, este enfoque es fundamental para diseñar indicadores robustos y 

significativos, ya que garantiza que la realización de los derechos humanos sea el 

eje central que orienta su formulación. Al incorporar este enfoque, los indicadores 

no solo miden resultados cuantitativos, sino que también integran dimensiones 

cualitativas que reflejan si los procesos para alcanzar dichos resultados respetan 

los principios y normas de derechos humanos. Estos principios —como la 

universalidad, la indivisibilidad, la igualdad y no discriminación, y la participación 

inclusiva (ACNUDH 2006) —97sirven como pilares para definir indicadores que 

evalúen no solo el "qué" sino también el "cómo" de la implementación del acuerdo. 

Al aplicar el EBDH en la formulación de indicadores para instrumentos como 

el Acuerdo de Escazú, se prioriza la creación de métricas que fortalezcan la 

exigibilidad de los derechos por parte de los titulares (como la sociedad civil) y la 

claridad en las obligaciones de los garantes (como los Estados). Este enfoque evita 

indicadores superficiales y fomenta aquellos que revelen brechas estructurales o 

desigualdades sistémicas en el acceso a derechos. Por ejemplo, un indicador 

formulado bajo el EBDH no solo registraría el número de consultas ambientales 

realizadas, sino también si estas fueron accesibles, transparentes y representativas 

para grupos históricamente marginados. Así, la formulación de indicadores se 

convierte en una herramienta para diagnosticar causas profundas y orientar 

soluciones transformadoras, en línea con los objetivos de justicia y equidad. 

3.2 La propuesta de indicadores del acuerdo de Escazú y su implementación 

En el año 2020 el Programa Universitario de Derechos Humanos de la 

Universidad Nacional Autónoma de México (PUDH-UNAM) con el apoyo de la 

oficina en México del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 

Humanos (ACNUDH) desarrollaron una propuesta para un sistema de indicadores 

de seguimiento para el acuerdo de Escazú. Su metodología retoma el proceso 

conceptual utilizado en la definición de indicadores de derechos humanos por 

autoridades internacionales del Sistema Universal (Organización de las Naciones 



AÑO 1, NÚM. 1, ENERO – JUNIO 2026   REVISTA UNIVERSITARIA DE DERECHOS HUMANOS 

 

 

68 

Unidas-ONU 2012) y del Sistema Interamericano de Derechos Humanos 

(Organización de Estados Americanos-OEA 2015). A partir de ello busca ser 

coherente con otros sistemas de indicadores, como los establecidos para los 

Objetivos de Desarrollo Sostenible y los de monitoreo para el Protocolo de San 

Salvador. 

La Metodología del Sistema de Indicadores tiene como objetivo contribuir con 

evidencia objetiva a la revisión de políticas y estrategias para el cumplimiento y 

seguimiento del Acuerdo, basándose en las obligaciones centrales del Acuerdo de 

Escazú. Este sistema observa un conjunto de medidas cualitativas y cuantitativas 

estratégicas, aceptadas a nivel internacional y de fácil comprensión pública, 

adoptando un esquema conceptual que permite valorar el avance en los 

componentes centrales del Acuerdo. Dicho esquema considera las bases 

estructurales, los procesos y los eventuales impactos en resultados, tanto a nivel 

nacional como, potencialmente, regional. Además, recupera la estructura matricial 

de indicadores establecida para el Protocolo de San Salvador, la cual permite revisar 

explícitamente las capacidades institucionales requeridas y los principios 

transversales de derechos humanos que son centrales para el Acuerdo (PUDH-

UNAM y ACNUDH-México 2021). 

Para lograr este objetivo, se evalúan los avances en un esquema de tres 

dimensiones, que corresponden a tres tipos de indicadores: estructurales, de 

procesos y de resultados: 

 Los indicadores estructurales (35%) miden las bases primarias necesarias 

para el cumplimiento de los compromisos, incluyendo la armonización 

legislativa, normativa e institucional. 

 Los indicadores de proceso (30%) valoran el avance en la implementación, 

como políticas públicas, programas y coberturas de atención. 

 Los indicadores de resultados (35%) buscan valorar el cumplimiento efectivo 

de los compromisos, considerando el impacto real de las acciones públicas 

en las personas. 



REVISTA UNIVERSITARIA DE DERECHOS HUMANOS   AÑO 1, NÚM. 1, ENERO – JUNIO 2026 

 

69 

Adicionalmente, integra los pilares del acuerdo con las categorías 

conceptuales y principios transversales de la metodología del Sistema 

Interamericano de Derechos Humanos de la siguiente manera (PUDH-UNAM y 

ACNUDH-México 2021), a saber: 

 Asimilación (recepción) del Acuerdo. Identifica elementos centrales que cada 

país debe tener para su implementación, incluyendo bases legales sobre el 

derecho a un medio ambiente sano y políticas públicas generales. Se 

propusieron 12 indicadores para esta categoría. 

 Capacidades institucionales requeridas para la implementación. Valora el 

compromiso presupuestal y las estructuras institucionales necesarias, 

considerando aspectos normativos, órganos, instrumentos y programas. Se 

proponen 13 indicadores para esta categoría. 

 Principio transversal sobre igualdad y no discriminación. Enfatiza el 

reconocimiento y protección de los derechos medioambientales para grupos 

étnicos y la medición de la discriminación. Se proponen 8 indicadores para 

este principio. Este principio está explícitamente incorporado en el artículo 

3.a del Acuerdo. 

 Principios de acceso a la información y participación. Mide los aspectos 

torales de los artículos 5, 6 y 7 del Acuerdo. Se incluyen 12 indicadores para 

estos principios. 

 Principio de acceso a la justicia y la protección de personas defensoras de 

los derechos humanos en asuntos ambientales. Incorpora la existencia de 

normas, recursos y mecanismos jurídicos, así como el registro de casos 

específicos y denuncias. Se proponen 15 indicadores para este principio, 

relacionados con los artículos 8 y 9 del Acuerdo. 

Además de estos fundamentos, la propuesta se alinea con diversos 

instrumentos y documentos internacionales y regionales de derechos humanos y 

ambientales, como se evidencia en la lista de referencias bibliográficas, que incluye 

convenciones de la Organización Internacional del Trabajo, observaciones 

generales de comités, informes de relatores especiales y resoluciones de la ONU, 



AÑO 1, NÚM. 1, ENERO – JUNIO 2026   REVISTA UNIVERSITARIA DE DERECHOS HUMANOS 

 

 

70 

y documentos de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) 

y del Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA). 

3.3 Implementación en el SNEDH 

Esta propuesta fue retomada e implementada por el PUDH-UNAM, en 

colaboración con la Secretaría de Gobernación (SEGOB), incorporándose al 

Sistema Nacional de Evaluación de los Derechos Humanos (SNEDH). Este sistema 

se apoya en una plataforma que integra indicadores de progreso en materia de 

derechos humanos, permite evaluar el cumplimiento de los compromisos 

internacionales adquiridos por el Estado mexicano (SNEDH 2023). En este marco, 

los indicadores del Acuerdo de Escazú fueron adaptados para medir los niveles de 

goce y ejercicio de los derechos humanos correspondientes las obligaciones 

derivadas del tratado. Para ello la información requerida para su monitoreo fue 

solicitada a los entes públicos federales responsables de cada indicador, tanto 

cualitativo como cuantitativo (SNEDH 2023). 

La incorporación de este sistema de indicadores al SNEDH representa un 

paso fundamental en la institucionalización del seguimiento al Acuerdo de Escazú, 

estableciendo un mecanismo permanente de recopilación y sistematización de 

datos oficiales. Esta integración permite articular los indicadores ambientales con el 

marco más amplio de derechos humanos que monitorea el sistema, creando 

sinergias metodológicas y aprovechando la infraestructura ya existente. La 

plataforma del SNEDH funciona como un repositorio centralizado donde convergen 

los reportes de las instituciones responsables, facilitando no solo el acceso público 

a la información sino también la consistencia en los criterios de medición. Este 

esquema de implementación, desarrollado conjuntamente por el PUDH y SEGOB, 

refleja un modelo de colaboración interinstitucional que podría extenderse a otros 

instrumentos internacionales en materia ambiental. 

3.4. Aplicación de la metodología en el análisis del Acuerdo de Escazú 

El presente artículo aplica la metodología descrita — que se sustenta en el 

EBDH y el sistema de indicadores del Acuerdo de Escazú— para evaluar su 
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implementación en México. Este análisis se estructura en ocho dimensiones clave, 

cada una correspondiente a un aspecto específico del Acuerdo: 

I. Bases estructurales normativas. Evaluación del marco legal e institucional 

para garantizar los derechos de acceso. 

II. Procesos de atención. Análisis de políticas públicas, programas y 

mecanismos operativos. 

III. Resultados sobre el acceso efectivo. Medición del impacto en la población, 

con énfasis en grupos vulnerables. 

IV. Derechos de acceso a la información. Transparencia y disponibilidad de 

datos ambientales. 

V. Participación pública. Calidad y alcance de los procesos consultivos. 

VI. Acceso a la justicia ambiental. Mecanismos de reparación y defensa frente a 

violaciones. 

VII. Protección de personas defensoras ambientales. Implementación de 

garantías contra amenazas y criminalización. 

VIII. Fortalecimiento de capacidades y cooperación. Estrategias para mejorar la 

gobernanza ambiental. 

Cada dimensión se examina mediante los tres tipos de indicadores 

propuestos (estructurales, de proceso y de resultados), lo que permite identificar no 

solo avances normativos, sino también brechas en la implementación y desafíos 

persistentes. Por ejemplo, mientras los indicadores estructurales pueden mostrar 

una legislación alineada con Escazú, los de resultados revelan si las comunidades 

acceden realmente a información o justicia. 

Además, el análisis incorpora los principios transversales del Acuerdo 

(igualdad, no discriminación y participación inclusiva), contrastando datos 

cuantitativos —como tasas de respuesta a solicitudes de información— con 

evidencia cualitativa —como testimonios de defensores ambientales—. Esta 

aproximación mixta evita reduccionismos y destaca las contradicciones entre el 

marco formal y la realidad, tal como se expone en los capítulos sobre gobernanza 

ambiental y conflictos socioambientales. 
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4. LA SITUACIÓN EN MÉXICO EN EL MARCO DEL ACUERDO DE ESCAZÚ 

La implementación del Acuerdo de Escazú en México se enfrenta a una compleja 

realidad caracterizada por la coexistencia de un marco normativo avanzado y una 

aplicación práctica deficiente. Esta sección analiza las contradicciones inherentes 

al sistema de gobernanza ambiental mexicano, explorando desde las brechas entre 

legislación y realidad operativa hasta los desafíos en la protección de defensores 

ambientales y el acceso efectivo a la información y justicia. A través de un examen 

detallado de políticas públicas, mecanismos institucionales y casos emblemáticos, 

se evidencian los obstáculos estructurales que limitan el cumplimiento pleno de los 

compromisos adquiridos bajo el Acuerdo, destacando la necesidad de 

transformaciones profundas más allá de los avances formales. 

4.1 Estructura sólida, realidad frágil: la paradoja normativo-ambiental 

México ha construido un marco legal en materia ambiental que, en teoría, 

podría situarlo como un referente regional. La Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos garantiza en su artículo 4o el derecho a un medio ambiente sano, 

y  responsabiliza al Estado y a los particulares por los daños ecológicos (SNEDH 

2023, sec. ZaE01). Este compromiso se reforzó en 1988 con la Ley General del 

Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente (LGEEPA) que establece principios 

como el desarrollo sustentable, la prevención de la contaminación y la participación 

ciudadana (SNEDH 2023, sec. ZaE02). Sin embargo, estas normas —alabadas por 

su alineación con estándares internacionales— chocan con una realidad donde la 

degradación ambiental avanza de forma alarmante. Esta contradicción no es un 

simple desfase, sino el reflejo de un sistema que prioriza el crecimiento económico 

sobre la sostenibilidad, y donde la implementación de las leyes queda supeditada a 

intereses políticos y corporativos. 

El consumo material per cápita, por ejemplo, se triplicó entre 2003 y 2020, 

pasando de 91 a 267 toneladas por persona (Gráfico 1). Este dato, extraído de las 

Cuentas Económicas y Ecológicas (Instituto Nacional de Estadística y Geografía -

INEGI 2024) revela una economía basada en la extracción intensiva de recursos, 

lejos de los principios de sustentabilidad promovidos por la LGEEPA. Estas cifras 
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no solo exponen la ineficacia de las políticas de prevención, sino también la 

permisividad hacia industrias como la minera o la energética, cuyas operaciones 

suelen anteponer ganancias a costos ambientales. 

 

Gráfico 1: Consumo material interno per cápita (toneladas per cápita) (SNEDH 

2023, sec. ZaR04a). 

La vulnerabilidad climática agrava este escenario. México enfrenta riesgos 

crecientes por inundaciones y deslaves, fenómenos que en 2017 afectaron a 16,051 

personas por cada 100,000 habitantes (Gráfico 2). Si bien la Ley General de 

Protección Civil incluye la elaboración de mapas de riesgo ambiental (SNEDH 2023, 

sec. ZcE03d), la falta de planificación territorial y la urbanización descontrolada en 

zonas de alto riesgo —como laderas inestables o cuencas hidrográficas— 

demuestran que las políticas son reactivas, no preventivas. 
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Gráfico 2: Número de personas muertas, desaparecidas y afectadas directamente 

atribuido a desastres por cada 100 000 habitantes (SNEDH 2023, sec. ZaR05). 

¿Cómo explicar esta brecha entre normas ejemplares y resultados 

deficientes? Para ello, es crucial analizar la tendencia de desfinanciamiento 

ambiental reflejada en los datos. En el Gráfico 3 se puede apreciar que entre 2010 

y 2015, el presupuesto del Ramo 16 destinado a entidades ambientales, osciló entre 

el 1.4% y 1.48% del total federal, niveles ya modestos para atender retos complejos 

como el cambio climático o la pérdida de biodiversidad. Sin embargo, a partir de 

2016 se observa un desplome abrupto: para 2021, la asignación se redujo a apenas 

0.498%, menos de un tercio del promedio previo. Esta caída del 65% en seis años 

sugiere una drástica priorización de otros sectores, limitando la capacidad operativa 

de instituciones como la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales 

(SEMARNAT) o la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (PROFEPA). 

Aun con marcos legales sólidos, la implementación efectiva de políticas ambientales 

requiere inversión en vigilancia, tecnología, personal especializado y proyectos de 

restauración, elementos críticos que se ven comprometidos ante recortes 

sostenidos. Este subejercicio financiero, sumado a posibles ineficiencias en la 
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gestión de los recursos remanentes, ayuda a entender por qué las metas 

ambientales enfrentan obstáculos sistémicos para materializarse. 

 

Gráfico 3: Porcentaje del presupuesto federal asignado a Medio Ambiente y 

Recursos Naturales y a entidades para la protección del medio ambiente (Ramo 16). 

(SNEDH 2023, sec. ZfP01). 

En este contexto, el Acuerdo de Escazú surge, no como una opción, sino 

como una herramienta necesaria para traducir el marco legal en acción concreta. 

Sus pilares —acceso a información, participación pública y justicia ambiental— 

podrían abordar las raíces del problema: la opacidad en la toma de decisiones, la 

exclusión de las comunidades y la falta de mecanismos efectivos de rendición de 

cuentas. Sin embargo, su adopción plena requerirá vencer resistencias de sectores 

que hoy operan en la opacidad, y demostrar que la justicia ambiental no es un 

obstáculo para el desarrollo, sino su condición indispensable. 

4.2 Políticas ambiguas y desconexión ciudadana 

México no solo ha establecido un marco normativo sólido en materia 

ambiental, sino que también ha desarrollado instrumentos de política pública y 

sistemas de monitoreo aparentemente robustos. El Programa Sectorial de Medio 
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Ambiente y Recursos Naturales (PROMARNAT) 2020-2024 y el Sistema Nacional 

de Indicadores Ambientales (SNIA) son ejemplos de ello. Sin embargo, un análisis 

profundo revela que estas herramientas operan en un vacío de efectividad, donde 

la retórica de la sostenibilidad choca con la realidad de una implementación 

fragmentada y una participación ciudadana relegada a formalismos. 

El PROMARNAT, por ejemplo, se enmarca en cinco objetivos prioritarios que 

abarcan desde la conservación de ecosistemas hasta la gobernanza ambiental. 

Entre sus metas destacan la reducción de la contaminación y el fomento de la 

resiliencia climática (SNEDH 2023, sec. ZaP01). No obstante, los datos cuantitativos 

desmienten su eficacia. Mientras el programa promueve "un entorno libre de 

contaminación", la generación de residuos peligrosos —impulsada por sectores 

como el energético y el manufacturero— creció un más del 100% entre 2009 y 2021, 

alcanzando 4.19 millones de toneladas (Gráfico 4). Esta divergencia sugiere que las 

políticas carecen de mecanismos coercitivos para regular a los actores económicos, 

o bien, que su diseño ignora las dinámicas extractivas profundamente arraigadas 

en el modelo de desarrollo nacional. 

 

Gráfico 4: Generación de residuos peligrosos por empresas (Toneladas) (SNEDH 

2023, sec. ZaR07b). 



REVISTA UNIVERSITARIA DE DERECHOS HUMANOS   AÑO 1, NÚM. 1, ENERO – JUNIO 2026 

 

77 

El SNIA, por su parte, opera como un sistema técnicamente sofisticado que 

recopila datos ambientales clave, desde la calidad del aire hasta el estado de los 

acuíferos («SNEDH» 2023, sec. ZaP02). Sin embargo, su existencia no se traduce 

en acciones concretas. Un caso emblemático es el acceso al agua gestionada de 

manera segura, que se estancó en torno al 64% entre 2014 y 2020 (Gráfico 5), a 

pesar de que el SNIA ha documentado durante años el grado de presión sobre los 

recursos hídricos. Esto apunta a un problema estructural: la información generada 

por el sistema no permea en la toma de decisiones ni se utiliza para reorientar 

presupuestos o políticas. En otras palabras, el SNIA funciona como un termómetro 

que diagnostica la fiebre, pero no como un tratamiento que la cure. 

 

Gráfico 5: Proporción de la población que dispone de servicios de suministro de 

agua potable gestionados de manera segura (Porcentaje) (SNEDH 2023, sec. 

ZaR03) 

La participación ciudadana, otro pilar teórico de las políticas ambientales, 

enfrenta un destino similar. Aunque la LGEEPA y el PROMARNAT mencionan la 

"corresponsabilidad social" y la "participación significativa", en la práctica, estas 

consignas se diluyen en consultas públicas descontextualizadas o en audiencias sin 
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poder vinculante (SNEDH 2023, sec. ZaP01). Comunidades afectadas por 

megaproyectos —como los vinculados a la minería o a la generación de residuos 

peligrosos— denuncian sistemáticamente la falta de acceso a información oportuna 

y la exclusión de procesos deliberativos (ACNUDH 2022). Este divorcio entre la 

participación formal y la real no solo socava la legitimidad de las políticas, sino que 

alimenta conflictos socioambientales. 

¿Qué explica esta desconexión? Tres factores emergen con claridad. 

Primero, la asimetría de poder: mientras las corporaciones tienen recursos para 

influir en la agenda política, las comunidades carecen de herramientas para exigir 

transparencia. Segundo, la fragmentación institucional: las secretarías y agencias 

ambientales operan de forma aislada, sin coordinación para alinear metas o 

presupuestos. Tercero, la cultura del cortoplacismo: los ciclos políticos de seis años 

priorizan obras visibles sobre estrategias de largo plazo, como la restauración de 

ecosistemas o la transición energética. 

El Acuerdo de Escazú, en este escenario, no es un mero complemento, sino 

un antídoto contra la ambigüedad. Al garantizar el acceso a la información ambiental 

en formatos accesibles y oportunos, podría empoderar a las comunidades para 

desafiar proyectos nocivos. Al establecer estándares claros para la participación 

pública, transformaría consultas simbólicas en espacios de “cocreación” de 

políticas. Y al fortalecer el acceso a la justicia, brindaría a las víctimas de daños 

ambientales —como las 16,051 personas afectadas por desastres en 2017 (Gráfico 

2)— una vía para exigir reparaciones. Sin embargo, su implementación enfrenta 

resistencias: desde la desconfianza de sectores empresariales hasta la inercia de 

una burocracia acostumbrada a operar en la opacidad. 

4.3 Entre lo formal y lo real en la Gobernanza Ambiental 

México ha erigido un andamiaje institucional que, en papel, parece diseñado 

para enfrentar los retos ambientales del siglo XXI. Desde sistemas de información 

hasta marcos normativos detallados, el país cuenta con herramientas que, en teoría, 

deberían garantizar la protección de sus ecosistemas y la participación ciudadana. 

Sin embargo, esta arquitectura legal y técnica choca con una realidad donde la 
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implementación se diluye entre burocracias estancadas, presupuestos insuficientes 

y una desconexión crónica entre las políticas y las comunidades que pretenden 

proteger. Esta tensión no es un accidente, sino el síntoma de un sistema que prioriza 

la creación de estructuras sobre su operatividad real, y donde la rendición de 

cuentas brilla por su ausencia. 

El Sistema Informático de Sitios Contaminados (SISCO), lanzado como una 

herramienta clave para mapear daños ambientales (SNEDH 2023, sec. ZcE01), 

ejemplifica la brecha entre avances normativos y realidades operativas. Aunque su 

creación respondió a la necesidad de gestionar emergencias y pasivos ambientales 

—como los derivados de la minería o hidrocarburos—, el sistema no ha sido 

actualizado en años, convirtiéndose en un repositorio obsoleto que subestima la 

magnitud actual de la crisis. Este estancamiento es otro reflejo de la desfinanciación 

sistémica, limitando la capacidad de SEMARNAT para mantener plataformas 

críticas, contratar personal especializado o integrar datos del Geoportal de Sitios 

Contaminados, actualizado solo dos veces al año. Sin recursos para caracterizar 

nuevos sitios, validar remediaciones o monitorear contaminantes complejos —como 

los que requieren evaluaciones de riesgo—, incluso las iniciativas mejor diseñadas 

se vuelven "cascarones vacíos", incapaces de responder a emergencias no 

reportadas por la debilidad de PROFEPA. 

En el ámbito normativo, la LGEEPA establece mecanismos ambiciosos, 

desde auditorías ambientales hasta evaluaciones de impacto vinculantes (SNEDH 

2023, sec. ZcP01d). No obstante, los datos desmienten su eficacia: entre 2013 y 

2021, el número de proyectos sometidos a evaluación de impacto ambiental (Gráfico 

6) cayó un 46%, pasando de 809 a 439 anuales. Esta reducción probablemente no 

refleja un descenso en la actividad industrial, sino una combinación de recortes 

presupuestarios, opacidad en la selección de proyectos y presión de sectores como 

el energético para acelerar trámites. Casos como el del Tren Maya, donde se 

fragmentaron evaluaciones para evitar escrutinios integrales, ejemplifican cómo las 

normas se adaptan para servir intereses particulares, no públicos (Reyes 2022). 
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Gráfico 6: Proyectos ingresados bajo el procedimiento de evaluación de impacto 

ambiental (SNEDH 2023, sec. ZcR04) 

En este contexto, el Acuerdo de Escazú emerge no como una solución 

mágica, sino como un marco para renegociar el contrato entre Estado y sociedad. 

Su énfasis en el acceso a la información actualizada podría revivir herramientas 

como el SISCO, obligando a publicar datos en tiempo real sobre contaminación o 

permisos ambientales. Sus estándares de participación significativa exigirían 

replantear consultas: en lugar de talleres formales, se necesitan procesos 

interculturales que respeten lenguas y saberes locales, especialmente en proyectos 

que afectan tierras indígenas. Finalmente, su componente de justicia ambiental 

podría cerrar la brecha entre la letra de la LGEEPA y su aplicación, permitiendo que 

comunidades demanden reparaciones cuando fallan los controles estatales. 

4.4 La consulta previa entre el marco normativo y los desafíos en su 

implementación 

La consulta previa, libre e informada a pueblos indígenas, establecida en el 

Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), es un derecho 

fundamental para garantizar la participación de las comunidades en decisiones que 

afectan sus territorios y recursos. En México, este derecho se ha traducido en un 
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entramado normativo sólido, aunque su aplicación práctica enfrenta retos 

significativos. El artículo 2o de la Constitución (CPEUM 1917) reconoce la libre 

determinación de los pueblos indígenas y obliga al Estado a consultarlos en la 

elaboración de planes de desarrollo, mientras que la Ley del Instituto Nacional de 

los Pueblos Indígenas – INPI (2018) designa a esta institución como responsable 

técnica de los procesos de consulta (SNEDH 2023, sec. ZdE01, ZdE02). 

Acompañan estas bases leyes sectoriales como la Ley General del Equilibrio 

Ecológico y la Protección al Ambiente (LGEEPA 1988) y la Ley General de 

Desarrollo Forestal Sustentable (2018) que exigen consultas previas en proyectos 

con impacto ambiental (artículos 61 y 93). 

A nivel operativo, el INPI ha impulsado protocolos y programas para 

estandarizar las consultas. El Protocolo para la Implementación de Consultas 

detalla metodologías culturalmente adecuadas, mientras el Programa Nacional de 

los Pueblos Indígenas 2018-2024 en su Objetivo 9, prioriza el consentimiento libre 

e informado. Además, se han implementado cursos de capacitación dirigidos a 

servidores públicos, líderes indígenas y defensores. Entre 2021 y 2023, el INPI, en 

colaboración con instituciones como la UNAM y FLACSO, formó a más de 500 

personas en derechos indígenas y perspectiva de género, incluyendo el Diplomado 

en Políticas Públicas con Enfoque de Derechos Humanos. El Consejo de la 

Judicatura Federal también capacitó a 200 jueces en 2023 para resolver casos con 

enfoque intercultural (SNEDH  2023, sec. ZdP01). Estos esfuerzos reflejan un 

intento por alinear la práctica institucional con el Convenio 169, que exige consultas 

mediante procedimientos apropiados. 

Si bien los casos de consulta previa aumentaron de 5 a 79, es decir un 

1,480%, entre 2011 y 2021 (Gráfico 7), este incremento progresivo no 

necesariamente refleja un avance en la garantía de derechos indígenas, sino 

posiblemente una instrumentalización formal del procedimiento (Guevara 2021). La 

disparidad entre el pico de 78 consultas en 2019 y las críticas a su carácter no 

previo, coercitivo y centralista sugiere que el aumento responde a una estrategia de 

simulación legal ante presiones de megaproyectos (reformas energéticas o 



AÑO 1, NÚM. 1, ENERO – JUNIO 2026   REVISTA UNIVERSITARIA DE DERECHOS HUMANOS 

 

 

82 

infraestructura), más que a un compromiso con la autodeterminación. Esto se 

corrobora con el caso de Guerrero, donde, pese a incluirse consultas en el total 

nacional (2019-2021), se ignoró el derecho consuetudinario y se excluyó a pueblos 

con interés legítimo, evidenciando que la métrica cuantitativa opaca violaciones 

sistémicas: consultas realizadas a posteriori, sin información culturalmente 

accesible y en contextos de represión, lo que desnaturaliza su propósito original y 

perpetúa el despojo extractivo (Guevara 2021). 

 

Gráfico 7: Número de casos que utilizaron la consulta previa del Convenio 169 de 

la OIT (SNEDH 2023, sec. ZdR01). 

A estos desafíos se suma la percepción de discriminación. El gráfico 8 que 

muestra un 20.18% de la población adulta que declaró discriminación o acoso por 

motivos prohibidos (2017), expone una barrera sistémica para garantizar los 

derechos ambientales y de participación establecidos en el Acuerdo de Escazú. 

Este tratado, al enfatizar la protección de grupos vulnerables (artículo 9), obliga a 

los Estados a eliminar prácticas discriminatorias que obstaculizan el acceso a la 

información, la participación pública y la justicia ambiental. La desagregación del 

dato —con porcentajes significativos en motivos como lugar de residencia (3.96%) 
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y estatus socioeconómico (3.58%)— revela que poblaciones rurales, indígenas o en 

situación de pobreza, frecuentemente afectadas por conflictos ambientales, 

enfrentan exclusiones que limitan su capacidad para intervenir en decisiones sobre 

proyectos en sus territorios. Además, la categoría “otros motivos” (12.27%), la más 

alta, sugiere la presencia de dinámicas de discriminación interseccional no 

tipificadas, pero igualmente lesivas, que refuerzan asimetrías de poder en procesos 

de consulta. 

 

Gráfico 8: Proporción de la población que declara haberse sentido personalmente 

discriminada o acosada en los últimos 12 meses por motivos de discriminación 

prohibidos por el derecho internacional de los derechos humanos (SNEDH 2023, 

sec. ZdR02). 
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México ha sentado bases normativas avanzadas para la consulta previa, pero 

su efectividad requiere superar asimetrías geográficas, lingüísticas y culturales. El 

reto no es solo cumplir con el Convenio 169 o el Acuerdo de Escazú, sino 

transformar las estructuras de poder que históricamente han marginalizado a los 

pueblos indígenas. Solo así la consulta previa será un instrumento de justicia, no de 

simulación. 

4.5 Retos en el acceso a la Información ambiental en México 

El acceso a la información pública, particularmente en materia ambiental, 

constituye un pilar fundamental para la participación ciudadana y la rendición de 

cuentas, principios centrales del Acuerdo de Escazú. En México, este derecho está 

regulado por la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

(LGTAIP) donde se establecen plazos específicos para la entrega de información 

(SNEDH 2023, sec. ZiP04). Según el artículo132 de la LGTAIP, los sujetos obligados 

deben responder a las solicitudes en un plazo máximo de 5 días, si la información 

ya está disponible públicamente, y la notificación de la respuesta no podrá exceder 

de 20 días de acuerdo con el artículo 134. Este marco legal refleja un esfuerzo por 

alinearse con los estándares internacionales, como el artículo 5 del Acuerdo de 

Escazú, que enfatiza la necesidad de procedimientos ágiles y accesibles. Sin 

embargo, la eficacia de estas disposiciones debe evaluarse a la luz de su 

implementación práctica y los datos cuantitativos disponibles. 

Los datos del indicador ZiP05a revelan un incremento significativo en el 

número de solicitudes de información ambiental entre 2021 y 2022 (Tabla 1). Por 

ejemplo, la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (SEMARNAT) 

registró un aumento del 328% en solicitudes (de 1,169 a 5,005), mientras que la 

Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (PROFEPA) experimentó un 

crecimiento del 331% (de 175 a 754). Este fenómeno podría asociarse a una mayor 

conciencia ciudadana sobre problemáticas ambientales, impulsada por crisis como 

la contaminación en la Megalópolis o conflictos relacionados con megaproyectos. 

No obstante, el incremento también expone desafíos en la capacidad institucional 

para atender la demanda, especialmente en entidades como la Comisión Nacional 
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del Agua (CONAGUA), que pasó de 4 solicitudes en 2021 a 0 en 2022, lo que 

sugiere posibles inconsistencias en la clasificación o reporte de datos. 

 

Tabla 1: Solicitudes de información ambiental por institución (2021 vs. 2022) 

(SNEDH 2023, sec. ZiP05a). 

Sin embargo, hay una disparidad crítica entre el volumen de solicitudes 

ambientales presentadas y su atención efectiva. Mientras que en 2022 se 

registraron 6,416 solicitudes de información ambiental, únicamente 139 recibieron 

algún tipo de respuesta (Tabla 2), lo que representa apenas 2.17% del total. Este 

contraste evidencia una desconexión alarmante entre la demanda ciudadana y la 

capacidad institucional para garantizar el derecho a la información. Dentro de las 

respuestas proporcionadas, en 2022 predominó la “entrega de información en 

medio electrónico” (79 casos, equivalente al 56.8% de las atendidas), cifra que 

supera significativamente los 13 casos registrados en 2021. No obstante, esta 

aparente mejora operativa se diluye ante el aumento de respuestas que reflejan 

opacidad: las declaratorias de “inexistencia de la información” se triplicaron (de 13 

a 35 casos) y las negativas por reserva o confidencialidad se multiplicaron por diez 

(de 1 a 10). Estas tendencias no solo cuestionan la disponibilidad real de datos 

Sujeto obligado 2021 2022

Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente 

del Sector Hidrocarburos (ASEA)
38 147

ASEA-Fideicomiso Público de Administración y Pago 3 1

Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas (CONANP) 50 157

Comisión Nacional del Agua (CONAGUA) 4 0

Comisión Nacional Forestal (CONAFOR) 26 69

CONAGUA-Fideicomiso irrevocable de administración y fuente de pago No. 

1928.- para apoyar el proyecto de saneamiento del Valle de México
0 1

CONANP-Fideicomiso de administración inversión y pago número 013 ANP 

Valle de Bravo
0 4

Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático (INECC) 2 8

Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (PROFEPA) 175 754

Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (SEMARNAT) 1,169 5,005

SEMARNAT-Fideicomiso para apoyar los programas proyectos y acciones 

ambientales de la megalópolis
38 70

SEMARNAT-Fondo para el cambio climático 41 89

SEMARNAT-Fondo para la biodiversidad 38 111

SEMARNAT-Mandato para remediación ambiental 19 0
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ambientales en poder del Estado, sino que también sugieren un uso estratégico de 

figuras legales para eludir obligaciones de transparencia, violando el principio de 

máxima publicidad consagrado en la LGTAIP y el Acuerdo de Escazú. 

Adicionalmente, la desaparición total de respuestas que orienten a fuentes públicas 

disponibles (de 2 casos en 2021 a 0 en 2022) revela un incumplimiento sistémico 

de los plazos de 5 días establecidos en los artículos 130 y 132, así como una falta 

de coordinación entre los mecanismos de transparencia proactiva y reactiva. La 

magnitud de esta brecha —con miles de solicitudes sin respuesta— plantea serias 

dudas sobre el compromiso real de las instituciones para implementar los 

estándares de acceso a la información ambiental exigidos por Escazú. 

 

Tabla 2: Número de solicitudes de información pública sobre cuestiones 

medioambientales realizadas por la ciudadanía y atendidas por las dependencias 

gubernamentales (SNEDH 2023, sec. ZiP05b). 

Si bien México cuenta con un marco normativo robusto en teoría, persisten 

brechas entre la ley y su aplicación. La ampliación de plazos (hasta 30 días) podría 

generar retrasos que afecten la toma de decisiones en contextos ambientales 

urgentes, contradiciendo el espíritu del Acuerdo de Escazú. Asimismo, la disparidad 

en el volumen de solicitudes entre instituciones sugiere desigualdades en la 

capacitación de los sujetos obligados o en la difusión de sus competencias. 

4.6 Protección legal y mecanismos de reparación ambiental en méxico: 

avances bajo el Acuerdo de Escazú 

México ha construido un marco normativo robusto para garantizar el acceso 

a la justicia ambiental, alineándose parcialmente con los estándares del Acuerdo de 
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Escazú. La Constitución Política establece bases como el juicio de amparo y la 

regulación de recursos naturales, mientras que la LGEEPA y la Ley Federal de 

Responsabilidad Ambiental detallan mecanismos para impugnar decisiones dañinas 

y exigir reparaciones. Por ejemplo, el Artículo 180 de la LGEEPA otorga 

competencia al Tribunal Federal de Justicia Administrativa para resolver conflictos 

ambientales, respaldado por una Sala Especializada en Materia Ambiental con 

jurisdicción nacional (SNEDH 2023, sec. ZjE05). Estas estructuras reflejan el 

compromiso del Estado con el artículo 8 del Acuerdo de Escazú, que exige garantías 

procesales efectivas. 

No obstante, la operatividad de estos mecanismos depende de procesos 

judiciales claros. La Suprema Corte de Justicia de la Nación - SCJN (2020b) ha 

emitido jurisprudencia clave, como la tesis 2022279, que vincula impuestos 

ecológicos con el principio "quien contamina paga", y la tesis 2018636 (2018 b), que 

define el núcleo esencial del derecho a un medio ambiente sano (SNEDH 2023, sec. 

ZjP03). Estas resoluciones, junto con la capacitación a más de 279 funcionarios en 

derechos ambientales entre 2021 y 2023 (SNEDH 2023, sec. ZjP02), buscan 

homogenizar criterios en casos complejos, como los relacionados con 

megaproyectos extractivos. 

Adicionalmente, el progreso en las acciones de amparo con relación al medio 

ambiente sano revela una contradicción alarmante entre el marco jurídico y su 

aplicabilidad real. Según datos del Observatorio de Conflictos Socioambientales de 

la Universidad Iberoamericana (Camacho 2024), entre 2017 y 2021 se 

documentaron 389 conflictos socioambientales en México, a los que se suman 200 

casos adicionales vinculados a megaproyectos extractivos (minería, energía, agua 

y agroindustria), muchos de ellos en territorios indígenas. Sin embargo, ante esta 

escalada de conflictividad —con 78 casos por minería, 63 por energía y 27 por 

sobreexplotación hídrica—, la SCJN registró únicamente 63 acciones de amparo 

ambiental entre 2010 y 2021, con un promedio anual de 5.25 casos (Gráfico 9). Esta 

disparidad evidencia que, pese a la existencia de instancias especializadas como la 

Sala Ambiental, las comunidades afectadas enfrentan barreras estructurales para 
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acceder a la justicia. Factores como la criminalización de defensores ambientales y 

la complejidad técnica de los litigios, reflejan una desconexión entre el sistema 

judicial y las realidades locales. El declive en amparos post-2015 (solo 4 casos en 

2021) coincide con la profundización del extractivismo, lo que sugiere que las 

capacitaciones a funcionarios y la jurisprudencia no han traducido en mecanismos 

accesibles para poblaciones vulnerables. La persistencia de políticas que priorizan 

la agroexportación y la minería sobre la sustentabilidad agrava esta brecha, dejando 

en evidencia que, sin garantías procesales inclusivas y una revisión del modelo 

económico, el acceso a la justicia ambiental seguirá siendo un derecho nominal, no 

efectivo, en violación del Artículo 8 del Acuerdo de Escazú. 

 

Gráfico 9: Número de acciones de amparo solicitando la defensa de un medio 

ambiente sano, en los registros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

(SNEDH 2023, sec. ZjR01). 

Este análisis evidencia que, aunque México cuenta con herramientas legales 

avanzadas, su efectividad depende de una coordinación institucional más ágil, 

transparencia en datos oficiales y una mayor vinculación entre tribunales y 
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comunidades afectadas. El Acuerdo de Escazú sirve aquí como brújula para cerrar 

brechas entre el marco teórico y la justicia ambiental real. 

4.7 Entre avances normativos y desafíos prácticos en el acceso a la justicia 

para defensores ambientales 

La protección de defensores ambientales en México es un eje central del 

Acuerdo de Escazú que se sustenta en un marco legal progresivo, pero enfrenta 

obstáculos en su implementación. La Ley para la Protección de Personas 

Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas (2012) establece medidas 

urgentes de protección, mientras que el Instituto Federal de Defensoría Pública 

ofrece asistencia jurídica gratuita, respaldada por el artículo 17 constitucional 

(SNEDH 2023, sec. ZjE06 & ZjE07). Estos instrumentos, teóricamente alineados 

con el artículo 9 de Escazú, buscan garantizar que activistas y comunidades ejerzan 

su labor sin amenazas. Sin embargo, la realidad dista de ser uniforme. 

En el ámbito procesal, la capacitación a funcionarios públicos ha sido un pilar 

clave. Entre 2021 y 2023, el Consejo de la Judicatura Federal y la Suprema Corte 

capacitaron a 279 servidores públicos en derechos económicos, sociales y 

ambientales (SNEDH 2023, sec. ZjP02), incluyendo módulos sobre la jurisprudencia 

relevante. Destacan tesis como la 2018635 (SCJN 2018a), que enfatiza la 

dimensión colectiva del derecho a un medio ambiente sano, y la 2022147 (SCJN 

2020a), que obliga al Estado a garantizar participación pública en proyectos con 

impacto ambiental (SNEDH 2023, sec. ZjP03). Estas resoluciones, aunque 

avanzadas, dependen de jueces familiarizados con contextos socioambientales, un 

reto en regiones con poca presencia institucional. 

Los datos cuantitativos revelan patrones preocupantes. Aunque en 2021 se 

alcanzó un máximo de 14 personas defensoras protegidas, en 2022 la cifra cayó a 

7, y en 2023 solo 2 personas fueron incorporadas (Tabla 3). Esta volatilidad sugiere 

inconsistencia en la aplicación de medidas, agravada por la concentración del 

Mecanismo en zonas urbanas, como la Ciudad de México, y su limitado alcance en 

estados con conflictos socioambientales activos, como Oaxaca o Chiapas. Por otro 

lado, los recursos de revisión sobre transparencia ambiental resueltos a favor de la 
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ciudadanía aumentaron de 122 en 2021 a 659 en 2022 (SNEDH 2023, sec. ZjR04), 

reflejando una mayor exigencia de rendición de cuentas, aunque persisten demoras 

en la liberación de información crítica, como estudios de impacto ambiental. 

 

Tabla 3 Personas defensoras del medio ambiente actualmente beneficiarias del 

Mecanismo Federal de Protección a Personas Defensoras de Derechos Humanos 

y Periodistas (SNEDH 2023, sec. ZjR03). 

México ha sentado bases normativas para proteger a defensores 

ambientales, pero su eficacia requiere superar brechas geográficas, culturales e 

institucionales. El Acuerdo de Escazú no solo exige leyes, sino su traducción en 

acciones concretas: desde ampliar la cobertura del Mecanismo de Protección hasta 

integrar perspectivas interculturales en los tribunales. Solo así se cerrará la distancia 

entre el discurso jurídico y la realidad de quienes defienden la tierra y el ambiente. 

El análisis desarrollado en esta sección revela que, a pesar de los esfuerzos 

normativos y la adopción de instrumentos internacionales como el Acuerdo de 

Escazú, México enfrenta retos persistentes en la materialización de una gobernanza 

ambiental inclusiva y efectiva. Las brechas identificadas —desde la desfinanciación 

crónica hasta la desconexión entre políticas y comunidades afectadas— subrayan 

la urgencia de abordar no solo las deficiencias técnicas, sino también las dinámicas 

de poder que perpetúan la desigualdad ambiental. Estos hallazgos sientan las bases 

para las reflexiones finales, donde se propondrán vías de acción concretas 

Año Sexo Personas

2013 Total 6

2014 Total 1

2015 Total 2

2016 Total 0

2017 Total 0

2018 Total 7

2019 Total 13

2020 Total 11

2021 Total 14

2022 Total 7

2023 Total 27
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orientadas a cerrar la distancia entre el marco jurídico y la realidad socioambiental 

en el país. 

 

5. Conclusiones: entre avances normativos y desafíos estructurales en la 

implementación del Acuerdo de Escazú 

El presente estudio, guiado por los objetivos establecidos en la introducción, 

confirma que la implementación del Acuerdo de Escazú en México se ve limitada 

por obstáculos estructurales que perpetúan la brecha entre el marco jurídico y su 

aplicación práctica. A continuación, se sintetiza el cumplimiento de los objetivos y 

se valida la hipótesis central, articulando los hallazgos con las dimensiones críticas 

analizadas. 

El análisis demuestra que México ha adoptado formalmente los estándares 

del Acuerdo de Escazú, con avances en la armonización normativa, como el 

reconocimiento constitucional del derecho a un medio ambiente sano. Sin embargo, 

el estudio revela un cumplimiento parcial, evidenciado en disposiciones legales 

contradictorias (ej. plazos extendidos para acceso a información) que violan 

principios clave del tratado. Este desfase confirma que la adopción formal no 

garantiza la efectividad de los derechos de acceso. 

La hipótesis planteada —que los avances formales en la adopción del 

Acuerdo de Escazú se ven limitados por obstáculos estructurales— se confirma 

integralmente. Los datos recopilados a través del SNEDH y otras fuentes revelan 

que: 

 La desfinanciación ambiental restringe la operatividad de instituciones como 

SEMARNAT. 

 La fragmentación institucional genera duplicidad de funciones y ausencia de 

sinergias, como se observa en la desconexión entre el SNIA y la toma de 

decisiones. 
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 La resistencia de actores extractivos se manifiesta en la adaptación de 

normas para favorecer megaproyectos, evidenciada en casos como el Tren 

Maya. 

Estos factores, junto con la exclusión de comunidades vulnerables en 

procesos participativos y la inaccesibilidad de la justicia ambiental, validan que los 

obstáculos estructurales son la raíz del incumplimiento práctico del Acuerdo. 

Como se planteó en la introducción, este estudio aporta al debate sobre la 

democratización ambiental al exponer cómo las estructuras de poder vigentes 

perpetúan desigualdades. El SNEDH, como herramienta de monitoreo, ha sido 

clave para sistematizar evidencias cuantitativas y cualitativas que revelan la 

opacidad institucional y la exclusión de grupos marginados. Sin embargo, se 

subraya que la mera recopilación de datos no sustituye la necesidad de voluntad 

política para transformar prácticas arraigadas. 

El Acuerdo de Escazú emerge no solo como un marco normativo, sino como 

una oportunidad para renegociar el contrato socioambiental. Su implementación 

plena exige: 

 Institucionalizar la rendición de cuentas, vinculando indicadores del SNEDH 

con metas ambientales concretas. 

 Redistribuir el poder decisorio, reconociendo a comunidades indígenas y 

rurales como actores legítimos en la gestión territorial. 

 Priorizar la justicia climática, garantizando que las políticas ambientales 

trasciendan el papel y se materialicen en acciones tangibles. 

México enfrenta una disyuntiva histórica: perpetuar un modelo que legisla en 

teoría, pero fracasa en la práctica, o abrazar una gobernanza ambiental basada en 

transparencia, equidad y participación efectiva. Este estudio no solo valida la 

hipótesis inicial, sino que evidencia que la justicia ambiental requiere desmantelar 

estructuras de poder extractivistas y priorizar la vida sobre el lucro. El Acuerdo de 

Escazú, en este sentido, no es un fin, sino un catalizador para construir un futuro 

donde los derechos ambientales sean, finalmente, derechos humanos garantizados. 
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RESUMEN: La figura de la consulta que se encuentra establecida en el 
artículo 2º de la Ley General de Educación Superior del año 2021 amplía la 
visión que proporcionan distintos criterios jurisprudenciales acerca de una 
autonomía meramente instrumental del régimen jurídico educativo. La 
reflexión se apoya, además, en la visión del constitucionalismo español, 
donde la autonomía universitaria tiene un carácter dual, como derecho 
fundamental y garantía constitucional. 

ABSTRACT: The consultation process established in Article 2 of the 2021 
General Law on Higher Education broadens the perspective offered by 
several jurisprudential precedents regarding a merely instrumental autonomy 
within the educational legal framework. This reflection is further supported by 
the perspective of Spanish constitutionalism, where university autonomy has 
a dual character as both a fundamental right and a constitutional guarantee. 

Palabras claves: Educación superior, consulta, autonomía universitaria, 
garantía constitucional, derecho a la educación, derechos humanos. 
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constitutional guarantee, right to education, human rights. 

SUMARIO: 1. Introducción: autonomía y consulta. 2. La consulta a la 
comunidad universitaria como un régimen de garantías institucionales que 
protege las autonomías universitarias. 3. Las garantías institucionales en la 
iniciativa de la Ley General de Educación Superior: su impacto para la 
autonomía universitaria. 4. La consulta como garantía de la autonomía 
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universitaria: el artículo 2° de la Ley General de Educación Superior. 5. El 
contenido de la consulta a la comunidad universitaria. 6. Bibliografía. 

1. Introducción: autonomía universitaria y consulta 

El 9 de junio de 1980 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 

contenido de la fracción VIII –actual fracción VII— del artículo 3° de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos (1917), para incorporar en el 

constitucionalismo mexicano la autonomía de las universidades y las demás 

instituciones de educación superior a las que se otorgue autonomía legal. 

El 15 de mayo de 2019, se reformó el contenido del artículo 3° de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, algunos de los cambios se 

relacionan con la educación superior, entre ellos, la declaración expresa de su 

carácter obligatorio y se refrenda su naturaleza de derecho humano. Lo anterior se 

complementa con la emisión el 20 de abril de 2021 de la Ley General de Educación 

Superior (2021), en cuya redacción del artículo 2° participaron los autores del 

presente artículo. Ese instrumento refrenda las facultades y garantías institucionales 

derivadas del artículo 3°, fracción VII constitucional, otorgadas a las universidades 

autónomas por ley, entre las cuales se encuentra la consulta necesaria en la reforma 

a las leyes orgánicas universitarias. 

Lo anterior es de suma trascendencia, porque supera el contenido de criterios 

del Poder Judicial de la Federación en los que se considera a la autonomía 

universitaria como una “garantía institucional” del derecho a la educación superior y 

no como una garantía institucional que preserva contenido de dichas libertades y 

determinaciones organizativas.  

Así, para la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), 

la autonomía universitaria como “garantía institucional” del derecho a la educación 

superior, significa que: “tiene un carácter exclusivamente instrumental y no 

conforma, per se, un fin en sí misma”. Sostiene ese órgano de jurisdicción que esa 

“garantía institucional” solo “es valiosa si y solo si —y en la medida en que— 

maximiza el derecho humano a la educación superior”. Continúa su debate 
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diferenciando entre la autonomía universitaria, en cuanto garantía institucional que 

se predica de una persona jurídica de derecho público -la universidad autónoma-, 

con los derechos fundamentales de las personas físicas que la integran: el derecho 

a la educación superior y sus distintos haces normativos, como el derecho a la libre 

investigación y discusión de las ideas, el derecho a la libertad de cátedra, entre otros 

(SCJN 2017b). 

En otro criterio, al asociarla con el contenido del artículo 3°, fracción VII, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Poder Judicial de la 

Federación destaca: “la autonomía de las universidades públicas se proyecta como 

una garantía institucional que mediante diversos principios salvaguardan su función 

de educar, investigar y difundir la cultura”, entre esos “principios” ubica: 

1) El autogobierno, que las dota de capacidad para tomar decisiones 

definitivas ad-intra (al interior del cuerpo universitario), con 

independencia de cualquier órgano exterior; y 

2) Competencias asociadas al principio de autogobierno. 

Destaca también que:  

La garantía institucional de autonomía universitaria impide que algún órgano 
del Estado pueda vaciar la esfera de competencias de las autoridades de las 
universidades públicas, a través de una sustitución o suplantación, verbigracia, 
decidiendo quiénes deben ser designados funcionarios universitarios, amén 
de que esa determinación constituye un acto ad-intra (SCJN 2016). 

Además, en otro criterio, relacionado con órganos constitucionales 

autónomos, el Poder Judicial de la Federación ha destacado que las “garantías 

institucionales”:  

Constituyen una protección constitucional a su autonomía y, en esa medida, 
se salvaguardan sus características orgánicas y funcionales esenciales; de 
forma que no podría llegarse al extremo de que un poder público interfiera de 
manera preponderante o decisiva en las atribuciones de un órgano 
constitucional autónomo (SCJN 2017c). 
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Además, en términos del artículo 25, fracción II, del Código Civil Federal, la 

universidad es una “persona moral”, en ese sentido, el propio Poder Judicial de la 

Federación ha destacado que:  

 “En México todas las personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en la propia Norma Suprema y en los tratados internacionales de 
los que el Estado Mexicano sea Parte, así como de las garantías para su 
protección, al no prever distinción alguna, se colige que comprende tanto a las 
personas físicas como a las morales o jurídicas, siendo que éstas gozarán de 
aquéllos, en la medida en que resulten conformes con su naturaleza y fines 
(…) que en aras del principio pro personae, no puede dejarse de lado a las 
personas morales de su amparo, por el simple hecho de emplearse la palabra 
‘persona’ (…) [que] la Corte Interamericana de Derechos Humanos determinó 
que el individuo puede invocar violación a sus derechos protegidos por la 
Convención, incluso cuando aquélla derivara, a su vez, de la afectación de 
personas morales (…). En consecuencia, toda vez que es de mayor entidad el 
criterio que sobre el tema ha sustentado la jurisprudencia nacional, frente al 
del tribunal interamericano, debe reconocerse la titularidad de los derechos 
humanos previstos en el Pacto de San José a las personas jurídicas, para 
estar en armonía con el principio de progresividad” (SCJN 2017a). 

El debate que introduce el Poder Judicial de la Federación, en los criterios 

mencionados, es importante en la medida en la que –tímidamente—, vía la idea de 

garantía institucional y sus nexos con las características orgánicas y funcionales de 

las universidades que gozan de autonomía, se advierte el nexo entre la “institución” 

o corporación pública –el conjunto de personas (titulares de derechos)— que se 

coaligan para conformar la universidad, un ente dotado por sí mismo de “plena 

capacidad jurídica”, como se reconoce en la exposición de motivos de la Ley 

Orgánica de la Universidad Nacional Autónoma de México, y los individuos, o sea, 

las personas titulares de derechos públicos subjetivos (derechos humanos), esa 

“comunidad de cultura” (Caso 1944) –docentes y estudiantes, a quienes 

posteriormente se les integrarán los trabajadores— a la que se alude también en la 

exposición de motivos mencionada. 

El otro tema de los criterios se asocia a la construcción de un ámbito de 

protección –limitado— de la autonomía universitaria (autogobierno), vía la garantía 

institucional. 
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En el presente análisis argumentaremos de qué manera los criterios del Poder 

Judicial de la Federación se contraponen con el diseño derivado de la reforma al 

artículo 3° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y con el 

contenido del artículo 2° de la Ley General de Educación Superior, a través de 

establecer cómo la consulta a la comunidad universitaria es parte del régimen de 

garantías institucionales que protege las autonomías universitarias; mostrando el 

impacto de la Ley General de Educación Superior en la autonomía universitaria; 

afirmando el carácter de la consulta como garantía institucional de la autonomía 

universitaria en México y destacando el contenido de la consulta a la comunidad 

universitaria. 

2. La consulta a la comunidad universitaria como un régimen de garantías 

institucionales que protege las autonomías universitarias 

En su Teoría de la Constitución, Carl Schmitt argumenta que la esencia de la 

Constitución no está contenida en una ley o en una norma. En el fondo de toda 

normación reside una decisión política del titular del poder constituyente, es decir, 

del pueblo en la democracia y del monarca en la monarquía auténtica (Schmitt 1996, 

47). Así, al caracterizar al Reich alemán de la Constitución de Weimar como una 

democracia constitucional, es decir, como un Estado burgués de Derecho en la 

forma política de una República democrática con estructura federal, destaca que 

estas decisiones políticas fundamentales son: la decisión a favor de la democracia, 

adoptada por el pueblo alemán en virtud de su existencia política como Pueblo; la 

decisión a favor de la república y contra la monarquía; la decisión a favor  del 

mantenimiento de los países, es decir, de una estructura de forma federal; y la 

decisión a favor del Estado burgués de Derecho con sus principios: derechos 

fundamentales y división de poderes (Schmitt, 47-48). 

El mismo Schmitt destaca que: “La Constitución garantiza una serie de 

llamados derechos fundamentales. Es preciso distinguir la regulación concreta en 

una ley constitucional de tales garantías fundamentales, y la garantía misma. 

Mediante normaciones constitucionales y legales pueden admitirse amplias 

intervenciones en el campo de los derechos fundamentales garantizados” (Schmitt, 
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51). Los derechos fundamentales y la división de poderes designan, pues, el 

contenido esencial del elemento típico del Estado de Derecho, presente en la 

Constitución moderna (Schmitt, 139).  

Para Schmitt, los derechos fundamentales son, según su sustancia, esferas 

de la libertad, de las que resultan derechos, y precisamente derechos de defensa. 

Son derechos políticos o de status político (Schmitt, 169 y 174). Así, distingue entre 

los derechos fundamentales y las garantías institucionales, destacando que 

mediante la regulación constitucional puede garantizarse una especial protección a 

ciertas instituciones. La regulación constitucional tiene entonces la finalidad de 

hacer imposible una supresión en vía legislativa ordinaria (Schmitt, 175). Por lo 

anterior, el autor subraya: 

Dentro del Estado no pueden darse derechos fundamentales de una 
comunidad, natural u organizada; en estos llamados derechos fundamentales 
hay una garantía institucional. La familia como tal no tiene ningún derecho 
fundamental en sentido auténtico, y menos su miembro como tal. Sólo puede 
ser constitucionalmente protegida como institución. Lo mismo ocurre con 
municipios o asociaciones de municipios. A la institución puede atribuirse el 
carácter de sujeto de derecho, pueden garantizársele constitucionalmente 
derechos subjetivos, y hubiera sido posible, por ejemplo, conceder tales 
derechos subjetivos a los municipios y asociaciones de municipios, de igual 
manera que en el art. 127, C, a. [a diferencia del § 184 de la Constitución de 
Francfort, 1849], no han recibido más que una garantía institucional sin 
derechos subjetivos. Pero tampoco estos derechos subjetivos son más que 
derechos legal-constitucionales, no auténticos derechos fundamentales en el 
sentido del principio básico de distribución del Estado burgués de Derecho. 
Todas estas instituciones existen dentro del Estado, no antes y por encima de 
él. El auténtico derecho fundamental parte del dato del individuo con su esfera 
de libertad ilimitada en principio (Schmitt 177-178). 

Como se advierte, según Eduardo Cordero Quinzacara, al aludir al debate en 

torno a la garantía institucional que surge en Alemania, destaca que una de las 

debilidades “internas” del texto republicano de 1919, era la incapacidad de 

protección de ciertas garantías consagradas en la Constitución por la falta de 

instrumentos eficaces para hacer frente a los avatares de su época, en torno a las 

libertades y derechos fundamentales, sostiene que Carl Schmitt sostenía que los 

derechos fundamentales en la Constitución, o bien son un “mero programa” y por lo 
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mismo, carentes de significado jurídico positivo, proclamaciones bien intencionadas, 

aforismos políticos, deseos piadosos, monólogos del poder constituyente o como 

sea que recen las numerosas –más o menos bagatelizadoras– denominaciones. O 

bien, los derechos fundamentales se encuentran bajo “la reserva de ley” y son 

positivados por las simples leyes; son, entonces, meras variantes del derecho 

fundamental general a la legalidad de la Administración”. Por lo anterior, Schmitt 

elabora la teoría de la garantía institucional (Einrichtungsgarantie). Utiliza la 

expresión “garantías institucionales” con el objeto de distinguirlas de otros derechos 

y libertades contenidas en la segunda parte de la Constitución de Weimar, la que 

consagraba los derechos constitucionales (Cordero 2007, 81-99). Para el mismo 

autor: 

Así Schmitt distingue dentro de la categoría general de las garantías 
institucionales las “garantías institucionales” de Derecho público (institutionelle 
Garantie), que tienen por objeto la protección constitucional de determinadas 
competencias públicas (v.gr. autonomía local, autonomía universitaria), y las 
“garantías de instituto” (Institutsgarantie), propias del derecho privado, y que 
tienen por objeto garantizar la existencia de un conjunto de normas 
configuradas de tal manera que hagan reconocible un determinado instituto (la 
propiedad, la herencia, el matrimonio, la contratación y la patria potestad) 
(Cordero 2007, 86). 

En ese sentido: La incorporación en el texto constitucional de estas 

instituciones perfectamente delineadas, reconocibles y –por tanto– diferenciables 

de otras figuras o instituciones, les confiere una eficacia específica que con 

(potestades o derechos subjetivos) sobre la base de titularidades creadas al amparo 

de dichos sistemas o régimen jurídico (Cordero 2007, 81-99). 

Esa doctrina, con sus variantes, para el caso de las universidades, está 

presente en el artículo 27, numeral 10, de la Constitución Española de 1978 (Boletín 

Oficial del Estado [BOE] 1978), que prescribe: «Se reconoce la autonomía de las 

Universidades, en los términos que la ley establezca». Declaración similar a la que 

contiene el artículo 3°, fracción VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 
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En torno al contenido de ese artículo 27, numeral 10, de la Constitución 

Española, se afirma: 

[E]sa fusión entre garantía institucional y derecho fundamental la encontramos 
en la autonomía universitaria, aunque aquí las cosas son algo más 
complicadas. El apartado 10 del artículo 27 de la Constitución Española (CE) 
dice: «Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la 
ley establezca». He aquí un claro candidato a la garantía institucional. 

Nadie negará que las Universidades sean instituciones, es decir, 
organizaciones, enunciadas pero no reguladas por la Constitución (su 
regulación concreta se remite a las leyes). Por otro lado, la garantía específica 
que la Constitución otorga a la institución es la misma que la que confiere a 
las entidades locales (instituciones expresamente garantizadas por el Tribunal 
Constitucional): la autonomía. No es obstáculo insalvable a la calificación 
como garantía institucional la ubicación del precepto en el artículo 27, situado 
a su vez en la sección 1.ª del capítulo II, donde se recogen no ya los derechos 
fundamentales, sino los derechos fundamentales protegidos especialmente ex 
art. 53.2 CE. No es óbice porque, como es obvio, no todos los enunciados de 
esa sección contienen derechos fundamentales. Es más, en el mismo artículo 
27 hay disposiciones que no contienen derechos fundamentales (por ejemplo, 
apartado 2). 

Sin embargo, las cosas no son tan simples para el Tribunal Constitucional. 
Desde la conocida sentencia 26/1987 (fj 4.a), el Tribunal viene sosteniendo 
que la autonomía universitaria no es una garantía institucional sino un derecho 
fundamental, si bien es la parte de un todo. El todo es la libertad académica 
(libertad de enseñanza, estudio e investigación). Las partes de que se 
componen son la libertad de cátedra del artículo 20.1.c), que es la dimensión 
individual, y la autonomía universitaria, del artículo 27.10, que es la dimensión 
institucional. Esta dimensión institucional «justifica que forme parte del 
contenido esencial de esa autonomía no sólo la potestad de autonormación, 
que es la raíz semántica del concepto, sino también de auto-organización» 
(sic) (STC 75/1997, fj 2). 

Tenemos así un Jano (la libertad académica) con dos cabezas, la una, un 
derecho subjetivo fundamental (la libertad de cátedra) la otra, una institución 
que es a su vez un derecho fundamental (la autonomía universitaria). No nos 
dice el Tribunal Constitucional cuál es la diferencia entre la dimensión 
individual y la dimensión institucional. Y es que, en realidad, para nuestro 
Tribunal, «derecho fundamental y garantía institucional no son categorías 
jurídicas incompatibles o que necesariamente se excluyan, sino que buena 
parte de los derechos fundamentales que nuestra Constitución reconoce 
constituyen también garantías institucionales, aunque, ciertamente, existan 
garantías institucionales que, como la autonomía local, no están configuradas 
como derechos fundamentales». Esta despreocupación por distinguir es 
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explicable si reparamos en que, para el Tribunal, lo que la Constitución protege 
desde el ángulo de la garantía institucional, el núcleo básico de la institución, 
no es sustancialmente distinto de lo protegido por el derecho fundamental, el 
contenido esencial. 

Esta despreocupación está presente también en la STC 341/2005, en relación 
con el derecho de fundación (art. 34 CE). Los recurrentes impugnan varios 
preceptos de la Ley de Fundaciones madrileña. Alegan, entre otras cosas, un 
artículo de la citada Ley (el 27.2) vulnera la garantía de la institución de las 
fundaciones recogida en el artículo 34 CE. El Tribunal Constitucional (fj 7, párr. 
4) recoge el guante y razona sobre la inconstitucionalidad alegada desde la 
premisa de que en el artículo 34 hay una «institución preservada» con una 
«imagen recognoscible», que —dicho sea de paso— no resulta afectada por 
el citado precepto legal. Pero, al mismo tiempo, habla de un «contenido 
esencial» del derecho de fundación, que se identifica con la imagen 
recognoscible de la fundación. Derecho fundamental y garantía institucional 
son lo mismo, como son lo mismo «imagen recognoscible» y «contenido 
esencial» del derecho de fundación. Tanto da lo uno como lo otro” (Cidonda 
2009, 149-188). 

Así, existe una conjugación entre “garantías institucionales” y “derechos 

humanos”, en el caso de la autonomía universitaria, que permite establecer que 

depende de cómo se delimite el enfoque la existencia de la universidad, estamos 

en presencia de una “garantía institucional” aplicable al sujeto colectivo –la 

corporación pública u organismo descentralizado, con personalidad jurídica—, y sus 

comunidades integrantes de profesores, alumnos o trabajadores, titulares de 

derechos humanos. 

El contenido de esta doctrina permite realizar una crítica a la manera o forma 

en la que el Poder Judicial de la Federación mexicano considera a la “garantía 

institucional de la universidad”, en los criterios destacados en la introducción, a partir 

de las siguientes observaciones: 

a) la idea de “garantía institucional” exige que el legislador no tiene plena 

libertad para configurar la autonomía universitaria, además, exige que se otorguen 

a las universidades las potestades necesarias para ejercer su autonomía. En ese 

sentido, a fortiori o por mayoría de razón, también se veda al Poder Judicial de la 

Federación para que, vía sus interpretaciones, “interfiera de manera preponderante 

o decisiva en las atribuciones de un órgano constitucional autónomo”, impacte en 
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sus características orgánicas y funcionales esenciales, reconfigurando o vaciando 

de contenido a esa garantía institucional. Como ejemplo se puede citar la idea de 

que “la autonomía universitaria tiene un carácter exclusivamente instrumental” que 

maximiza el derecho humano a la educación superior (SCJN 2018)..  

b) Como personal moral la universidad es titular de “derechos humanos”, en 

los términos destacados por el Poder Judicial de la Federación, acotados a su 

“naturaleza y fines”, por lo que, en los criterios mencionados, peligrosamente, 

limitando los derechos de las comunidades universitarias, se establece una 

distinción tajante entre los derechos humanos de las personas integrantes de la 

universidad y la “garantía institucional”. Así, se ignora que la persona moral 

“universidad” también es titular de derechos humanos y, como hipótesis, se puede 

argumentar que las y los universitarios –como integrantes de ese colectivo— 

pueden ejercer esos derechos. 

En otro orden de ideas, la consulta se refiere a la acción y efecto de consultar. 

La voz consultar tiene cuatro significados: 1) examinar, tratar un asunto con una o 

varias personas; 2) buscar documentación o datos sobre algún asunto o materia; 3) 

pedir parecer, dictamen o consejo a alguien; y 4) dicho de un consejo, un tribunal o 

de otros cuerpos antiguos: dar, al rey o a otra autoridad, dictamen por escrito sobre 

un asunto, o proponerle sujetos para un empleo (RAE 2022a). 

Cabe señalar que en el artículo 6, numeral 1, inciso a), del Convenio 169 o 

“Convenio sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes de la 

Organización Internacional del Trabajo”, se destaca: 1. Al aplicar las disposiciones 

del presente Convenio, los gobiernos deberán: a) consultar a los pueblos 

interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus 

instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o 

administrativas susceptibles de afectarles directamente. Por su parte, en el 

Diccionario Panhispánico del Español Jurídico en materia de “consulta indígena”, se 

afirma su naturaleza de:  
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Derecho humano colectivo reconocido originariamente dentro del Convenio 

169 de la Organización Internacional del Trabajo, donde el Estado tiene la obligación 

de informar y preguntar a los indígenas, cuando se busque adoptar medidas 

legislativas o administrativas que afecten de manera directa el modo de vida social, 

económica y/o cultural de los integrantes de estos pueblos y comunidades indígenas 

(RAE 2022b). 

En términos del numeral 2 del artículo 6º del Convenio 169 de la Organización 

Internacional del Trabajo: 2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este 

Convenio deberán efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las 

circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento 

acerca de las medidas propuestas. 

Como se destaca, el ejercicio de este derecho viabiliza el diálogo, lo cual 

significa que las partes deben estar predispuestas a aceptar posiciones diferentes 

de las suyas. Dialogar significa armonizar propuestas, las que deberán ser 

expresadas con conocimiento de causa y de los derechos en juego (Arévalo 2014, 

9). 

Así, las consultas son herramientas normativas de carácter democrático, que 

son apropiadas para hacer efectivos derechos humanos colectivos, se asocian a 

determinadas circunstancias y buscan un acuerdo o consenso en torno a las 

medidas propuestas. En ese contexto, al estar asociadas a un derecho de la 

universidad, su autonomía –aplicando el principio de que lo accesorio sigue la suerte 

de lo principal—, a su vez, constituyen garantías institucionales que protegen la 

autonomía universitaria. 

3. Las garantías institucionales en la iniciativa de la Ley General de 

Educación Superior: su impacto para la autonomía universitaria 

La “Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se expide la Ley General de 

Educación Superior y se abroga la Ley para la Coordinación de la Educación 

Superior” se presentó a través de un oficio suscrito por senadores y diputados del 



AÑO 1, NÚM. 1, ENERO – JUNIO 2026   REVISTA UNIVERSITARIA DE DERECHOS HUMANOS 

 

 108 

Congreso de la Unión el 9 de septiembre de 2020. Es una iniciativa que deriva de 

un amplio consenso parlamentario, su presentación la realizan: “Las legisladoras y 

los legisladores, en nuestra calidad de Presidentes de las Comisiones de 

Educación, de Coordinadoras y Coordinadores e integrantes de diversos grupos 

parlamentarios de la Cámara de Senadores y de la Cámara de Diputados de LXIV 

Legislatura del H. Congreso de la Unión” (Senado de la República 2020, 1). 

De lo que se desprende y destaca que es una iniciativa conjunta presentada 

por ambas cámaras del Congreso de la Unión. En el Senado figuraron 

representantes de diversas fracciones: Partido Movimiento de Regeneración 

Nacional, Partido del Trabajo, Partido Verde Ecologista de México, Partido de la 

Revolución Democrática, Partido Encuentro Social, Partido Acción Nacional, Partido 

Revolucionario Institucional; mientras que en la Cámara de Diputados concurrieron 

los representantes de los siguientes grupos parlamentarios: Partido Movimiento de 

Regeneración Nacional, Partido Revolucionario Institucional, Partido Acción 

Nacional, Movimiento Ciudadano, Partido Encuentro Social, Partido de la 

Revolución Democrática; Partido Verde Ecologista de México y Partido del Trabajo 

(Senado de la República 2020, 110-115).  

En el proyecto se señala que la iniciativa de Ley General de Educación 

Superior que contempla siete títulos, quince capítulos, 77 artículos y 18 Transitorios 

y en su numeral 3 establece que: “Reconoce y respeta la autonomía universitaria” 

(Senado de la República 2020, 29). 

En el apartado “5. Contenido de la iniciativa”, al realizar el análisis de los siete 

títulos que la integran, entre ellos el “Título Primero. Del derecho a la educación 

superior”, se destacó: 

El tercer elemento es que con esta Ley se refrenda el respeto a la autonomía 
universitaria, con la firme convicción de un elemento indispensable para el 
desarrollo armónico de la educación superior en el país y una característica 
irrenunciable de un sistema democrático. Por ello, se construyó una redacción 
a partir de las coincidencias de respetar y blindar la autonomía universitaria, 
precisando temas para el respeto a la soberanía de los poderes legislativos 
(Senado de la República 2020, 19). 
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En ese contexto, la ley asocia la autonomía universitaria con la armonía del 

sistema de educación superior y con el contexto democrático. También destaca la 

pretensión de “blindar” la autonomía universitaria, o sea, proteger o resguardar, 

amparar, favorecer o defender a esa garantía institucional.  

De lo plasmado en la iniciativa se puede subrayar que el contenido de este 

precepto amplía el contenido del artículo 3°, fracción VII, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior se destaca en la iniciativa en los 

términos siguientes: 

La propuesta de redacción hace referencia a que las universidades e 
instituciones de educación superior autónomas por ley gozarán de las 
garantías de la fracción VII del artículo 3o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Se establece que se regirán por sus respectivas 
leyes orgánicas, la normativa que deriva de éstas y, en lo que resulte 
compatible, por las disposiciones de la Ley que se presenta. De igual forma, 
se refiere a las obligaciones en el supuesto de que exista un proceso de 
reforma a las leyes orgánicas de dichas instituciones, toda vez que es el 
momento de toma de decisiones del órgano legislativo. 

Entre esas obligaciones está la de respetar las garantías a las que alude la 
fracción VII del artículo 3o. constitucional, con lo cual se establecerían como 
competencias exclusivas de aquellas. En ese sentido, ningún proceso 
legislativo sobre sus leyes orgánicas podría referirse a las mismas, con lo cual 
se estima blindada la autonomía y se fortalece el propósito de establecer 
límites al actuar del Poder Legislativo en el ejercicio de sus atribuciones 
(Senado de la República 2020, 19). 

En lo que importa para el análisis que estamos realizando, en torno al derecho 

de participación en la reforma de las leyes orgánicas de autonomía universitaria, el 

Congreso de la Unión, en la iniciativa que se analiza destacó: 

Se reconoce además el derecho a participar de la universidad o institución de 
educación superior a la que la ley otorgue autonomía en proceso legislativo 
respectivo sobre su ley orgánica y el derecho a que se le consulte de manera 
previa. Por otra parte, se dispone que ningún acto legislativo podrá contravenir 
lo establecido en la fracción VII del artículo 3o. constitucional, por lo que la 
propuesta que está a consideración de esa Soberanía, establece que cualquier 
iniciativa o reforma a las leyes orgánicas referidas deberá contar con los 
resultados de una consulta previa libre e informada de los órganos de gobierno 
competentes de la universidad o institución de educación superior a la que la 
ley otorga autonomía y con una respuesta explícita de su máximo órgano de 
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gobierno colegiado. Con ello se estima que fortalece el precepto constitucional 
de la autonomía universitaria, además de respetar las atribuciones del Poder 
Legislativo para la aprobación del marco jurídico en nuestro país (Senado de 
la República 2020, 33-34). 

En ese contexto, el 20 de abril de 2021 se publicó en el Diario Oficial de la 

Federación, la Ley General de Educación Superior que, en su contenido base, 

prescribe que es reglamentaria del artículo 3° de la CPEUM en materia de 

educación superior (artículo 1°), define a la educación superior como un derecho 

que coadyuva al bienestar y desarrollo integral de las personas (artículo 3°); fomenta 

el desarrollo humano integral del estudiante en la construcción de saberes (artículo 

7°); la obligación de brindar educación superior corresponde al Estado [Federación, 

Estados y Municipios] (artículos 3°, 6°, 54, 62, 63, 64 y tercero transitorio); su 

enfoque es de derechos humanos e igualdad sustantiva (artículo 36); prescribe la 

perspectiva de juventudes, de género, así como de interculturalidad con especial 

atención a los pueblos y comunidades indígenas, a las personas afromexicanas, a 

las personas con discapacidad y a los grupos en situación de vulnerabilidad (artículo 

36); obliga a tomar medidas para proporcionar atención a estudiantes con aptitudes 

sobresalientes y a personas adultas que cursen algún nivel del tipo de educación 

superior (artículo 36); además, menciona como parte de sus fines la erradicación de 

cualquier circunstancia social, educativa, económica, de salud, trabajo, culturales o 

políticas; disposiciones legales, figuras o instituciones jurídicas, acciones, 

omisiones, barreras o prácticas que tengan por objeto o produzcan el efecto de 

negar, excluir, distinguir, menoscabar, impedir o restringir el derecho a la educación 

superior de las personas (artículo 37, fr. XIII), también otorga a las personas el 

derecho a elegir libremente la institución y el programa académico de su 

preferencia, previo cumplimiento de los requisitos que establezcan las instituciones 

de educación superior (artículo 38) (LGES 2021). 

Así, esta Ley eleva a la educación superior al rango de derecho humano, en 

ese sentido, la consulta plasmada en su artículo 2° constituye una garantía para 

hacer efectivo, en su dimensión particular el derecho humano a la educación 
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superior y, en su dimensión social, la garantía que contribuye a tutelar la autonomía 

universitaria. 

4. La consulta como garantía de la autonomía universitaria: el artículo 2° 

de la Ley General de Educación Superior 

Como lo destaca Jean François Prud’homme, el plebiscito, el referéndum, la 

iniciativa popular y la revocación de mandato son mecanismos de democracia 

directa, aunque, siguiendo a Maurice Duverger, aclara que como operan dentro de 

sistemas predominantemente representativos, son instrumentos de democracia 

semidirecta (Prud’homme 2020, 35). 

El mismo autor destaca que la consulta popular directa sigue vinculada al 

concepto de soberanía ejercido hacia adentro (cambio constitucional) o hacia afuera 

(Declaración de Independencia) (Prud’homme 2020, 35). Sostiene que el debate 

sigue abierto y proporciona una serie de argumentos a favor y contra de la consulta 

popular en términos del cuadro siguiente: 

Argumentos a favor Argumentos en contra 

a) La democracia tiene que ser 

dinámica en sus formas y 

procedimientos. 

b) La noción de autogobierno debe 

incluir la participación directa de los 

ciudadanos. 

c) La consulta directa favorece la 

responsabilidad ciudadana. 

d) El electorado debe tener una voz 

más directa en la elaboración de las 

leyes. 

e) Los mecanismos de la democracia 

directa alientan a los ciudadanos a 

tener más interés en los asuntos 

a) La participación directa del 

electorado en los procesos 

legislativos debilita las bases 

fundamentales del gobierno 

representativo. Desaparecen las 

nociones de debate, deliberación y 

compromiso. Se desvanece la 

responsabilidad legislativa. 

b)  Presentar opciones excluyentes 

alimenta la división y la polarización 

de la nación. 

c) Gran parte de la ciudadanía no está 

preparada para intervenir en los 

procesos legislativos. 
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públicos, fomentan la educación 

política y estimulan la participación 

electoral. 

f) Son un arma eficaz para reducir la 

influencia de los grupos de presión 

sobre el Congreso. 

g) Aumentan la responsabilidad 

política de la clase política y de los 

medios de comunicación de masas. 

h) Conducen a la rápida toma de 

decisiones sobre temas 

controvertidos. 

i) Propician la creación de foros 

públicos para debatir temas 

nacionales críticos y permiten a los 

líderes nacionales conocer el punto 

de vista de la ciudadanía. 

j) Su buen funcionamiento en varios 

estados, durante más de tres 

generaciones, y su aplicación en 

otras naciones, abogan en favor de 

que se utilice a nivel nacional en el 

país. 

d) Los derechos y las libertades de las 

minorías son amenazados por el 

uso de estos procedimientos. 

e) Los grupos de interés, bien 

organizados y financiados, terminan 

dominando esos procesos y los 

emplean para rodear de obstáculos 

a los procesos legislativos 

tradicionales. 

f) La fragmentación étnica, 

geográfica, profesional, etcétera, se 

fomenta cuando las decisiones se 

plantean a partir de una sola 

alternativa: no hay lugar para el 

compromiso. 

g) Los temas que pertenecen a la 

agenda federal son mucho más 

complejos que los que son 

sometidos a la aprobación pública a 

nivel estatal y local. 

Cuadro 1. Argumentos sobre los mecanismos democráticos. Elaboración propia. 

Por supuesto, la figura de la consulta popular tiene un amplio proceso histórico. 

Como ejemplo podemos citar la Boulé griega y los comicios romanos. 

Como antecedente nacional, asociado a los procesos políticos del país, en 

México, el 14 de agosto de 1867, el presidente Benito Juárez emitió la “Convocatoria 

para la Elección de los Supremos Poderes”, en donde, en su artículo 1°, se 

convocaba al pueblo mexicano para que, con arreglo a la Ley Orgánica Electoral de 

12 de febrero de 1857, proceda a elecciones de diputados, presidente de la 

República y presidente y magistrados de la Corte Suprema de Justicia, además, en 
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el artículo 9°, se apelaba al pueblo para que, en torno a la Constitución de 1857: 

“En el acto de votar, los ciudadanos para nombrar electores en las elecciones 

primarias, expresarán además su voluntad acerca de si podrá el próximo Congreso 

de la Unión, sin necesidad de observar los requisitos establecidos por el artículo 

127 de la Constitución Federal, reformarla o adicionarla…” (Senado de la República 

1985, 5)  

Tampoco debemos ignorar que el 6 de diciembre de 1977 se publicó en el 

Diario Oficial de la Federación (DOF) la reforma al artículo 73, fracción VI, Base 2ª, 

en donde se prescribía que los ordenamientos legales y los reglamentos 

relacionados con el entonces Distrito Federal, serían sometidos a referéndum. 

Desafortunadamente, esa disposición se derogó vía reforma publicada el 10 de 

agosto de 1987 (SEGOB 1977 y 1987). 

Como se advierte, además de los usos en materia de derechos de pueblos 

indígenas o materia ambiental, la consulta ha tenido una aplicación de naturaleza 

política en México, en ese sentido, no asombra que la Ley General de Educación 

Superior la haya plasmado como una herramienta de protección de la autonomía 

universitaria, como se destaca en el siguiente cuadro comparativo: 

Proyecto de Decreto por el que se 

expide la Ley General de Educación 

Superior y se abroga la Ley para la 

Coordinación de la Educación 

Superior de 9 de septiembre de 2020  

Ley General de Educación Superior    

de 20 de abril de 2021  

Artículo 2. Las universidades e 

instituciones de educación superior a 

las que la ley otorgue autonomía 

contarán con todas las facultades y 

garantías institucionales que se 

establecen en la fracción VII del artículo 

3o. de la Constitución Política de los 

Artículo 2. Las universidades e 

instituciones de educación superior a 

las que la ley otorgue autonomía 

contarán con todas las facultades y 

garantías institucionales que se 

establecen en la fracción VII del artículo 

3o. de la Constitución Política de los 
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Estados Unidos Mexicanos y se regirán 

por sus respectivas leyes orgánicas, la 

normatividad que deriva de éstas y, en 

lo que resulte compatible, por las 

disposiciones de la presente Ley. 

Los procesos legislativos relacionados 

con sus leyes orgánicas, en todo 

momento, respetarán de manera 

irrestricta las facultades y garantías a 

las que se refiere el párrafo anterior, por 

lo que no podrán menoscabar la 

facultad y responsabilidad de las 

universidades e instituciones de 

educación superior autónomas por ley 

de gobernarse a sí mismas; realizar sus 

fines de educar, investigar y difundir la 

cultura respetando la libertad de 

cátedra e investigación y de libre 

examen y discusión de las ideas; 

determinar sus planes y programas; 

fijar los términos de ingreso, promoción 

y permanencia de su personal 

académico; así como administrar su 

patrimonio. 

Ningún acto legislativo podrá 

contravenir lo establecido en la fracción 

VII del artículo 3o. constitucional. 

Cualquier iniciativa o reforma a las 

leyes orgánicas referidas en este 

artículo deberá contar con los 

Estados Unidos Mexicanos y se regirán 

por sus respectivas leyes orgánicas, la 

normatividad que deriva de éstas y, en 

lo que resulte compatible, por las 

disposiciones de la presente Ley. 

Los procesos legislativos relacionados 

con sus leyes orgánicas, en todo 

momento, respetarán de manera 

irrestricta las facultades y garantías a 

las que se refiere el párrafo anterior, por 

lo que no podrán menoscabar la 

facultad y responsabilidad de las 

universidades e instituciones de 

educación superior autónomas por ley 

de gobernarse a sí mismas; realizar sus 

fines de educar, investigar y difundir la 

cultura respetando la libertad de 

cátedra e investigación y de libre 

examen y discusión de las ideas; 

determinar sus planes y programas; 

fijar los términos de ingreso, promoción 

y permanencia de su personal 

académico; así como administrar su 

patrimonio. 

Ningún acto legislativo podrá 

contravenir lo establecido en la fracción 

VII del artículo 3o. constitucional. 

Cualquier iniciativa o reforma a las 

leyes orgánicas referidas en este 

artículo deberá contar con los 
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resultados de una consulta previa, libre 

e informada de los órganos de gobierno 

competentes de la universidad o 

institución de educación superior a la 

que la ley otorga autonomía y deberá 

contar con una respuesta explícita de 

su máximo órgano de gobierno 

colegiado. 

resultados de una consulta previa, libre 

e informada a su comunidad 

universitaria, a los órganos de gobierno 

competentes de la universidad o 

institución de educación superior a la 

que la ley otorga autonomía, y deberá 

contar con una respuesta explícita de 

su máximo órgano de gobierno 

colegiado. 

Las relaciones laborales de las 

universidades e instituciones de 

educación superior a las que la ley 

otorgue autonomía, tanto del personal 

académico como del administrativo, se 

normarán por el apartado A del artículo 

123 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en los 

términos y con las modalidades que 

establezca la Ley Federal del Trabajo 

conforme a las características propias 

de un trabajo especial, de manera que 

concuerden con la autonomía, la 

libertad de cátedra e investigación y los 

fines de las instituciones a que este 

artículo se refiere. 

Cuadro 2. Comparativo entre el Proyecto de Decreto de LGES 2020 y la LGES 2021. Elaboración 

propia (Senado de la República 2020, 50 y ss.) (LGES 2021). 

Del comparativo entre el proyecto y el resultado del proceso legislativo que 

llevó a la aprobación de la Ley General de Educación Superior, podemos destacar: 
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 Reitera los principios de la fracción VII del artículo 3° de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, aplicables a las universidades 

a las que legalmente se les otorgue autonomía. 

 Refrenda el régimen de competencias universitarias y sus garantías 

institucionales. 

 Se destaca su régimen legal exclusivo y una jerarquía normativa, al 

prescribir que se regirán por sus respectivas leyes orgánicas, la 

normatividad que deriva de éstas y, en lo que resulte compatible, por las 

disposiciones de la presente Ley. 

 Establece un límite institucional a los procesos legislativos relacionados 

con sus leyes orgánicas, a destacar que respetarán de manera irrestricta 

las facultades y garantías institucionales del artículo 3°, fracción VII, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. De esta manera, 

los procesos legislativos no podrán menoscabar: 

i) la facultad y responsabilidad de las universidades e instituciones de 

educación superior autónomas por ley de gobernarse a sí mismas; 

ii) realizar sus fines de educar, investigar y difundir la cultura respetando 

la libertad de cátedra e investigación y de libre examen y discusión de las 

ideas; 

iii) determinar sus planes y programas de estudio; 

iv) fijar los términos de ingreso, promoción y permanencia de su personal 

académico, así como administrar su patrimonio. 

 Reitera que ningún acto legislativo podrá contravenir lo establecido en la 

fracción VII del artículo 3° constitucional. 

 Establece la obligación de contar con los resultados de la consulta previa, 

libre e informada a la comunidad universitaria, a los órganos de gobierno 

competentes de la universidad o institución de educación superior, así 

como de contar con una respuesta explícita de su máximo órgano de 

gobierno colegiado, como garantía de respeto en los procesos de 

iniciativa o reforma a las leyes orgánicas. 
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 Reitera que las relaciones laborales de las universidades e instituciones 

de educación superior a las que la ley otorgue autonomía, tanto del 

personal académico como del administrativo, se normarán por el apartado 

A del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en los términos y con las modalidades que establezca la Ley 

Federal del Trabajo conforme a las características propias de un trabajo 

especial, de manera que concuerden con la autonomía, la libertad de 

cátedra e investigación y los fines de las instituciones a que este artículo 

se refiere. 

En ese contexto, es evidente que la consulta plasmada en el artículo 2° de la 

Ley mencionada, se encamina a tutelar la autonomía universitaria, para evitar que 

se vacíe de contenido o se afecte el contenido básico de esa autonomía universitaria 

en los términos destacados en el apartado I.  

Lo anterior es consistente con la “Recomendación relativa a la Condición del 

Personal Docente de la Enseñanza Superior de 11 de noviembre de 1997” de la 

UNESCO, fracción V. “Derechos, obligaciones y responsabilidades de las 

instituciones”, apartado A. “Autonomía de las instituciones”, numerales 17, 18 y 19: 

17. El ejercicio auténtico de la libertad académica y el cumplimiento de las 
funciones y atribuciones enumeradas más adelante requieren la autonomía de 
las instituciones de enseñanza superior. La autonomía consiste en el grado de 
autogobierno necesario para que las instituciones de enseñanza superior 
adopten decisiones eficaces con respecto a sus actividades académicas, 
normas, actividades administrativas y afines, en la medida en que éstas se 
ciñan a los sistemas de control público, en especial por lo que se refiere a la 
financiación estatal, y respeten las libertades académicas y los derechos 
humanos. No obstante, la índole de la autonomía puede variar en función del 
tipo de establecimiento de que se trate. 

18. La autonomía es la forma institucional de la libertad académica y un 
requisito necesario para garantizar el adecuado desempeño de las funciones 
encomendadas al personal docente y las instituciones de enseñanza superior. 

19. Los Estados Miembros tienen la obligación de proteger a las instituciones 
de enseñanza superior de las amenazas que se presenten contra su 
autonomía, sea cual fuera su origen (UNESCO 1997). 
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Como se puede apreciar, el artículo 2º de la Ley General de Educación 
Superior contiene el mecanismo de tutela de las garantías de las universidades 
autónomas.  

5. El contenido de la consulta a la comunidad universitaria 

¿Cuál es la utilidad de este mecanismo para las universidades reguladas en 

el artículo 3°, fracción VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos? Evidentemente se trata de una garantía que protege la autonomía de 

las universidades. 

La garantía institucional vendría a ser aquella protección constitucional que 

preserva a una institución no sólo de su destrucción, sino de su desnaturalización, 

al prohibir vulnerar su imagen maestra («Leit-Bild»). Éste es su significado típico, 

que en un principio se circunscribe a instituciones públicas (instituciones en sentido 

estricto —se habla así de garantías «institucionales» o garantías «de institución»), 

pero que después se proyecta sobre instituciones privadas (institutos —se habla así 

de garantías «de instituto»—) e incluso sobre determinadas manifestaciones 

sociales (se habla así de garantías de instituciones sociales) (Cidonda 2009, 149-

188). 

En ese contexto, es evidente que, para las universidades, el contenido del 

artículo 2°, párrafo segundo, de la Ley General de Educación Superior, relacionado 

con la consulta, al estar asociado a los principios de la fracción VII del artículo 3° de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y refrendar el régimen de 

competencias universitarias y sus garantías institucionales, constituye una 

herramienta jurídica que preserva su autonomía. 

En ese sentido, constituye una ventana de oportunidad para que, cuando las 

legislaturas –federal o estatales— inicien procesos legislativos que impacten en sus 

leyes orgánicas, las universidades e instituciones de educación superior autónomas 

por ley sean consultadas. 

Así, el artículo 2°, párrafo segundo, de la Ley General de Educación Superior, 

obliga a los órganos legislativos federal o estatales, previo a la reforma a las leyes 
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orgánicas, a contar con los resultados de una consulta a la comunidad universitaria: 

1) previa, 2) libre y 3) informada. Paralelamente, obliga a consultar a los órganos de 

gobierno competentes de la universidad o institución de educación superior, y 

además, deberá contar con una respuesta explícita de su máximo órgano de 

gobierno colegiado, como garantía de respeto en los procesos de iniciativa o 

reforma a las leyes orgánicas plasmada en el artículo 2°, párrafo segundo, de la Ley 

General de Educación Superior. De tal manera que se construyó en los términos 

siguientes: 

1) Contiene un límite institucional a los procesos legislativos relacionados 

con las leyes orgánicas de las universidades, al obligar a que se 

respeten de “manera irrestricta” las facultades y garantías 

institucionales del artículo 3°, fracción VII, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos. 

2) Proscribe que los actos legislativos contravengan lo establecido en la 

fracción VII del artículo 3° constitucional. 

3) Destaca que los procesos legislativos no podrán menoscabar la facultad 

y responsabilidad de las universidades e instituciones de educación 

superior autónomas por ley de gobernarse a sí mismas. 

4) Tampoco podrán menoscabar los fines de educar, investigar y difundir 

la cultura. 

5) Los procesos legislativos deben respetar la libertad de cátedra e 

investigación y de libre examen y discusión de las ideas. 

6) No pueden eliminar la facultad de las universidades de determinar sus 

planes y programas. 

7) No pueden eliminar la facultad de las universidades de fijar los términos 

de ingreso, promoción y permanencia de su personal académico; así 

como administrar su patrimonio. 

8) También reitera que las relaciones laborales de las universidades e 

instituciones de educación superior a las que la ley otorgue autonomía 

se normarán por el apartado A del artículo 123 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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En ese sentido, atendiendo a que el proceso legislativo a nivel federal se regula 

en los artículos 71 y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

y en los artículos correlativos de las constituciones de las entidades federativas, es 

evidente que, si desea modificar la ley orgánica de una universidad autónoma, la 

obligación de la consulta se impone a las Cámaras de Diputados o Senadores del 

Congreso de la Unión o a las legislaturas de las entidades federativas, en el caso 

de autonomías universitarias locales. Corresponde la organización de dicha 

consulta a las universidades e instituciones de educación superior. 
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EVALUAR LOS DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES, CULTURALES Y 

AMBIENTALES DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES EN MÉXICO: UN 

ENFOQUE PARA SU MEDICIÓN 

 Maria Julia ARRIAGA ESTRADA1* 

 

RESUMEN: El presente artículo se encuentra inspirado en la Investigación 
sobre los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales (DESCA) 
de las personas adultas mayores, de autoría propia, realizado por 
financiamiento del Programa Universitario de Derechos Humanos de la 
Universidad Nacional Autónoma de México (PUDH-UNAM). Este artículo 
presenta una síntesis de los principales estándares en materia de derechos 
económicos, sociales, culturales y ambientales (DESCA) de las personas 
adultas mayores, así como los criterios de política pública para su garantía. 
El propósito es identificar un conjunto de indicadores para su valoración y 
reflexión en el contexto mexicano. Los resultados muestran que, aunque en 
México se han logrado avances significativos en la garantía de los DESCA 
de las personas adultas mayores, persisten importantes desafíos para 
asegurar su pleno ejercicio en condiciones de igualdad y no discriminación. 
Estos desafíos son especialmente evidentes entre los agentes y funcionarios 
públicos encargados de atender a esta población. Entre los principales retos 
se encuentran la reducción de la pobreza extrema entre las personas adultas 
mayores, el acceso a la alimentación, la generación de oportunidades 
laborales inclusivas con salarios competitivos, y las mejoras en la vivienda y 
el acceso a servicios básicos como agua potable, drenaje y recolección de 
basura. Todo esto debe abordarse con un enfoque de género que promueva 
una distribución equitativa de las labores domésticas. 

ABSTRACT: This article presents a synthesis of the main standards regarding 
the economic, social, cultural, and environmental rights (DESCA) of older 
adults, as well as the public policy criteria for their guarantee. The purpose 
is to identify a set of indicators for their assessment and reflection in the 
Mexican context. The results show that, although significant progress has 
been made in Mexico in guaranteeing the DESCA of older adults, important 
challenges remain to ensure their full exercise under conditions of equality 
and non-discrimination. These challenges are especially evident among the 
agents and public officials responsible for attending to this population. Among 
the main challenges are the reduction of extreme poverty among older 
adults, access to food, the generation of inclusive job opportunities with 
competitive salaries, and improvements in housing and access to basic 
services such as drinking water, drainage, and garbage collection. All of this 
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must be addressed with a gender approach that promotes an equitable 
distribution of domestic tasks. 
 

Palabras clave: Personas adultas mayores, discriminación, derechos 
económicos sociales y culturales, enfoque de derechos humanos, 
indicadores, corpus juris. 
 

Keywords: Older adults, Discrimination, Economic, social, and cultural rights, 
Human rights approach, Indicators, corpus juris, soft law. 
 
SUMARIO: Introducción. 1.  Sustento normativo de los derechos económicos, 
sociales, culturales y ambientales de la población en general y de las 
personas adultas mayores. 2. Enfoque y metodología implementada para la 
evaluación del cumplimiento y seguimiento de los DESCA de las personas 
adultas mayores. 3. Estándares y criterios de política pública para la garantía 
de los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales de las 
personas mayores. 4. Medición de los DESCA de las personas adultas 
mayores en México y sus principales hallazgos. 5. Del conocimiento actual 
a los desafíos por resolver. 6. Referencias bibliográficas. 

 

“Los derechos humanos no se violan solo por 
el terrorismo, represión o asesinato, sino por 
estructuras económicas injustas que crean 
enormes desigualdades”.—Papa Francisco 

 

1. Introducción 

 

Si bien todos los derechos y libertades deben garantizarse para todas las 

personas, resulta fundamental considerar los desafíos asociados a la dinámica 

demográfica, en particular el envejecimiento poblacional y la necesidad de eliminar 

la discriminación por edad en la vejez. Se entiende por envejecimiento: “Proceso 

gradual que se desarrolla durante el curso de vida y que conlleva cambios 

biológicos, fisiológicos, psico-sociales y funcionales de variadas consecuencias, las 

cuales se asocian con interacciones dinámicas y permanentes entre el sujeto y su 

medio.” Por otra parte, se entiende por Discriminación por edad en la vejez: 

“Cualquier distinción, exclusión o restricción basada en la edad que tenga como 

objetivo o efecto anular o restringir el reconocimiento, goce o ejercicio en igualdad 

de condiciones de los derechos humanos y libertades fundamentales en la esfera 
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política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública y 

privada.” (CIDH 2015, Art.2 Definiciones). 

 

De acuerdo con las proyecciones del Consejo Nacional de Población 

(CONAPO) para 2025, en México la población de 60 años y más alcanzará los 17.1 

millones de personas, lo que equivale a que 13 de cada 100 habitantes serán 

adultos mayores. Se estima que para 2050 esta cifra aumentará a cerca de 35.5 

millones, representando así el 24.1% de la población total. A largo plazo, la situación 

se tornará aún más apremiante, ya que hacia 2070 se prevé que la población adulta 

mayor ascienda a aproximadamente 48.4 millones de personas, lo que implicará 

que 34 de cada 100 habitantes pertenecerán a este grupo etario. Poblaciones a 

mitad de año, 1950-2070. (CONAPO 2025). 

 

Este artículo tiene como objetivo presentar de manera sintetizada una 

propuesta para la evaluación de los derechos económicos, sociales, culturales y 

ambientales (DESCA) de las personas adultas mayores, que ha sido desarrollada 

en el marco del estudio titulado "Investigación sobre los derechos económicos, 

sociales, culturales y ambientales (DESCA) de las personas adultas mayores". 

Dicho estudio propone un modelo de medición basado en un enfoque de derechos 

humanos. 

 

Esta investigación, finalizada en enero de 2025 y actualmente en proceso de 

revisión, busca establecer criterios para la formulación de políticas públicas 

orientadas a la protección y garantía de los derechos de la población adulta mayor. 

Asimismo, propone una medición preliminar del caso mexicano a partir de 

indicadores cuantitativos obtenidos exclusivamente de fuentes oficiales. 

 

La estructura de este artículo se ha diseñado con el propósito de responder 

a la siguiente pregunta de investigación: ¿Por qué y cómo medir el nivel de 

cumplimiento de los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales de las 

personas adultas mayores en México? 
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Para abordar la pregunta de investigación, primero se presenta un panorama 

general del marco normativo que garantiza los derechos económicos, sociales, 

culturales y ambientales (DESCA), destacando sus particularidades en relación con 

la población adulta mayor. En cuanto al "cómo", la segunda sección describe el 

enfoque conceptual y la metodología empleada en la investigación. La tercera 

sección ofrece un resumen de los estándares y criterios fundamentales que los 

Estados deberían adoptar como referencia para la formulación, implementación y 

evaluación de políticas públicas desde un enfoque basado en derechos humanos. 

Al traducir estos estándares en indicadores, la cuarta sección sintetiza los 

principales hallazgos de la investigación que sustentan este estudio. Finalmente, se 

examinan los aspectos evaluados, aquellos susceptibles de seguimiento y las áreas 

aún pendientes de exploración, con el objetivo de fomentar nuevas investigaciones 

en la materia. 

 

2. Sustento normativo de los derechos económicos, sociales, culturales y 

ambientales de la población en general y de las personas adultas 

mayores 

 

El fundamento normativo para asegurar la satisfacción de los derechos 

económicos, sociales y culturales de toda persona se encuentra en la Declaración 

Universal de Derechos Humanos, particularmente en su artículo 22, que destaca 

esta necesidad (ONU 1948). 

 

El Artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales establece que los Estados se comprometen a adoptar medidas, 

especialmente económicas y técnicas, utilizando al máximo los recursos disponibles 

y las medidas legislativas, para lograr la plena efectividad de estos derechos. Esto 

debe hacerse sin discriminación alguna, asegurando igualdad de condiciones para 

todas las personas (ONU 1966). 
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A nivel regional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos reitera 

el compromiso de los Estados de adoptar las medidas legislativas necesarias, 

conforme a sus procedimientos constitucionales, para hacer efectivos los derechos 

económicos, sociales y culturales, así como sus libertades (CIDH 2025, Art. 26). 

 

Por su parte, el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos en materia de derechos económicos, sociales y culturales, 

conocido comúnmente como “Protocolo de San Salvador”, es el instrumento 

vinculante que reitera el compromiso de los Estados de adoptar medidas, 

especialmente económicas y técnicas, utilizando al máximo los recursos 

disponibles, a fin de lograr progresivamente, de conformidad con su legislación 

interna, la plena efectividad de los derechos económicos, sociales, culturales y 

ambientales. Cabe mencionar que el Artículo 17 de este Protocolo ordena la 

protección de las personas adultas mayores (CIDH 1988). 

 

Después de haber apuntado las normas y principios de los derechos 

económicos, sociales, culturales y ambientales (en adelelante: DESCA) que aplican 

a todas las personas, es preciso destacar el sustento normativo en el corpus juris 

del Derecho Internacional de los Derechos Humanos en relación con los DESCA de 

las personas adultas mayores. 

 

En el sistema universal de derechos humanos, hasta la fecha, no existe un 

instrumento vinculante que garantice específicamente los derechos humanos de las 

personas adultas mayores. Sin embargo, en América Latina y el Caribe (en 

adelante: “la Región”), desde 2015 se promulgó la Convención Interamericana 

sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, la cual es 

vinculante para México desde abril de 2023. Esta Convención establece 

normativamente las obligaciones respecto a los DESCA de las personas adultas 

mayores. 
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Cabe mencionar que el corpus juris, además de estar compuesto por 

instrumentos internacionales sustantivos, incluye diversos efectos jurídicos, tales 

como tratados, convenios, resoluciones y declaraciones. Estos forman parte del soft 

law, ya que carecen de fuerza legal obligatoria, pero tienen un impacto significativo 

en la formulación y aplicación de políticas públicas y leyes (Corte IDH 2022, 22). 

Entre estos instrumentos, destacan en el ámbito universal la Declaración Política y 

el Plan de Acción Internacional de Madrid sobre el Envejecimiento, promulgados en 

2002. En el ámbito regional, sobresalen las Declaraciones de Brasilia, del 

Compromiso de Puerto España, de Asunción y, más recientemente, de Santiago. 

 

Igualmente, importantes son los documentos precedentes desarrollados por 

la Organización de las Naciones Unidas, tales como el Plan de Acción Internacional 

de Viena sobre el Envejecimiento de 1982, los Principios de las Naciones Unidas 

en favor de las Personas de Edad de 1991 y la Proclamación sobre el 

Envejecimiento de 1992. Por su parte, la CEPAL ha desempeñado un papel central 

en el desarrollo de la Estrategia Regional de Implementación para América Latina y 

el Caribe del Plan de Acción Internacional de Madrid sobre el Envejecimiento, 

formulada en 2003, y la Carta de San José sobre los Derechos de las Personas 

Mayores de América Latina y el Caribe desde 2012. 

 

Adicionalmente, es necesario considerar la información desarrollada por el 

Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Este órgano, facultado 

para supervisar la aplicación del Pacto que sustenta dichos derechos, interpreta la 

aplicación de los componentes y elementos esenciales de estos derechos, 

particularmente concentrados en su Observación General número 6 dedicada a la 

población adulta mayor. 

 

Además, es fundamental revisar el desarrollo y las aportaciones en la materia 

que surgen de otros mecanismos tanto del sistema universal como del 

interamericano. Esto incluye las recomendaciones de los informes anuales de la 

Experta Independiente sobre los derechos humanos de las personas de edad de las 



AÑO 1, NÚM. 1, ENERO – JUNIO 2026   REVISTA UNIVERSITARIA DE DERECHOS HUMANOS 

 

 130 

Naciones Unidas, así como el informe emitido en 2023 por la Relatoría sobre los 

Derechos de las Personas Mayores del Sistema Interamericano. 

 

Una contribución significativa proviene del Centro Latinoamericano y 

Caribeño de Demografía (CELADE), una división de la Comisión Económica para 

América Latina y el Caribe (CEPAL), cuyo trabajo se centra en el análisis de la 

dinámica demográfica y su vínculo con el desarrollo económico y social, con 

especial énfasis en el estudio del envejecimiento poblacional. 

 

Lo anterior constituye la base para la identificación de estándares y 

directrices en materia de derechos humanos, que sirven como fuente de información 

para la sistematización de lo que se ha denominado “criterios de política pública” o 

simplemente “criterios” que se presentan en la investigación citada. Al hablar de 

criterios, se hace referencia a las conceptualizaciones que clarifican los 

componentes de los derechos humanos, desarrollados a partir de las justificaciones 

del corpus juris del derecho internacional de los derechos humanos, el cual incluye 

la normativa, la jurisprudencia y la doctrina de los sistemas universal e 

interamericano (Arriaga 2024, 3). Entendiendo por estándar “…al conjunto de 

pautas, principios y reglas orientadoras que constituyen la base sobre la cual se fija 

el contenido de los compromisos asumidos por los Estados en materia de derechos 

sociales y que fijan un corpus que permite no solo desarrollar con precisión el 

alcance de las obligaciones concernientes al derecho social en cuestión, sino que 

también aporta elementos comunes en los procesos de verificación de 

cumplimiento, fiscalización y evaluación de las políticas y acciones que se han 

adoptado para la satisfacción de tales derechos (Pautassi Laura, 2010)” (Pérez 

2024, 5). 

 

3. Enfoque y metodología implementada para la evaluación del 

cumplimiento y seguimiento de los DESCA de las personas adultas 

mayores. 
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La metodología de la investigación a la que se refiere este artículo emplea el 

enfoque basado en derechos humanos como marco conceptual. Se trata de un 

marco conceptual integral necesario para la garantía de los derechos humanos, que 

ha sido recomendado por la Experta Independiente sobre los derechos humanos de 

las personas mayores en 2021 (ONU-EI 2021, 77) y recientemente, por la Dra. 

Montes de Oca, consultora de la CEPAL (2024, 9), para diseñar e implementar 

políticas públicas que sitúen a las personas mayores en el centro de las acciones 

del Estado. 

 

Desde 2017, la maestra Pérez ha destacado este enfoque como un eje 

fundamental en la formulación de políticas públicas, aportando elementos clave en 

cuanto a sus objetivos, contenidos, procesos de gestión, estructura institucional y la 

incorporación de la ciudadanía. Esta perspectiva tiene como propósito consolidar 

una cultura basada en los derechos, en la que las y los servidores públicos actúen 

con conciencia y coherencia respecto a su responsabilidad gubernamental, 

mientras que la población cuente con los conocimientos y herramientas necesarias 

para identificar, ejercer y exigir el cumplimiento de sus derechos de manera activa 

(Pérez 2017). 

 

En esta investigación, se consideró pertinente complementar el enfoque 

previamente mencionado con una metodología basada en indicadores, utilizada de 

manera consistente en diversos instrumentos del Sistema Interamericano para 

evaluar el cumplimiento de los derechos humanos. Esta metodología se estructura 

en tres categorías conceptuales: (i) recepción del derecho, (ii) contexto financiero y 

compromiso presupuestario, y (iii) capacidades estatales. Asimismo, incorpora tres 

principios transversales: (iv) igualdad y no discriminación, (v) acceso a la justicia y 

(vi) acceso a la información y participación. De este modo, los estándares y criterios 

en los que se fundamenta garantizan una integración coherente con el enfoque 

basado en derechos humanos. 
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Con el propósito de organizar la información contenida en el sustento 

normativo mencionado en el apartado anterior, la clasificación de los estándares y 

criterios se realiza a partir de los tres principios transversales ya señalados y las 

cuatro categorías que se describen a continuación: 

 

Armonización legislativa y normativa 

Esta categoría implica el compromiso explícito del Estado en la formulación 

y adaptación de regulaciones que no solo reconozcan, sino que también garanticen 

el cumplimiento equitativo de todos los derechos humanos, en conformidad con los 

tratados internacionales. La relevancia de este compromiso radica en la capacidad 

del marco legal para respaldar la exigibilidad de cada derecho reconocido. 

 

Normas y principios rectores basados en derechos humanos 

Esta categoría establece un conjunto de principios fundamentales orientados 

a la protección efectiva de los derechos humanos, asegurando que las disposiciones 

normativas se traduzcan en acciones concretas y aplicables que salvaguarden la 

dignidad humana. Dichos principios incluyen la disponibilidad, el acceso, la 

adaptabilidad y la calidad de los servicios y derechos garantizados. 

 

Institucionalidad y capacidades estatales 

El respeto y garantía de los derechos humanos requieren la consolidación de 

capacidades estatales concretas. En este sentido, el Estado debe diseñar e 

implementar políticas públicas efectivas, sustentadas en una infraestructura 

institucional robusta, con autoridad explícita, recursos financieros y humanos 

adecuados, así como mecanismos eficientes de supervisión y cumplimiento. 

 

Programas y medidas 

Esta última categoría se refiere a la implementación de programas y 

estrategias específicas por parte del Estado, orientadas a garantizar de manera 

integral el ejercicio efectivo de los derechos humanos para toda la población. 
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4. Estándares y criterios de política pública para la garantía de los 

derechos económicos, sociales, culturales y ambientales de las 

personas mayores 

 

En esta sección se presenta un conjunto de estándares internacionales 

derivados del corpus juris de derechos humanos, los cuales establecen los 

componentes esenciales de diversos derechos aplicables a la población adulta 

mayor, tales como el derecho a la alimentación, la salud, el trabajo, los derechos 

sindicales, la seguridad social, la educación, la cultura, el medio ambiente, la 

vivienda y el cuidado. 

 

La organización de estos estándares se complementa con los criterios 

mencionados en secciones anteriores, conformando un conjunto de directrices 

amplias para la planificación de políticas públicas nacionales. Dichas directrices 

sirven para construir un piso mínimo para garantizar los Derechos Económicos, 

Sociales, Culturales y Ambientales (DESCA) de la población adulta mayor, 

estableciendo así una base para su medición en el contexto mexicano. Se 

recomienda la revisión del estudio completo de donde se desprende este artículo 

para un conocimiento integral de estos estándares y criterios (Arriaga 2025, 

Apartado III Secciones B, C y D). 

 

Entre los estándares y criterios esenciales más relevantes en cuanto a los 

principios transversales para garantizar los DESCA de las personas adultas 

mayores, se destaca la importancia del principio de igualdad y no discriminación 

como un factor esencial para el ejercicio pleno de los derechos humanos de este 

grupo. Es fundamental que el Estado cumpla con los compromisos establecidos en 

la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las 

Personas Mayores, particularmente en los artículos 4º y 5º. Se subraya, además, la 

necesidad de combatir el edadismo y la discriminación por edad, prácticas que 

vulneran los derechos de las personas mayores y conducen a otras violaciones. Se 
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entiende por edadismo: “El edadismo surge cuando se utiliza la edad para clasificar 

y dividir a las personas de una forma que comporta un daño, desventaja o injusticia, 

y que erosiona la solidaridad intergeneracional. (...) El edadismo es un fenómeno 

social polifacético que la Organización Mundial de la Salud (OMS) define como los 

estereotipos, los prejuicios y la discriminación contra otras personas o autoinfligido 

por razones de edad...”. (OPS 2021, 2). La Convención señala que la marginación 

y la exclusión afectan tanto las identidades sociales como personales, fomentando 

la discriminación por edad. Por tanto, el Estado debe asegurar que la legislación 

contemple una definición amplia de discriminación, que considere la discriminación 

múltiple e interseccional, evitando cualquier justificación que perpetúe prejuicios.  

Es esencial garantizar la participación activa de las personas adultas 

mayores en la familia, la comunidad y la sociedad, promoviendo su involucramiento 

en la planificación, formulación y evaluación de políticas públicas, programas y 

presupuestos, así como en los procesos de consulta y rendición de cuentas. 

Especial atención debe prestarse a la inclusión de las mujeres adultas mayores en 

estos procesos, para evitar su exclusión en el ejercicio de sus derechos humanos. 

Asimismo, es necesario fomentar la participación de las personas mayores en 

actividades intergeneracionales, permitiéndoles compartir sus conocimientos, 

valores y habilidades. Se debe también promover su integración en mercados 

laborales inclusivos y en actividades educativas, culturales y recreativas, 

favoreciendo la adopción de sistemas de cuidado comunitarios en lugar de la 

institucionalización. Adicionalmente, se debe propiciar la inclusión digital y la 

participación de las personas mayores en la gestión de crisis climáticas y desastres. 

Finalmente, se debe valorar las contribuciones de las personas mayores al 

desarrollo de las familias y las comunidades, reconociendo su experiencia en la 

protección del medio ambiente y la recuperación de desastres, asegurando su 

participación en decisiones sobre la explotación de recursos públicos. 

En cuanto al principio de acceso a la información, los hallazgos resaltan la 

obligación del Estado de garantizar el derecho de las personas mayores al 
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consentimiento previo, libre e informado en intervenciones médicas y cuidados 

paliativos. También se enfatiza la importancia de la educación sobre patologías, así 

como el acceso a información relacionada con la salud y nutrición, y la necesidad 

de proporcionar acceso a las tecnologías de la información y la comunicación, 

abordando la difusión de información inexacta o pseudocientífica. Es crucial 

establecer un sistema de información que incluya indicadores específicos para 

monitorear la situación de las personas mayores, además de prepararlas para 

enfrentar emergencias mediante planes de evacuación adecuados.. 

 

El principio de acceso a la justicia exige que los Estados garanticen a las 

personas mayores un recurso efectivo frente a violaciones de sus derechos 

humanos, proporcionándoles protección y acceso rápido a servicios sociales y 

jurídicos. Esto implica un trato preferencial en la tramitación de casos, la promoción 

de mecanismos alternativos de resolución de conflictos y la capacitación del 

personal judicial y de seguridad en relación con los derechos de las personas 

mayores. Es fundamental contar con jueces competentes e imparciales que 

aseguren que las personas mayores sean escuchadas de manera justa y en plazos 

razonables, con ajustes procesales adecuados para evitar la discriminación por 

edad. Asimismo, se debe penalizar el abuso, maltrato, explotación y discriminación 

contra este grupo, promoviendo mecanismos de denuncia y ofreciendo acceso a 

recursos legales y reparación. Es igualmente crucial prevenir y sancionar el trato 

médico inadecuado y los abusos en instituciones de cuidado. En lo que respecta a 

las mujeres mayores, se deben tomar medidas para abordar las desigualdades de 

género que agravan su vulnerabilidad y aumentan los riesgos de violencia. Es 

necesario fortalecer la legislación, administración y formación del personal para 

garantizar el acceso equitativo a la justicia, crear espacios seguros y promover la 

visibilidad de los derechos de las personas mayores. 

 

Los estándares y criterios identificados en relación con las normas y políticas 

públicas destacan la imperiosa necesidad de que el Estado implemente medidas en 

las cuatro áreas clave abordadas a continuación: 
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En cuanto a la armonización legislativa y normativa, se identifica la necesidad 

de revisar y modificar leyes y prácticas discriminatorias que afectan a las personas 

mayores, como la exclusión de servicios esenciales, la negación de nutrición o la 

segregación en el acceso a salud, educación, seguridad social y otros servicios. Es 

fundamental promover leyes que protejan a las personas mayores, especialmente 

a las mujeres, de la discriminación por edad, así como erradicar prácticas 

consuetudinarias perjudiciales. También se deben regular las prácticas de 

explotación comercial que afectan a este grupo, reconocer su trabajo no 

remunerado en el sistema de protección social y fomentar su inclusión laboral, 

incluso después de la jubilación, mediante marcos legales flexibles en cuanto a 

jornada laboral y edad de jubilación. Es esencial proteger a las personas mayores 

en instituciones de salud y servicios de cuidado a largo plazo, garantizando que los 

responsables respondan legalmente por maltratos. Además, se requiere una 

reforma de los sistemas de pensiones que aborden cuestiones de género y 

compensen el trabajo de cuidado no remunerado. También se deben reconocer los 

derechos de las personas mayores migrantes y mejorar los marcos jurídicos 

nacionales y subnacionales para garantizar sus derechos, incorporando enfoques 

de derechos humanos, género e interculturalidad, y protegiendo a los mayores en 

situaciones de desastre. 

 

Los hallazgos sobre la disponibilidad de servicios y bienes esenciales 

subrayan la necesidad de garantizar el acceso de las personas adultas mayores a 

una alimentación adecuada, atención médica especializada, medicamentos 

esenciales y servicios de salud integrales, incluidos cuidados paliativos. Es crucial 

proporcionar servicios accesibles, tanto física como económicamente, y fomentar el 

acceso equitativo a agua potable, saneamiento y energía renovable. Asimismo, se 

debe crear un entorno urbano y rural que favorezca su participación activa en la 

sociedad, promoviendo su acceso a actividades educativas, culturales, recreativas 

y laborales. También es esencial garantizar el acceso a vivienda adecuada, recursos 

económicos y servicios de asistencia domiciliaria y cuidado a largo plazo, 
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reconociendo y apoyando el trabajo de cuidado no remunerado, especialmente en 

mujeres mayores. Además, se requiere adaptar los espacios y servicios a sus 

necesidades cambiantes, asegurando que puedan vivir en entornos seguros y 

adecuados a sus capacidades. 

 

En cuanto a la institucionalidad y capacidades estatales, los hallazgos 

enfatizan la necesidad de fortalecer los servicios médicos y sociales especializados, 

como la atención preventiva y curativa, los cuidados paliativos y la atención a 

enfermedades crónicas y degenerativas. Es fundamental implementar planes de 

salud enfocados en el envejecimiento, proporcionando diagnósticos y tratamientos 

tempranos. Además, se requiere un sistema integral de cuidados que incluya 

atención domiciliaria, cuidados a largo plazo y servicios de salud mental, con 

personal especializado y programas de capacitación. El fortalecimiento de la 

seguridad social y la inclusión de las personas mayores en los sistemas de 

protección social, pensiones y apoyos económicos son fundamentales, 

especialmente para quienes carecen de ingresos. 

 

Es esencial desarrollar políticas públicas intersectoriales que aborden la 

salud, la prevención y atención de enfermedades en todas las etapas de la vida, así 

como los cuidados paliativos y la rehabilitación, promoviendo un envejecimiento 

activo y saludable. Estas políticas deben fomentar un estilo de vida productivo, el 

acceso a empleo digno e inclusión laboral de las personas mayores, con un enfoque 

especial en la igualdad de oportunidades y la protección social de las mujeres. 

 

Finalmente, los programas deben abordar las necesidades alimentarias, 

nutricionales y de salud de las personas mayores, incluyendo prevención, atención, 

rehabilitación, cuidados físicos y mentales, así como acceso a medicamentos y 

ayudas técnicas. Es esencial promover la reintegración laboral de las personas 

mayores, con formación y prevención de accidentes. Además, deben desarrollarse 

programas educativos sobre envejecimiento e inclusión digital, y fomentar su 

participación en actividades recreativas y culturales. Se debe adaptar la vivienda 
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para el envejecimiento, mejorar la protección social y asegurar recursos para el 

cuidado, especialmente en casos de deterioro cognitivo y cuidados paliativos. 

También es necesario ofrecer apoyo a las familias cuidadoras y programas de 

autoayuda entre mayores, investigar la brecha digital y combatir las violencias 

dirigidas a esta población. 

 

5. Medición de los DESCA de las personas adultas mayores en México y 

sus principales hallazgos 

 

Este apartado expone los hallazgos clave derivados de una revisión inicial 

relevante del Apartado IV de la Investigación sobre los derechos económicos, 

sociales, culturales y ambientales (DESCA) de las personas adultas mayores, 

simplificando la presentación de los datos (Arriaga, 2025), aunque no exhaustiva, 

de indicadores que proporcionan información sólida y confiable sobre los esfuerzos 

del Estado mexicano para garantizar los derechos económicos, sociales, culturales 

y ambientales de la población adulta mayor. Las fuentes consultadas refieren 

principalmente al Sistema Nacional de Evaluación de Derechos Humanos (SNEDH), 

que incluye 60 indicadores cuantitativos y 9 cualitativos —que forman parte del 

último informe que rinde cuentas al Grupo de Trabajo del Protocolo de San 

Salvador—, algunos de los cuales se han retomado en este análisis. También se 

han considerado indicadores basados en datos obtenidos por el INEGI a través de 

la Encuesta Nacional sobre Discriminación (ENADIS). 

 

Es relevante destacar que la información presentada debe interpretarse de 

manera crítica, ya que las variaciones observadas o las aparentes "mejoras" pueden 

estar influenciadas por el alto índice de mortalidad registrado en la población adulta 

mayor hacia 2022. De acuerdo con el INEGI, el 65.2% de las muertes atribuidas al 

COVID-19 correspondieron a este grupo etario, lo que equivale a 25,109 

fallecimientos. En el mismo año, la población de 65 años o más concentró el mayor 

número de defunciones, acumulando 497,488 muertes, lo que representa el 58.7% 

de los 847,716 decesos totales registrados, siendo este el grupo de edad con las 
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tasas específicas de defunción más altas por cada 100 mil habitantes (5,995 y 

4,714, respectivamente) entre 2021 y 2022. 

 

El Cuadro 1 presenta la medición de 14 indicadores. Para facilitar su 

interpretación, se han incluido dos columnas que reflejan la variación de la 

información en términos relativos y absolutos, acompañadas de símbolos y una 

codificación de colores basada en un sistema de semaforización. El análisis del 

comportamiento de cada indicador se realizará con base en la clave 

correspondiente, ubicada en la primera columna. 

Cuadro 1. Concentrado de indicadores sobre DESCA de la población adulta 

mayor en México 

 

Notas: 
a) La información corresponde a la población de 65 años y más, salvo en el caso del 
penúltimo indicador (clave SSdP02a), que se refiere a las personas de 60 años y 
más. 
b Con el fin de facilitar la consulta, se incluye la clave utilizada para clasificar los 
indicadores dentro del Sistema Nacional de Evaluación de Derechos Humanos. 
c La denominación del indicador ha sido abreviada en el cuadro; no obstante, los 
porcentajes, tasas y cobertura corresponden a la población de 65 años y más. 
d Para una correcta interpretación de los datos, en la columna “Unidad” se especifica 
si la información se presenta en miles o millones de personas, o bien, en el número 
de horas semanales promedio. 
e La brecha en el tiempo semanal dedicado a los quehaceres domésticos se calcula 
con base en la diferencia entre las horas promedio que los hombres y las mujeres 
destinan a estas actividades. En el apartado de población, se indica el tiempo 
promedio semanal que las mujeres de 60 años y más dedican a las tareas 
domésticas. 

Clave 
b

Denominación 
c

Año % Año % Año Pobl Año Pobl

AaR02n Porcentaje con carencia de acceso a la alimentacion 2016 20.0% 2022 15.0% 5.0% 2016 1.9 2022 1.9 Millones 0           

AaR05b Porcentaje en situación de pobreza extrema 2016 8.5% 2022 4.8% 3.7% 2016 805.6 2022 601.7 Miles 203.9

EaR06n Porcentaje con carencia por rezago educativo 2016 56.9% 2022 49.1% 7.8% 2016 5.4 2022 5.8 Millones 0.5

EdR04a Porcentaje hablante de lengua indígena que terminó la primaria 2010 5.8% 2020 10.5% 4.8% 2010 39.8 2020 95.3 Miles 55.5

TaR02a Tasa de desocupación por cada 1000 habitantes 2010 1.6% 2021 1.4% 0.2% 2010 34.7 2021 33.13 Miles 1.6

TaR05a Porcentaje con ingresos inferiores a dos salarios mínimos 2017 66.4% 2021 75.3% 8.9% 2017 1.8 2021 2.2 Millones 0.5

UaR01 Tasa de sindicalización de personas subordinadas y remuneradas 2017 9.6% 2021 12.6% 3.0% 2017 811 2021 838 Miles 27

SScR01n Porcentaje con carencia por acceso a la seguridad social 2016 41.1% 2022 20.8% 20.3% 2016 3.9 2022 2.6 Millones 1.3

SSaP05 Cobertura del Programa de Pensión para Adultos Mayores 2010 31.7% 2021 96.4% 64.7% 2010 2.2 2021 9.8 Millones 7.6

ScR01n Porcentaje con carencia por acceso a servicios de salud 2016 9.5% 2022 29.4% 19.9% 2016 0.9 2022 3.7 Miles 2.8

VaP03a Porcentaje con carencia por acceso a los servicios básicos en la vivienda 2016 18.2% 2020 17.3% 0.9% 2016 1.7 2020 2.1 Miles 0.3

McR01 Porcentaje con agua entubada dentro de la vivienda o predio 2010 87.8% 2020 96.8% 9.0% 2010 6.1 2020 9.9 Millones 3.9

SSdP02a Brecha en el tiempo semanal dedicado a quehaceres domésticos 
e

2009 20.9 2019 20.0 1.0 2009 35.8 2019 35.8 Horas 0

ZiP02 Porcentaje que considera que la toma de decisiones públicas es inclusiva 
f

2020 67.5% - - N.A. 2020 7.2 - - Millones N.A.

Dato inicial Dato final
Variación Variación

Dato inicial Dato final
Unidad 

dPoblación de 65 años y más 
a
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f En 2020 se recopiló por primera vez la información correspondiente al indicador 
ZiP02. Una vez que se disponga de datos para otro año, será posible estimar su 
variación. 
Fuente: Elaboración propia con información del Sistema Nacional de Evaluación de 
Derechos Humanos. (SEGOB, s.f). 
 

Garantizar el acceso a la alimentación constituye una prioridad fundamental 

para el Estado mexicano, requiriendo una atención inmediata. En este sentido, el 

indicador AaR02n evidencia avances significativos en el periodo 2016-2022, 

reflejados en la disminución del porcentaje de personas adultas mayores en 

situación de carencia alimentaria del 20% al 15%. No obstante, esta problemática 

persiste, ya que, en 2022, cerca de 2 millones de personas de 65 años o más 

seguían enfrentando esta condición, lo que subraya la necesidad de fortalecer las 

políticas públicas para su erradicación. 

 

La reducción de la pobreza extrema en la población adulta mayor representa 

un desafío crucial, dado que cualquier forma de privación — como ingresos 

insuficientes para cubrir la canasta básica y la presencia de al menos tres carencias 

sociales (rezago educativo, acceso limitado a servicios de salud, falta de seguridad 

social, condiciones inadecuadas de vivienda y deficiencias en la alimentación) —

vulnera sus derechos económicos, sociales, culturales y ambientales. En este 

contexto, el indicador AaR05b muestra una disminución significativa de casi cuatro 

puntos porcentuales; sin embargo, para 2022, alrededor de 602 000 personas 

mayores seguían en situación de pobreza extrema, lo que resalta la urgencia de 

diseñar estrategias más eficaces para combatir esta condición. 

 

Desde una perspectiva educativa, el acceso insuficiente o la falta de 

conclusión de los niveles educativos obligatorios constituye un rezago significativo 

que limita el ejercicio pleno de diversos derechos humanos. El indicador EaR06n 

muestra una disminución porcentual del rezago educativo; sin embargo, en términos 

absolutos, la problemática ha aumentado. Mientras que en 2016 se registraban 5.4 

millones de personas en esta situación, en 2022 la cifra ascendió a 5.8 millones. 
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En cuanto a la población alfabetizada hablante de lengua indígena de 65 

años y más, el indicador EdR04a evidencia un avance relevante en el transcurso de 

una década. La proporción de personas mayores que completaron la educación 

primaria pasó del 5.8% en 2010 al 10.5% en 2020, lo que equivale a un incremento 

de aproximadamente 55,500 personas. Este progreso puede interpretarse como un 

logro en términos de movilidad intergeneracional educativa o como una mejora en 

la preservación y el aprendizaje de lenguas indígenas entre las nuevas 

generaciones. No obstante, para determinar con precisión las causas subyacentes, 

se requiere un análisis más profundo que excede los alcances de este estudio. 

 

En materia laboral, resulta esencial examinar la tasa de desocupación en este 

grupo etario. Según el indicador TaR02a, este porcentaje ha presentado variaciones 

constantes a lo largo del tiempo, manteniéndose en aproximadamente 33 000 

personas. Este dato refleja el número de adultos mayores que, pese a no contar con 

empleo, se encontraban en búsqueda activa de trabajo. 

Asimismo, el indicador TaR05a muestra un incremento de 8 puntos 

porcentuales en la proporción de personas adultas mayores que perciben ingresos 

inferiores a dos salarios mínimos entre 2017 y 2021. Como se muestra en el Cuadro 

1, en 2021 más de dos millones de adultos mayores empleados se encontraban en 

esta situación, lo que evidencia una condición de precariedad laboral que debe ser 

considerada en el diseño de políticas públicas dirigidas a este sector. 

 

Por otro lado, el indicador UaR01 muestra la evolución de la tasa de 

sindicalización entre trabajadores subordinados y remunerados de 65 años o más, 

la cual ha experimentado un incremento progresivo, al pasar del 9.6 % en 2017 al 

12.6 % en 2021. Este aumento representa aproximadamente 27 millones de 

personas adicionales sindicalizadas dentro de este grupo etario, alcanzando un total 

de 838 millones de personas en 2021. 

 

El acceso a los servicios de seguridad social constituye un aspecto 

fundamental para el bienestar de la población adulta mayor. Se considera una 
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carencia en este ámbito cuando las personas no tienen acceso a las prestaciones 

establecidas en el artículo 2.° de la Ley de Seguridad Social o en normativas 

equivalentes, incluyendo servicios de salud, protección de los medios de 

subsistencia, asistencia médica, servicios sociales y derecho a una pensión. 

 

Para la población económicamente activa, esta carencia se manifiesta en la 

falta de acceso a dichas prestaciones. En el caso de personas trabajadoras no 

asalariadas o independientes, la problemática radica en la dificultad para afiliarse 

voluntariamente al régimen obligatorio del IMSS y en la ausencia de un sistema de 

ahorro para el retiro (SAR) o una Afore. De manera más general, esta carencia 

afecta a quienes no cuentan con una jubilación o pensión y a aquellas personas 

que, aun siendo beneficiarias de programas de pensión, reciben un monto inferior 

al promedio del valor de la canasta alimentaria. 

 

El indicador SScR01n evidencia una reducción significativa en la proporción 

de adultos mayores sin acceso a la seguridad social, al disminuir del 41.1 % en 2016 

al 20.8 % en 2022, lo que representa aproximadamente 2.6 millones de personas 

en esta situación en 2022. Este avance podría estar relacionado con la ampliación 

de la cobertura del Programa de Pensión para Adultos Mayores, como lo indica el 

indicador SSaP05. En 2010, dicho programa beneficiaba al 31.7 % de las personas 

de 65 años o más, mientras que, para 2021, su cobertura se extendió al 96.4 % de 

esta población, alcanzando a 9.8 millones de beneficiarios en este último año. 

 

El acceso a los servicios de salud también ha mostrado una tendencia 

preocupante, con un aumento progresivo en la población adulta mayor que carece 

de afiliación a instituciones públicas o privadas de salud. Según el indicador 

ScR01n, en 2016, el 9.5% de este grupo poblacional enfrentaba esta situación; sin 

embargo, para 2022, la cifra se incrementó en casi 20 puntos porcentuales, 

afectando a al menos 3.7 millones de personas en 2022. 
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En cuanto a las condiciones de vivienda, la falta de acceso a servicios 

básicos sigue siendo un problema significativo. Según el indicador VaP03a, en 

2017, al menos 1.7 millones de adultos mayores carecían de servicios esenciales 

como agua potable, electricidad o drenaje adecuado. Para 2020, esta cifra aumentó 

a más de 2.1 millones de personas. 

 

Dentro de estos servicios básicos, el acceso al agua potable es 

particularmente crucial. El indicador McR01 revela que, en 2020, el 96.8% de las 

personas de 65 años o más disponía de este recurso dentro de su vivienda o predio, 

lo que representa aproximadamente 10 millones de personas. No obstante, el 3.2% 

restante (328,563 personas) aún carecía de este servicio, evidenciando una 

necesidad urgente de atención. 

 

Desde una perspectiva de género, el análisis del tiempo dedicado a las tareas 

domésticas por personas de 60 años o más constituye un aspecto fundamental. El 

indicador SSdP02a muestra que, aunque la brecha en el número promedio de horas 

destinadas por hombres y mujeres se ha reducido ligeramente durante una década 

(en solo una hora), en 2019 la diferencia seguía siendo considerable, con una 

disparidad de 20 horas semanales en perjuicio de las mujeres. En ambos años de 

estudio, las mujeres dedicaban en promedio 35.8 horas semanales a estas labores. 

Finalmente, la participación de los adultos mayores en la toma de decisiones 

públicas se refleja en el indicador ZiP02, el cual revela que, en 2020, el 67.5% de la 

población encuestada percibía que el gobierno tomaba en cuenta sus opiniones 

para la formulación de políticas. 

 

Estos indicadores reflejan la importancia de continuar fortaleciendo las 

estrategias gubernamentales para garantizar el bienestar de la población adulta 

mayor, en cumplimiento de los compromisos internacionales del Estado mexicano 

en materia de derechos humanos. 
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Continuando con el análisis, la Gráfica 1 revela que, en 2022, del total 

nacional de personas de 60 años y más (16,942,893), un 45.5% (7.7 millones de 

personas) identificó el ámbito de la salud como el espacio donde se produjo en gran 

medida la negación de sus derechos económicos, sociales, culturales y 

ambientales, debido a la falta de atención médica y medicamentos en los últimos 

cinco años, siendo las mujeres el grupo más afectado (46.8%). 

 

Un segundo ámbito donde se reportó la negación de derechos corresponde 

a la seguridad social, específicamente en términos de la recepción de apoyo de 

programas sociales (33.3%, es decir, 5.6 millones), siendo nuevamente las mujeres 

quienes reportaron esta negación en mayor proporción (38.7%). 

 

En cuanto al derecho al trabajo, se negó a un 25.6% la posibilidad de 

conseguir un empleo u obtener un ascenso, afectando a 4.3 millones de personas, 

siendo en este caso los hombres los más afectados (33.8%). 

 

Gráfica 1. Población de 60 años y más a la que le fue 

negado alguno de sus derechos injustificadamente en 

los últimos 5 años (2022) 

 

Fuente: INEGI, Encuesta Nacional sobre Discriminación 

(ENADIS) 2022: Resultados generales (INEGI, 2022, 108). 
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En la misma Gráfica 1, se observa, aunque en menor proporción, la negación 

de atención o servicios que experimentaron el 24.5% de las personas adultas 

mayores (aproximadamente 4 millones) al acudir a alguna oficina gubernamental; 

siendo los hombres los más afectados (27.3%). De manera similar, el 16.9% de los 

hombres que solicitaron un crédito, préstamo o tarjeta, o aquellos a quienes se les 

negó la entrada o permanencia en algún establecimiento comercial, centro 

comercial o banco (9.1%), también enfrentaron esta situación. Asimismo, el 2.5% 

de los hombres experimentó la denegación al intentar rentar un lugar para vivir. 

 

Por otro lado, la Gráfica 2 evidencia que, en México, la discriminación hacia 

las personas de 60 años o más, derivada de múltiples factores, constituye una 

problemática de gran relevancia que requiere una intervención inmediata. Resulta 

imperativo abordar este fenómeno con celeridad a fin de evitar la vulneración 

sistemática de los DESCA, así como de otras libertades fundamentales de esta 

población. 

 

Gráfica 2. Porcentaje de la población de 60 años y más 

que declaró haber sido discriminada en los últimos 12 

meses, por motivo 

 

Notas: Para el caso de 2017, la información se refiere al periodo de agosto de 2016 

a octubre de 2017; mientras que para 2022, se refiere al periodo de julio de 2021 a 
septiembre de 2022. 
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La suma de los porcentajes supera el 100% debido a la existencia de casos en los 
que se reportaron múltiples motivos de discriminación. 
Fuente: (INEGI 2022, 110). 

 

Según los datos de la Encuesta Nacional sobre Discriminación (ENADIS) de 

2017 y 2022, la prevalencia de discriminación hacia las personas de 60 años y más 

ha disminuido ligeramente entre ambos periodos, pasando de 18.3% en 2017 a 

17.9% en 2022. En términos absolutos, esta situación afectó a 303,277,785 

personas en 2022. El principal motivo de discriminación identificado fue la edad. En 

2017, el 55.2% de las personas adultas mayores que reportaron haber sido 

discriminadas atribuyeron esta situación a su edad, mientras que en 2022 este 

porcentaje disminuyó a 39.2%. 

 

En 2022, otros factores de discriminación, aunque menos frecuentes, 

incluyeron motivos como opiniones políticas (24.8%, equivalentes a 75.2 millones 

de personas), manera de hablar (20.7%, 62.8 millones), forma de vestir o arreglo 

personal (17.3%, 52.5 millones), condición de discapacidad (13.3%, 40.3 millones) 

y estado de salud (12%, 36.4 millones). También se reportaron casos relacionados 

con el estado civil, situación de pareja o familiar (6.9%, 20.9 millones), así como con 

la pertenencia a comunidades indígenas o afrodescendientes (5.1%, 15.5 millones). 

Por otro lado, algunos motivos de discriminación han mostrado una 

disminución en los últimos años, como las creencias religiosas (de 28.1% a 20.4%), 

estatura o peso (de 17% a 15.1%), lugar de residencia (de 14.5% a 13.8%), género 

(de 14.6% a 13.8%), clase social (de 14% a 10.9%), tono de piel (de 12.5% a 9.6%) 

y orientación sexual (de 4.1% a 1.2%). 

 

Estas situaciones representan desafíos significativos que demandan una 

atención más focalizada y efectiva. 

 

Con base en los datos derivados de los 16 indicadores seleccionados, es 

posible afirmar que México ha registrado avances relevantes en la garantía de los 

Derechos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales (DESCA) para las 
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personas adultas mayores. No obstante, aún persisten desafíos sustanciales que 

dificultan el ejercicio pleno de estos derechos en este grupo poblacional. 

 

En lo que respecta a los principios transversales, es indispensable continuar 

fortaleciendo la igualdad y la no discriminación, ya que constituyen condiciones 

fundamentales para el disfrute, garantía y exigibilidad de los DESCA. Un hito 

significativo alcanzado hasta el año 2022 fue la disminución del porcentaje de 

personas adultas mayores que reportaron haber sufrido discriminación, situándose 

en 17.9%. Sin embargo, esta mejora evidencia la necesidad de seguir combatiendo 

todas las formas de discriminación, especialmente aquellas basadas en la edad, 

que se sostienen en estereotipos profundamente arraigados en las dinámicas 

sociales, organizativas e institucionales. 

 

En este marco, se vuelve prioritario capacitar adecuadamente a las y los 

funcionarios públicos responsables de la provisión de servicios médicos, 

medicamentos, programas sociales y servicios públicos, para garantizar una 

atención digna y oportuna a las personas adultas mayores. Dicha capacitación es 

crucial para evitar la negación de servicios, acto que constituye una grave 

vulneración de sus derechos. 

 

En cuanto a la participación en asuntos públicos, si bien más del 50% de las 

personas adultas mayores se perciben incluidas, un 32.5% reporta no sentirse 

representado. El inicio de una nueva administración federal representa una 

oportunidad estratégica para promover la inclusión activa de este sector en la toma 

de decisiones, en el diseño y monitoreo de políticas públicas, así como en la 

fiscalización del uso de los recursos públicos. 

 

Desde una perspectiva de política pública, se requiere el diseño e 

implementación de estrategias integrales que mejoren sustancialmente las 

condiciones de vida de las personas adultas mayores. Estas estrategias deben 

incluir medidas para garantizar el acceso a una alimentación suficiente y nutritiva, 
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reducir los niveles de pobreza extrema y superar el rezago educativo que afecta aún 

a la mitad de esta población. Particular atención merece la garantía de continuidad 

educativa para personas adultas mayores indígenas. Igualmente, es fundamental 

promover la inclusión en mercados laborales formales que les permitan percibir 

ingresos dignos —por encima de dos salarios mínimos—, y fortalecer su derecho a 

la sindicalización. 

Adicionalmente, las políticas dirigidas a este grupo deben atender las 

brechas existentes en materia de seguridad social, asegurando la continuidad del 

Programa de Pensión para el Bienestar de las Personas Adultas Mayores y 

desarrollando mecanismos eficaces que garanticen su disfrute pleno, incluyendo 

medidas de reparación y acceso a la justicia en caso de violaciones. En el ámbito 

de la salud, se debe priorizar la adscripción y afiliación de las personas mayores a 

instituciones públicas. Respecto a la vivienda, es urgente ampliar la cobertura de 

servicios básicos en los hogares habitados por esta población, como el suministro 

de agua potable, drenaje, recolección de residuos, energía eléctrica e insumos 

seguros para la preparación de alimentos. 

 

Finalmente, es imprescindible incorporar un enfoque de género que 

promueva una distribución equitativa de las tareas domésticas, aliviando la carga 

desproporcionada que enfrentan las mujeres adultas mayores. Este enfoque 

constituye un eje clave para avanzar hacia una mayor equidad y justicia social en 

todos los aspectos de la vida cotidiana de esta población. 

 

6. Del conocimiento actual a los desafíos por resolver 

 

La investigación sobre derechos económicos sociales, culturales y 

ambientales de las personas adultas mayores se configura como un documento 

detallado que sistematiza estándares e integra criterios que emergen de un proceso 

constante de reflexión y análisis tanto a nivel internacional como regional del 

Apartado V de la Investigación sobre los derechos económicos, sociales, culturales 

y ambientales (DESCA) de las personas adultas mayores (Arriaga, 2025). Se 
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incorpora la Tabla 2 para la exposición gráfica del avance en dicha investigación.. 

Dichos estándares y criterios tienen el potencial de funcionar como herramientas 

orientadoras para la elaboración de políticas públicas que garanticen el pleno 

ejercicio de los DESCA en este grupo etario. 

Para la sistematización de los estándares y criterios relacionados con los ejes 

transversales y con cada uno de los derechos que conforman los DESCA, se adoptó 

un enfoque centrado en los derechos humanos. Este enfoque permite consultar los 

datos de manera independiente mediante las fuentes referenciadas, sin omitir las 

características esenciales de interdependencia e indivisibilidad que definen a los 

derechos humanos. 

El documento se estructura a partir de la identificación de indicadores 

oficiales proporcionados por el Estado mexicano al Grupo de Trabajo del Protocolo 

de San Salvador, órgano de la Organización de los Estados Americanos encargado 

de monitorear el cumplimiento, garantía y promoción de los DESCA en la región. A 

este esfuerzo se suma la incorporación de desgloses específicos que permiten 

ofrecer una imagen más precisa sobre el grado de disfrute de estos derechos en el 

caso particular de las personas adultas mayores. Este análisis se complementa con 

los hallazgos de una encuesta nacional orientada a prevenir la discriminación. 

A pesar de la existencia de un conjunto amplio de criterios contenidos en los 

marcos normativos y en el corpus juris que respalda los DESCA, así como sus 

interpretaciones por parte de los órganos competentes, es relevante destacar que, 

debido a limitaciones temporales, se optó por seleccionar aquellos indicadores 

sustentados en información cuantitativa disponible. No obstante, se reconoce que 

la incorporación futura de indicadores cualitativos enriquecería el análisis al ofrecer 

una comprensión más contextual y detallada. También se enfatiza la importancia de 

contar con información oficial actualizada, lo cual posibilitaría una evaluación más 

precisa del nivel de cumplimiento de estos derechos durante la totalidad del sexenio 

anterior. 
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La Tabla 2 presenta un listado sistematizado de los estándares y criterios de 

política pública en materia de derechos económicos, sociales, culturales y 

ambientales (DESCA) aplicables a la población adulta mayor. Asimismo, ofrece una 

representación gráfica de los temas abordados a partir de los indicadores 

seleccionados y analizados en el apartado anterior. Estos se han clasificado según 

su estatus: en color verde, los temas analizados con base en información sólida; en 

color amarillo, aquellos parcialmente revisados a partir de la información disponible; 

y sin color, los temas aún pendientes de revisión. En los casos pertinentes, se 

requiere la operacionalización de estos aspectos mediante un conjunto de 

indicadores que permitan evaluar su nivel de cumplimiento. 

 

Tabla 2. Estándares y criterios de política pública sobre DESCA de las 

personas adultas mayores (PAM) 

PRINCIPIOS TRANSVERSALES Est
atus 

Igualdad y no discriminación 

-Calificar al edadismo y la discriminación por edad como violaciones de 
derechos humanos de las personas adultas mayores (en adelante PAM), 
así como, la marginación, la exclusión o los estereotipos. 

 

-Equiparar el nivel de escrutinio de la discriminación por edad a otras 
formas de discriminación que ya aplican. 

 

-Evitar toda discriminación fundada en la edad, en materia de empleo y 
ocupación. 

 

Participación e inclusión 

-Considerar a la PAM en la planificación, formulación, aplicación y 
evaluación de la legislación y las políticas públicas. 

  

-Participación de las mujeres adultas mayores en la planificación, 
formulación, aplicación y evaluación de la legislación y en los debates de 
las políticas públicas. 

  

-Las PAM comparten sus conocimientos, cultura, valores espirituales y 
habilidades, incluso como maestras y maestros, y transmisores de estos. 

  

-Se cuenta con movimientos, asociaciones u organizaciones de la 
sociedad civil formados por PAM. 

  

-Integración de las PAM en actividades intergeneracionales, sin prejuicios 
y estereotipos. 

  

-Uso inapropiado de etiquetas para dirigirse a las PAM considerándolas: 
un grupo frágil, vulnerable, receptores pasivos de asistencia o personas 
incapaces de tomar decisiones. 
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-Inclusividad en mercados laborales, actividades, proyectos y recursos 
educativos, culturales, espirituales y recreativos. 

 

-Existencia de sistemas de cuidado comunitario.   

-Promoción de la inclusión digital en actividades educativas sobre manejo 
de las Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC). 

  

-Existencia de viviendas que faciliten la integración social de las PAM.   

-Las PAM participan en los planes y estrategias de gestión y mitigación de 
la crisis climática, desastres naturales o situaciones de emergencia. Y en 
los programas de formación, capacitación y recolección de datos. 

  

-Promover, valorar y reconocer las contribuciones de las PAM para el 
desarrollo de las familias, comunidades y países. Particularmente en el 
medio ambiente, recuperación de desastres o al expresar su opinión y 
aprobación en situación de emergencia. 

  

Acceso a la información 

-Se garantiza el derecho al consentimiento previo, libre e informado para 
toda intervención médica y cuidados paliativos. 

  

-Se brinda educación sobre patologías y la opinión informada, y aquella 
relacionada con la salud y la nutrición. 

  

-Existencia de un proceso para que las PAM puedan expresar su voluntad 
anticipada, modificarla o ampliarla, e incluir instrucciones sobre 
intervenciones en materia de salud y cuidados paliativos. 

 

-Acceso y manejo de las TIC e información mediática, para identificar 
información inexacta, tergiversada o pseudocientífica. 

  

-Existencia de un sistema de información e indicadores para evaluar y dar 
seguimiento a la situación de los derechos de las PAM. 

  

-Capacitación para enfrentar situaciones de emergencia e implementar 
planes de evacuación adecuados. 

  

-Indicadores y datos de PAM sobre experiencias de violencia, maltrato, 
descuido y feminicidio. 

  

Acceso a la justicia 

-Existencia de recursos legales, judiciales y efectivos, así como 
mecanismos de denuncia y reparación ante violaciones de derechos 
humanos de las PAM. 

  

-Protección y acceso a servicios sociales y jurídicos de manera expedita, 
priorizando atención y trato preferencial a las PAM. 

  

-Mecanismos alternativos para la solución y ejecución de controversias.   

-Capacitación del personal que administra y opera la justicia, incluido el 
personal policial y penitenciario. 

  

-Se cuenta con jueces competentes, independientes e imparciales para 
garantizar que escuchen a las PAM en un plazo razonable. 

  

-Existencia de ajustes de procedimiento hacia las PAM en los procesos 
judiciales y administrativos, e incluso actuación judicial. 

  

-Políticas y procedimientos que incluyan la penalización de las personas 
responsables de discriminación, violencia, maltrato, explotación y abuso 
contra las PAM, simplificando trámites y reduciendo el tiempo para emitir 
sentencias. 
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-Prevenir, sancionar o erradicar prácticas de tratamientos médicos 
inadecuados o desproporcionados. Incluyendo a instituciones o personas 
que realizan trabajo de cuidado.  

  

-Medidas para abordar cuestiones que generan desventajas acumuladas 
en la vida de las mujeres mayores. 

  

-Restaurar y promover derechos de las PAM, visibilizar casos de víctimas, 
ofrecer servicios de atención y campañas de concientización pública, 
establecer protocolos de actuación policial y normas específicas de 
protección de la integridad y enfoque de género en el derecho procesal. 

  

-Medidas legislativas, administrativas, judiciales y presupuestarias para 
garantizar la debida diligencia y el trato preferencial hacia las PAM. 

  

-Reconocer la diversidad de la vejez en cada país y fortalecer las 
instituciones y defensorías de los derechos humanos de las PAM para 
proporcionar asesoría legal accesible y la difusión de sus derechos. 

  

NORMAS Y POLÍTICAS PÚBLICAS Est
atus 

Armonización legislativa y normativa 

-Incorporación en la legislación el contenido de los Artículos 4º y 5º de la 
Convención sobre PAM. 

  

-Revisar, modificar o abrogar leyes, reglamentos, costumbres y prácticas 
discriminatorias (incluyendo entre otras: la negación de la nutrición, la 
segregación o negación del acceso a servicios de salud, seguridad social, 
formación y educación, al agua y saneamiento o problemas de integración 
por el desarrollo o construcción urbana). 

 

-Existencia en la legislación de una definición amplia sobre la 
discriminación múltiple, acumulativa e interseccional hacia las PAM. 

  

-Promover leyes y regulaciones que protejan a las PAM de sufrir múltiples 
formas de discriminación, como las normativas sucesorias relacionadas 
con la propiedad y el apoderamiento de la tierra. 

 

-Incorporar medidas legislativas, administrativas o de otra índole para 
limitar la venta que explota los recursos de las PAM. 

 

- Reconocer la labor de cuidado gratuito mediante su integración al sistema 
de protección social y acceso a prestaciones. 

 

-Estimular la educación continua de las PAM a todos los niveles y promover 
prestaciones y servicios de educación en los sistemas de protección social. 

 

-Promover la inclusión laboral y el empleo formal de las PAM, incluso 
después de su jubilación. 

 

- Regular el autoempleo o empleo doméstico de la PAM. Eliminar 
restricciones fiscales sobre actividades voluntarias no estructuradas que 
dificultan el trabajo parcial. Reducción gradual de la jornada laboral, 
empleos de tiempo parcial y horarios flexibles, jubilación de manera 
flexible. Garantizar la cobertura social, la percepción de salarios justos, 
licencias, indemnización por despido, seguro de desempleo, protección 
social, jubilación y seguros de vejez. Garantizar la seguridad del ingreso a 
las PAM ocupada que sufra una incapacidad laboral. Proteger los ahorros 
de las PAM contra efectos de la inflación y asegurar su poder adquisitivo. 
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-Adoptar marcos legales, protocolos, mecanismos de supervisión y control 
para proteger a las PAM que residen en instituciones de salud públicas y 
privadas o servicios de cuidado a largo plazo. Promover iniciativas de 
conciliación entre la vida laboral y personal de la población, que favorezcan 
el cuidado de las PAM. Establecer legislación para que las personas 
responsables y el personal de servicios de cuidado respondan 
administrativa, civil y/o penalmente por actos cometidos en detrimento de 
las PAM. 

 

-Reformar los sistemas de pensiones para responder a las cuestiones de 
género, promulgar regímenes no contributivos y universales, compensar 
periodos de trabajo de cuidado no remunera y ajustar regularmente los 
niveles de prestación. 

 

-Reconocer en la legislación nacional las prestaciones, aportes realizados 
a la seguridad social o derechos de pensión, jubilaciones, así como la 
protección social plena de las PAM migrantes, refugiadas, desplazadas y 
retornadas, y su reintegración, particularmente con el tema de vivienda. 

 

-Fortalecer los marcos jurídicos nacionales y subnacionales que protegen 
los derechos humanos de las PAM. Incorporar instrumentos pertinentes, 
adecuados, armonizados con el enfoque de derechos humanos, de 
género, interculturalidad e interseccionalidad, y alineados con los 
principios de la Convención. 

 

-Retomar experiencias innovadoras en materia legislativa sobre protección 
social y garantía de los derechos de las PAM. 

 

-Existencia de un marco jurídico nacional que proteja a las PAM en caso 
de desastres naturales. 

 

Normas para el ejercicio efectivo de los derechos humanos 

-Disponibilidad de instalaciones, bienes y servicios esenciales para 
garantizar los derechos de las PAM, incluyendo entre otras: alimentos 
suficientes, sistemas de salud —preventiva, curativa, paliativa y 
especializada—, medicamentos esenciales reconocidos por la 
Organización Mundial de la Salud (OMS), equipamientos, ayudas técnicas 
y servicios integrales. 

 

-Acceso físico, económico de alimentos sanos, nutritivos y adecuados; 
programas de nutrición con información clara, sencilla y comprensible 
sobre nutrición comestible y bebidas y sus impactos sobre la salud. 

 

-Planificación urbana con perspectiva del curso de vida. Garantizar 
entornos saludables y adecuados para que las PAM puedan realizar sus 
actividades. 

 

-Acceso equitativo y asequible al agua potable y saneamiento, eliminación 
de desechos y energía moderna y renovable. 

 

-Acceso a sistemas de salud con cobertura universal, efectiva y cuidados 
paliativos, con información clara y oportuna, sin discriminación y acorde a 
la identidad cultural, comprensible según el nivel educativo y las 
necesidades de comunicación sobre las opciones de tratamiento, sus 
riesgos y beneficios (incluye medicamentos, audífonos, prótesis dentales, 
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gafas y otras prótesis), asistencia domiciliaria, residencial y otros apoyos 
comunitarios. 

-Disponibilidad y acceso a la vivienda y terrenos habilitados y asequibles, 
así como tierra, incluyendo el crédito u otras formas de financiamiento, 
incluyendo a quienes viven la situación de refugio o desplazamiento 
interno. En situación de desastre, las PAM cuenten con acceso a bienes y 
servicios. 

 

-Acceso a oportunidades de trabajo o generación de ingresos.  

-Acceso a recursos educativos y tecnologías de la información y 
comunicación (incluyendo habilidades digitales y accesibilidad). Acceso a 
computadoras portátiles, tabletas, teléfonos inteligentes y planes de 
conexión. 

 

-Acceso físico a instituciones culturales y recreativas como museos, 
teatros, salas de conciertos y cines, promoviendo así su participación 
activa en la sociedad. 

 

-Acceso a las vías de remisión e incluir a las personas de edad en todas 
las dimensiones sectoriales de trabajo, a fin de prevenir, mitigar y 
responder a la violencia sexual y de género. 

 

-Desarrollar programas, materiales y formatos educativos adecuados y 
accesibles que atiendan las necesidades, preferencias, aptitudes, 
motivaciones e identidad de las PAM.  

 

- Adaptar los métodos de enseñanza a las capacidades de las PAM.  

-Crear o acondicionar espacios públicos amigables y seguros para 
actividades recreativas, culturales, espirituales y deportivas de las PAM. 
Los bienes y servicios culturales se ofrecerán en formatos y condiciones 
accesibles, proporcionando información que fomente la participación. 

 

-Procurar que las PAM vivan en sus propios hogares mediante la 
restauración, el desarrollo y la mejora de sus viviendas, asegurando que 
sean dignas, arquitectónicamente adecuadas y adaptadas a sus 
necesidades de acceso, uso y movilidad cuando sea necesario. 

 

-Hacer accesibles las vías de denuncia para las PAM con deficiencia 
auditiva, visual o cognitiva y para quienes utilicen un idioma local o poco 
representado. 

 

-Acceso a beneficios y servicios de salud para PAM, tanto para 
enfermedades no transmisibles, como transmisibles, incluidas de 
transmisión sexual. 

 

-Generar empleos formales, decentes y de calidad para las PAM que 
deseen continuar trabajando, esto incluye mejorar la accesibilidad para 
PAM con alguna discapacidad. 

 

Institucionalidad y capacidades estatales 

-Contar con servicios médicos y odontológicos que prevengan la 
malnutrición y mejoren la masticación. 

 

-Implementar planes de salud específicos para el proceso de 
envejecimiento, así como ofrecer diagnósticos tempranos y tratamientos 
adecuados para mejorar la salud, prevenir enfermedades y mantener las 
capacidades funcionales de las personas mayores. 
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-Servicios sociosanitarios especializados y diferenciados para atender 
enfermedades que generan dependencia, incluyendo las crónico-
degenerativas, demencias y Alzheimer (incluye, centros de salud y 
establecimientos de residencia corta o larga estancia, así como atención 
especial a la salud mental, incluyendo trastornos y enfermedades 
mentales). 

 

-Servicios de guardería, centros de asistencia diurnos, dispensarios, 
hospitales diurnos, atención médica y de enfermería, y ayuda doméstica. 

 

-Brindar asistencia a domicilio con elementos médicos, de enfermería y 
técnicos, limitando el recurso de hospitalización. 

 

-Crear redes de protección y atención integral de salud preventiva, 
implementando modelos interdisciplinarios en geriatría y gerontología, y 
garantizar que las instalaciones y equipos de los sistemas de salud 
cumplan con las normas de seguridad. 

 

-Promover y fortalecer la investigación y formación académica profesional 
y técnica especializada en geriatría, gerontología y cuidados paliativos en 
todos los niveles de atención. 

 

-Realizar estudios sobre los aspectos biológicos, mentales y sociales para 
mantener la capacidad funcional y evitar la aparición de enfermedades 
crónicas y discapacidades. 

 

- Crear organizaciones intergubernamentales, Organizaciones No 
Gubernamentales (ONG) e instituciones de enseñanza gerontológica, 
geriátrica y de psicología geriátrica. 

 

- Fortalecer las capacidades de los trabajadores de los servicios de salud, 
sociales y sociosanitarios integrados, y de otros actores, en relación con 
la atención a las personas mayores, según lo indica la Convención. 
También se requiere capacitar y sensibilizar a los funcionarios públicos 
encargados de servicios sociales y de salud, así como a quienes prestan 
atención y cuidado a las PAM, para que brinden un trato digno y prevengan 
la negligencia, violencia y maltrato hacia las personas mayores. 

 

-Fortalecer los sistemas de seguridad social y otras medidas de protección 
social, como pensiones de jubilación contributivas y no contributivas 
universales, especialmente ante situaciones de emergencia, priorizando a 
quienes carecen de otro tipo de ingreso económico. 

 

-Prestaciones y servicios en el ámbito de la seguridad social destinados a 
las PAM, incluyendo el cuidado dentro de los sistemas de protección 
social, la muerte digna y adecuadamente atendida. 

 

-Promover y facilitar la inclusión del tema del envejecimiento en los planes 
de estudio. Crear actividades educativas dirigidas a las personas mayores, 
enfocadas en el manejo de la tecnología y las comunicaciones. 

 

-Mecanismos institucionales que establezcan las funciones y 
responsabilidades de los gobiernos centrales y locales, basados en 
normas, directrices y mejores prácticas existentes para la atención de las 
PAM ante desastres naturales, y directrices nacionales donde se catalogue 
como grupo prioritario y de atención especial a las PAM, en casos de 
desastres. 
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-Generar alianzas entre múltiples sectores para coordinar todas las fases 
de la gestión de emergencias, identificando con antelación las mayores 
concentraciones de PAM y a quienes experimentan vulnerabilidades 
especiales. 

 

-Contar con atlas de riesgo y sistemas nacionales y locales de protección 
civil que contemplen las necesidades, vulnerabilidades y contribuciones de 
las PAM para dar una respuesta humanitaria inclusiva frente a desastres, 
cambio climático y crisis, elaborando estrategias de prevención y 
preparación y, planes de socorro. 

 

-Desarrollar un sistema integral de cuidados inclusivo y resiliente, con 
perspectiva de género y el respeto a la dignidad integral física y mental de 
las PAM, así como sistemas públicos de cuidado. Expandir la 
infraestructura para brindar servicios de cuidado a largo plazo, contando 
con personal especializado que pueda ofrecer una atención institucional 
adecuada e integral, y prevenir acciones o prácticas que puedan causar 
daño o agravar la condición existente. 

 

-Servicios diferenciados para las PAM en situación de dependencia, como 
cuidados paliativos y atención integral y eficaz, particularmente en centros 
de salud y establecimientos de residencia de corta o larga estancia. 

 

-Registro nacional de las instituciones y personas trabajadoras en el área 
de cuidado a largo plazo. 

 

-En la medida de lo posible, se sustituirá la institucionalización de las 
personas mayores por sistemas de cuidado de tipo comunitario. 

 

-Implementar o reformar los sistemas de supervisión y monitoreo de los 
establecimientos que brindan servicios de cuidado a corto o largo plazo, 
ya sean públicos, privados o mixtos, para garantizar los derechos y la 
dignidad de las PAM que en ellos residen. 

 

-Invertir a lo largo de todo el ciclo vital de los cuidados, promoviendo estilos 
de vida saludables, buena alimentación, ejercicio, y la eliminación del 
tabaco y el alcohol; e infraestructura de calidad para la atención a largo 
plazo y cuidados paliativos. 

 

- Establecer prestaciones de vejez no contributivas u otras ayudas para 
todas las PAM, especialmente para quienes carecen de recursos o de otra 
fuente de ingresos, al alcanzar la edad prescrita por la legislación nacional, 
siendo las mujeres las principales beneficiarias. 

 

- Reconocer el trabajo de cuidado no remunerado que realizan las PAM 
mediante prestaciones y apoyo social y económico. Desarrollar incentivos 
complementarios a la jubilación para fomentar nuevas formas de ahorro 
entre las personas mayores. 

 

-Acceso al crédito de vivienda y otras formas de financiamiento sin 
discriminación por edad. 

 

-Otorgar subsidios para el alquiler, apoyo a las renovaciones de vivienda y 
otras medidas pertinentes para esta población, especialmente para las 
PAM que viven solas. 

 

-Asignar recursos suficientes o aumentar la financiación para atender las 
necesidades de las PAM en situaciones de emergencia y desplazamiento. 
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-Asignar recursos adecuados para programas educativos dirigidos a las 
PAM, incluyendo la educación universitaria. 

 

-Invertir en la expansión de infraestructura destinada a brindar cuidado a 
largo plazo, así como en investigaciones sobre los aspectos de desarrollo 
y humanitarios del envejecimiento. 

 

-Implementar sistemas de información sobre la participación laboral de las 
personas adultas mayores y medidas específicas para combatir el 
edadismo en el ámbito laboral. 

 

Políticas públicas 

-Incorporar Políticas públicas intersectoriales orientadas a mejorar la 
salud, prevenir enfermedades en todas las etapas, mantener las 
capacidades funcionales, rehabilitación, cuidados paliativos, el estado 
nutricional, incluyendo la salud sexual y reproductiva. Fomentar un 
envejecimiento activo y saludable 

 

-Crear políticas para incentivar un estilo de vida activo, productivo y 
orientado al ahorro. Adoptar políticas que fomenten la generación de 
empleo formal, decente y de calidad, impulsar el emprendimiento y facilitar 
el acceso al crédito. 

 

-Diseñar políticas que incentiven la contratación de personas mayores, 
promoviendo la igualdad de oportunidades laborales y de trato (protección, 
preparación y acceso al retiro de las PAM; condiciones, ambientes y 
horarios de trabajo adecuados; organización de tareas según sus 
necesidades y características. Asimismo, diseñar e implementar políticas, 
programas y acciones con enfoque de género para la protección social de 
las mujeres mayores. 

 

-Diseñar y ejecutar una política de vivienda para PAM que incluya la 
provisión de financiamiento oficial y, siempre que sea posible, otorgarles 
condiciones especialmente favorables para su acceso. Esta política debe 
facilitar servicios comunitarios sociales, sanitarios, culturales, de 
esparcimiento y comunicaciones. 

 

-Formular políticas que articulen la inversión en la educación de la 
población mayor. 

 

-Promover políticas activas para combatir el analfabetismo entre las 
personas mayores, tanto mujeres como hombres, con especial atención a 
los grupos en situación de vulnerabilidad. 

 

-Desarrollar políticas públicas de largo aliento para garantizar el derecho a 
cuidar y ser cuidado, contando con un marco de institucionalidad y 
legislación sólidas. Regular el trabajo de cuidados y proveer mecanismos 
para aliviar la carga de trabajo de las personas cuidadoras. Establecer 
políticas y programas de cuidado que abarquen aspectos preventivos, 
curativos, paliativos y especializados, con el objetivo de garantizar el 
bienestar y la igualdad de oportunidades para las PAM. Promover la 
implementación de políticas públicas de cuidado a largo plazo centradas 
en este grupo poblacional. Desarrollar políticas sociales que fomenten la 
solidaridad familiar, involucrando a todos los miembros de la familia y 
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brindando apoyo a aquellas familias que cuidan de sus parientes de edad 
avanzada. 

-Formular, adecuar e implementar políticas de capacitación y aplicación de
la medicina tradicional, alternativa y complementaria

Programas y medidas 

-Formación y capacitación a toda la población sobre temas de
envejecimiento desde un enfoque de derechos, género,
interseccionalidad, interculturalidad y curso de vida (incluye entre otros: la
adquisición de hábitos de nutrición y alimentación adecuados). Suscitar un
cambio cultural que evite la estigmatización, el temor y el rechazo hacia
quienes padecen trastornos o enfermedades mentales, facilitando su
atención y seguimiento. Desarrollar nuevas formas de atención centradas
en las PAM y en quienes les cuidan.

-Acciones de prevención de enfermedades a través de las autoridades de
salud, mediante cursos de educación, conocimiento de patologías y
opinión informada de las PAM.

-Promover y garantizar el acompañamiento y la capacitación de las
personas que ejercen tareas de cuidado de las PAM, incluyendo a
familiares, con el fin de procurar su salud, bienestar y buen trato. Educar a
las propias PAM en el cuidado de sí mismas. Capacitar a la población,
especialmente a las PAM, para el uso prudente de medicamentos y
productos químicos en el hogar.

- Establecer o consolidar programas de derechos humanos que aborden y
eliminen las violencias dirigidas a las PAM.

-Asegurar la participación de las PAM en programas de formación,
capacitación y recolección de datos y estadísticas para prevenir cualquier
emergencia ambiental, desastre natural o conflicto.

-Programas para la mejora nutricional y la educación del consumidor. Es
necesario realizar estudios sobre la situación nutricional de las personas
adultas mayores, incluyendo medidas para su corrección, así como
investigaciones y estudios epidemiológicos sobre pautas locales de salud
y enfermedad.

-Programas basados en enfoques integrales de salud que abarquen la
prevención, atención, curación y rehabilitación física y mental (incluyendo
la salud sexual y reproductiva de las PAM, las enfermedades transmisibles
y no transmisibles).

-Programas enfocados en garantizar el acceso a medicamentos, incluidos
aquellos para enfermedades mentales, rehabilitación, órtesis, prótesis y
ayudas técnicas. También es crucial la realización de visitas domiciliarias
por emergencias sanitarias o cuidados de la salud.

- Programas laborales específicos para asegurar que las PAM realicen
actividades productivas adecuadas a sus capacidades, respetando su
vocación y deseos. Programas y servicios de orientación, capacitación y
colocación laboral, así como de aquellos que proporcionen información
sobre los derechos y obligaciones de los pensionistas. Desarrollar
estrategias para prevenir los accidentes laborales y las enfermedades.
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Asesorar a los empleadores y capacitar al personal médico en la esfera de 
la medicina laboral para la atención de las PAM. Programas que faciliten 
una transición gradual a la jubilación e incorporar cursos de preparación 
para la jubilación y la disminución del trabajo en los últimos años de la vida 
profesional, ajustando las condiciones, el ambiente, la organización del 
trabajo y la disminución progresiva del horario. programas que faciliten una 
transición gradual a la jubilación. Programas de capacitación y certificación 
de conocimientos y saberes de las personas mayores, y su incorporación 
a mercados laborales más inclusivos. Programas orientados al 
empoderamiento y formación de las mujeres mayores, para la obtención 
de empleos seguros y bien remunerados. 

-Perfeccionar los sistemas de información y los registros administrativos 
de las personas mayores destinatarias de programas sociales. Asegurar 
que los programas de seguridad social se complementen con otras 
políticas sociales, como la atención a la salud y la vivienda. 

 

-Programas culturales que permitan a las PAM de diferentes grupos 
culturales utilizar y desarrollar su potencial creativo, artístico o intelectual, 
enriqueciendo a la sociedad como agentes transmisores de valores, 
conocimientos y cultura, donde las PAM sean maestras-os y transmisoras-
res del conocimiento, la cultura y los valores espirituales de dichos 
programas. 

 

-Programas educativos sobre el proceso de envejecimiento y sobre las 
PAM, destinados a todos los niveles del sistema escolar y utilizando 
medios de comunicación masivos como la radio, la televisión, la prensa y 
la web. Programas educativos no estructurados para las personas adultas 
mayores, basados en la comunidad y orientados al esparcimiento, que 
promuevan un sentido de autosuficiencia y responsabilidad. 

 

-Proporcionar a las PAM educación formal y no formal sobre el uso de 
tecnologías y comunicaciones, incluyendo la entrega de una canasta 
básica digital. Utilizar los medios de comunicación para fomentar la 
participación de las personas mayores en actividades educativas, 
recreativas y aprovechamiento creativo del tiempo libre. 

 

-Realizar diagnósticos sobre las causas y los impactos de la brecha digital 
entre las PAM, e investigar los efectos del uso de la tecnología en la acción 
humanitaria sobre las personas de edad, evitando su exclusión. 

 

-Programas de adaptación de la vivienda para garantizar que las PAM 
puedan envejecer en sus comunidades. Elaborar documentos de línea 
base que permitan identificar la universalización de la integración a la 
protección social de las PAM y sus necesidades de vivienda. Estos 
programas deben complementarse con políticas sociales enfocadas en la 
vivienda y determinar la necesidad de recursos humanos y económicos 
para atender, mediante programas, la calidad de vida de las personas 
mayores, especialmente frente al deterioro cognitivo y los cuidados 
paliativos. 
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-Medidas adecuadas en materia de vivienda y servicios para la acogida 
colectiva de refugiados, particularmente cuando se trate de personas de 
edad avanzada, procurando mantener la unidad familiar. 

 

-Servicios de apoyo permanente para las familias de bajos ingresos que 
cuidan a personas de edad avanzada en el hogar. Fomentar, la autoayuda 
recíproca entre las PAM capaces y activas para asistir a sus pares. 
Medidas de apoyo a las familias y cuidadores mediante la introducción de 
servicios de cuidado para las personas mayores, incluyendo la atención a 
los moribundos, el diálogo con ellos y el apoyo a sus allegados en la 
elaboración de un duelo saludable. 

 

-Desarrollar estudios sobre los efectos adversos en poblaciones de edad 
avanzada que habitan en contextos geográficos de alto riesgo. 

 

Fuente: Elaboración propia con base en la sección D correspondiente al Apartado 

III de la Investigación sobre los derechos económicos, sociales, culturales y 

ambientales de las personas adultas mayores (Arriaga 2025). 

 

El ejercicio pleno de los DESCA de las personas adultas mayores debe entenderse 

como un objetivo prioritario que involucra a toda la sociedad. Este trabajo constituye 

un compendio de los estándares mínimos que todo Estado debe considerar al 

asumir su responsabilidad en la garantía de los derechos humanos. No obstante, 

es imperativo generar conciencia colectiva sobre el compromiso compartido que 

debemos asumir como sociedades orientadas hacia el respeto y la promoción de 

los derechos humanos. Este compromiso conlleva asegurar tanto el respeto como 

la exigibilidad de los derechos de las personas adultas mayores. 

 

Este proceso requiere la implementación de varios elementos esenciales: la 

conformación de un marco normativo y operativo robusto, la asignación adecuada 

de recursos, el fortalecimiento de capacidades institucionales, la formación de 

funcionariado y ciudadanía, así como la puesta en marcha de políticas y programas 

específicos orientados a la promoción de los derechos humanos. Además, es 

fundamental contar con mecanismos de protección y reparación. Este esfuerzo 

demanda decisiones presentes que aseguren que, en el futuro, todas las personas 

que formen parte en este grupo poblacional gocen de las condiciones necesarias 

para el ejercicio pleno de sus derechos fundamentales. 
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DERECHO AL TRABAJO EN MÉXICO: UNA EVALUACIÓN A PARTIR DE 

INDICADORES DEL PROTOCOLO DE SAN SALVADOR (2019-2024) 

Ivet Miriam PÉREZ MOLINA 

 

RESUMEN: Este estudio evalúa el cumplimiento del derecho al trabajo en 
México en el periodo 2019-2024, utilizando la metodología de indicadores del 
Protocolo de San Salvador (PSS) con Enfoque Basado en Derechos Humanos 
(EBDH). Se analizan las condiciones laborales, el acceso equitativo al empleo y la 
protección contra la explotación, destacando la importancia de un mercado laboral 
equitativo para reducir desigualdades y mejorar el bienestar económico.  
 
La metodología de indicadores del PSS, adoptada por la Organización de Estados 
Americanos (OEA), mide la garantía y protección de los derechos económicos, 
sociales, culturales y ambientales (DESCA). Esta evaluación se basa en el informe 
presentado por México al Grupo de Trabajo del Protocolo de San Salvador 
(GTPSS) en 2022 y se actualizó con fuentes oficiales disponibles.  
 
Se valoraron indicadores normativos, de políticas públicas, así como de las 
capacidades estatales del PSS, tales como la consagración en la Constitución de 
garantías sobre condiciones dignas, justas y satisfactorias del trabajo, salario 
mínimo, estabilidad en el empleo, capacitación, seguridad en el trabajo, protección 
contra el trabajo peligroso en la niñez y adolescencia, no discriminación y tipo de 
indemnizaciones por despido.  
 
Así como las políticas públicas que ha implementado México para eliminar el 
trabajo forzoso, infantil, la discriminación laboral, regularizar el trabajo doméstico 
remunerado y prevenir la trata de personas, entre otras. 
 
Se evaluaron mecanismos para garantizar principios transversales de derechos 
humanos como igualdad y no discriminación, acceso a la información pública y 
acceso a la justicia.  
 
El estudio lleva a concluir que México ha logrado avances en la reducción del 
desempleo, la informalidad laboral, el aumento del salario mínimo y el acceso a 
prestaciones y servicios de salud. Sin embargo, persisten desafíos relacionados 
con la inclusión de mujeres, jóvenes y sectores vulnerables en el mercado laboral 
formal, así como la desigualdad de ingresos.  
 

ABSTRACT: This study assesses compliance with the right to work in Mexico during 

the 2019–2024 period, using the Protocol of San Salvador (PSS) indicator 
methodology within a Human Rights-Based Approach (HRBA). It analyzes working 
conditions, equitable access to employment, and protection against exploitation, 
underscoring the importance of a fair labor market in reducing inequalities and 
enhancing economic well-being. 
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The PSS indicator methodology, adopted by the Organization of American States 
(OAS), measures the guarantee and protection of economic, social, cultural, and 
environmental rights (ESCR). This assessment is based on the report submitted by 
Mexico to the Working Group to Examine the Periodic Reports of the State Parties 
to the Protocol of San Salvador (WGPSS) in 2022 and has been updated with official 
sources available to date. 
 
The evaluation covered regulatory indicators, public policies, and state capacities 
established under the SSP. These include constitutional guarantees regarding 
decent, fair, and satisfactory working conditions, minimum wage, job security, 
training, occupational safety, protection against hazardous work for children and 
adolescents, non-discrimination, and types of severance pay. It also reviewed public 
policies implemented by Mexico to eliminate forced and child labor, combat labor 
discrimination, regularize paid domestic work, and prevent human trafficking, 
among others. 
 
Additionally, mechanisms were assessed to ensure cross-cutting human rights 
principles such as equality and non-discrimination, access to public information, and 
access to justice. 
 
The study concludes that Mexico has achieved progress in reducing unemployment 
and informal work, raising the minimum wage, and expanding access to health 
benefits and services. Nevertheless, significant challenges remain regarding the 
inclusion of women, youth, and vulnerable groups in the formal labor market, as well 
as persisting income inequality. 
 

Palabras claves: Derecho al trabajo; condiciones dignas, justas y satisfactorias del 
trabajo; salario mínimo; seguridad en el trabajo; protección contra el trabajo en la 
niñez y adolescencia; no discriminación. 
 

Keywords: Right to work; decent, fair, and satisfactory working conditions; minimum 
wage; job security; protection against child and adolescent labour; non-
discrimination. 

 
SUMARIO: 1. Introducción. 2. El derecho al trabajo de acuerdo al marco de derechos 
humanos. 3. Metodología de indicadores del Protocolo de San Salvador. 4. 
Valoración del marco normativo, de políticas públicas y de capacidades 
institucionales del derecho al trabajo. 5. Valoración de mecanismos para principios 
transversales. 6. Satisfacción del derecho al trabajo en México (2019-2024). 7. 
Síntesis de hallazgos. 8. Recomendaciones para enfrentar retos y generar 
oportunidades. 9. Referencias bibliográficas. 

 

1. Introducción 

 

El Programa Universitario de Derechos Humanos desarrolló un estudio en el 

que evaluó el cumplimiento al derecho al trabajo en México en el periodo 2019-
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2024, a partir del análisis del marco normativo, las políticas públicas y las 

capacidades institucionales desarrolladas por el Estado mexicano, con un Enfoque 

Basado en Derechos Humanos (EBDH) y complementado con estándares 

internacionales actualizados, así como sus principales impactos, lo anterior con 

base en la metodología de indicadores del Protocolo de San Salvador.  

 

La hipótesis que se plantea es la de que en los últimos años se han 

desarrollado normativas y políticas públicas que han permitido que el derecho al 

trabajo se vaya realizando progresivamente en beneficio de los y las trabajadoras.  

 

El artículo inicia con la presentación del derecho al trabajo de acuerdo con el 

marco de derechos humanos; en la sección segunda se expone la metodología de 

indicadores del Protocolo de San Salvador (PSS); en la tercera parte se realiza la 

valoración del marco normativo, de las políticas públicas y de las capacidades 

estatales de México para el derecho al trabajo; para continuar en el apartado cuarto 

con la valoración de los mecanismos para principios transversales de derechos 

humanos (igualdad y no discriminación, acceso a la información y participación y 

acceso a la justicia); en la quinta sección se muestran los principales impactos en 

el derecho al trabajo durante el periodo a través de indicadores cuantitativos, así 

como los relacionados a grupos de población en situación de vulnerabilidad y/o 

discriminación; en el siguiente apartado y a manera de conclusión se realiza una 

síntesis de los principales hallazgos del estudio; por último se agregan 

recomendaciones para enfrentar los retos en México. 

 

2. El derecho al trabajo de acuerdo al marco de derechos humanos 

 

El derecho al trabajo y a condiciones laborales justas, equitativas y 

satisfactorias está reconocido desde la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos (1948) en los arts. 23 y 24, en el Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y en el Protocolo de San Salvador 

(PSS), además de en diversos instrumentos internacionales. 
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El PIDESC (1966), en sus artículos 6 y 7, establece el derecho a trabajar en 

un empleo libremente escogido, con medidas para garantizar empleo pleno, 

formación técnica y desarrollo económico. También reconoce el derecho a 

condiciones laborales equitativas, incluyendo salario justo, seguridad e higiene, 

promoción laboral y descanso adecuado. 

 

El PSS (1988) refuerza estos principios, garantizando remuneración digna, 

estabilidad en el empleo, prohibición del trabajo infantil peligroso, limitación de la 

jornada laboral y acceso a vacaciones pagadas. Ambos instrumentos comprometen 

a los Estados a adoptar medidas para hacer efectivo este derecho. 

 

Los principios esenciales del derecho al trabajo están recogidos en las 

Observaciones Generales No. 18 (2005) y 23 (2016) del Comité de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas (CDESC), el organismo 

responsable de interpretar y supervisar la aplicación del PIDESC. Estas 

observaciones definen el alcance normativo del derecho al trabajo, las 

responsabilidades de los Estados, la clasificación de sus vulneraciones, los 

elementos clave para su implementación a nivel nacional y las obligaciones 

internacionales correspondientes. 

 

La síntesis del núcleo del derecho al trabajo de acuerdo con estas 

Observaciones Generales contiene principios de actuación, principios transversales 

y normas para el ejercicio efectivo del derecho al trabajo, los cuales se sintetizan a 

continuación: 

 

Principios de actuación 

 

 Obligaciones inmediatas: Asegurar el ejercicio sin discriminación, adoptar 

medidas para su cumplimiento, prohibir el trabajo forzoso y sancionar a 

empleadores que vulneren este derecho. 
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 Niveles satisfactorios de derechos: Garantizar trabajo digno, salario justo, 

protección social, seguridad laboral, promoción sin represalias y respeto a la 

integridad física y mental del trabajador o de la trabajadora. 

 Progresividad y no regresividad: Adoptar medidas para la mejora continua del 

derecho sin retrocesos. 

 Asignación de recursos: Usar el máximo de recursos disponibles para garantizar 

condiciones laborales dignas. 

 Protección a grupos en situación de vulnerabilidad: Priorizar la inclusión de 

mujeres, personas con discapacidad y otros grupos marginados, con medidas 

especiales como cuotas temporales. 

 

Principios transversales  

 

 Igualdad y no discriminación: Prohibición de toda discriminación en el acceso al 

empleo y en la conservación de este, así como a condiciones de trabajo 

equitativas y satisfactorias sin discriminación. 

 Participación de trabajadores y trabajadoras, y de empleadores y empleadoras 

en decisiones laborales. Celebración de consultas y sus organizaciones 

representativas y con otras organizaciones pertinentes.  

 Acceso a la justicia para proteger los derechos laborales y obtener reparaciones 

efectivas. 

 

Normas para el ejercicio efectivo del derecho al trabajo 

 Disponibilidad: Contar con servicios especializados que faciliten la identificación 

y acceso a empleo. 

 Accesibilidad: Garantizar que el mercado laboral sea accesible para todas las 

personas, incluyendo aquellas con discapacidad, y proporcionar información 

sobre oportunidades laborales. 



REVISTA UNIVERSITARIA DE DERECHOS HUMANOS   AÑO 1, NÚM. 1, ENERO – JUNIO 2026 

 169 

 Aceptabilidad y calidad: Asegurar condiciones de trabajo justas, seguras y 

favorables, así como el derecho a la sindicalización y a elegir libremente un 

empleo. 

Estas Observaciones Generales No. 18 y 23 también establecen estándares 

que los Estados deben cumplir en materia de derecho al trabajo. Para su 

verificación, se definieron indicadores que reflejan la integralidad de estos 

compromisos tanto en el sistema universal como en el interamericano. Además, la 

Organización Internacional del Trabajo (OIT) instituyó normas laborales y promueve 

el trabajo decente a través de políticas y programas. 

 

3. Metodología de indicadores del Protocolo de San Salvador 

 

La metodología de indicadores del PSS (2015) fue adoptada por la 

Organización de Estados Americanos (OEA), es obligatoria para los países 

signatarios y permite evaluar la garantía y protección de los derechos protegidos 

por el Protocolo, el cual entró en vigor en 1999, en su artículo 19 establece el 

compromiso por parte de los Estados de presentar informes periódicos respecto a 

las medidas progresivas que hayan adoptado para asegurar el debido respeto de 

los DESCA consagrados en el citado Protocolo, según las normas establecidas por 

el GTPSS (Resolución AG/RES 2074 2005) que es el encargado de analizar los 

informes nacionales.  

 

La evaluación se realiza mediante la revisión del cumplimiento de 

indicadores, con base en la información contenida en el informe presentado por 

México al Grupo de Trabajo del Protocolo de San Salvador (GTPSS) (SNEDH s.f.)   

y se actualizó con fuentes oficiales disponibles. 

 

La evaluación de la normativa, las políticas, las capacidades institucionales y 

los principios transversales del EBDH, así como de los resultados de los impactos 

en la población, partió de la metodología explicada, sin embargo, los umbrales para 

la valoración se incrementaron con la incorporación de estándares internacionales 
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actualizados del corpus iuris de los derechos humanos. Estos estándares amplían 

el horizonte del contenido del derecho al trabajo y permiten un análisis más acorde 

con los requerimientos actuales sobre normas, políticas, desarrollo de capacidades 

institucionales y mecanismos para impulsar los principios transversales que los 

Estados deben desarrollar para cumplir con las expectativas sociales vigentes y la 

evolución de los derechos. Asimismo, se incluyen indicadores de los Objetivos de 

Desarrollo Sostenible (ODS) que en algunos casos coinciden con indicadores del 

PSS, para este estudio se consideraron 67 indicadores. 

 

4. Valoración del marco normativo, de políticas públicas y de capacidades 

institucionales del derecho al trabajo 

 

La evaluación de la normativa, las políticas, las capacidades institucionales y 

los principios transversales del EBDH, así como de los resultados de los impactos 

en la población, partió de la metodología explicada en el apartado anterior, sin 

embargo, los umbrales para la valoración se incrementaron con la incorporación de 

estándares internacionales actualizados del corpus iuris de los derechos humanos. 

Estos estándares amplían el horizonte del contenido del derecho al trabajo y 

permiten un análisis más acorde con los requerimientos actuales sobre normas, 

políticas, desarrollo de capacidades institucionales y mecanismos para impulsar los 

principios transversales que los Estados deben desarrollar para cumplir con las 

expectativas sociales vigentes y la evolución de los derechos.  

 

4.1 Valoración de marco normativo 

 

Para la valoración del marco normativo, se analizaron indicadores que 

fundamentan el marco del derecho al trabajo, basándose en estándares 

internacionales del CDESC y de la OIT. Se consideraron ocho indicadores del PSS, 

en línea con la obligación de integrar los instrumentos internacionales sobre el 

derecho al trabajo en la legislación nacional, tal como establece la O.G. No. 18 

(CDESC, 2005), para fortalecer la eficacia de las medidas adoptadas. 
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Los indicadores del PSS que se analizaron fueron los siguientes: 1. 

consagración en la Constitución de las garantías sobre las condiciones dignas, 

justas y satisfactorias del trabajo; 2. de las garantías sobre el salario mínimo; 3. de 

la garantía sobre la estabilidad en el empleo; 4. de la garantía a la capacitación en 

el trabajo; 5. de la garantía a la seguridad en el trabajo; 6. de la protección de todo 

trabajo peligroso en la niñez y la adolescencia; 7. consagración en la legislación de 

la no discriminación en el derecho al trabajo de las personas por razones de 

discapacidad, género, origen étnico u otros; y 8. tipo de indemnizaciones por 

despido. 

 

El primer indicador evalúa la garantía de condiciones laborales dignas, justas 

y satisfactorias, según el CDESC (2005), el trabajo digno debe respetar los 

derechos fundamentales, ofrecer un ingreso suficiente y garantizar la protección 

física y mental del trabajador/a. Además, destaca la importancia de condiciones 

laborales seguras, el derecho a formar sindicatos y la libre elección del empleo. El 

primer párrafo del Artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos (CPEUM) (Cámara de Diputados [1917] 2025) establece el derecho a un 

trabajo digno y en el apartado A, fracción VII (2024) en su última reforma promueve 

la igualdad salarial y la erradicación de la brecha salarial de género. 

 

En relación con el indicador sobre la consagración en la Constitución de las 

garantías sobre el salario mínimo, el CDESC (2016) establece que el salario mínimo 

debe garantizar condiciones de vida dignas, considerando el costo de vida, la 

seguridad social y los niveles de vida. La remuneración debe ser equitativa, sin 

distinción de género, y permitir el acceso a derechos esenciales como salud, 

educación y vivienda. El artículo 123, apartado A, fracción VI de la CPEUM estipula 

que los salarios mínimos, generales o profesionales, deben cubrir las necesidades 

básicas de una familia y garantizar la educación obligatoria. Establece también que 

su fijación es responsabilidad de una comisión nacional con representantes de 

trabajadores y trabajadoras, empleadores y empleadoras, y el gobierno. Asimismo, 
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en el Artículo 123 de la CPEUM, apartado B, sobre el trabajo entre los Poderes de 

la Unión y sus trabajadores/as, fracción IV se estipula que los salarios se fijarán en 

los presupuestos respectivos y no podrán disminuirse durante su vigencia.  

 

Por su parte, el indicador relativo a la consagración en la Constitución de la 

garantía sobre la estabilidad en el empleo, la OIT (1988) recomienda políticas que 

protejan contra el desempleo y fomenten el pleno empleo productivo y libremente 

elegido. La CPEUM, en el Artículo 123, apartado A, fracción XXII, establece que los 

empleadores o las empleadoras que despidan a un trabajador o una trabajadora sin 

justificación o por su afiliación sindical o participación en una huelga lícita, deben 

indemnizarlo con tres meses de salario. Lo mismo aplica si el trabajador/a se retira 

debido a falta de probidad o malos tratos del empleador/a. Además, el apartado B, 

fracción XI menciona que los trabajadores/as solo pueden ser suspendidos o 

cesados por causa justificada según la ley. 

 

Para el indicador de consagración en la Constitución de la garantía a la 

capacitación en el trabajo, el CDESC (2005) solicita que se adopten medidas 

positivas para permitir y asistir a las personas en el disfrute de su derecho al trabajo 

y aplicar planes de enseñanza técnica y profesional para facilitar el acceso al 

empleo. En la CPEUM se establece, también en el Artículo 123, apartado A, fracción 

XIII. Que las empresas, independientemente de su actividad, estarán obligadas a 

proporcionar a su personal capacitación o adiestramiento para el trabajo y que en 

la ley reglamentaria se determinarán los sistemas, métodos y procedimientos que 

los patrones deberán seguir para cumplir con esta obligación. 

 

En cuanto al indicador sobre garantía a condiciones laborales seguras, el 

CDESC (2016) recomienda adoptar medidas legislativas para garantizarlas. En 

línea con esto, la CPEUM, en el Artículo 123, apartado A, fracción II prohíbe trabajos 

insalubres o peligrosos para menores de 16 años y en la fracción XV obliga a los 

empleadores a implementar medidas de higiene y seguridad para prevenir 
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accidentes y proteger la salud de los trabajadores y trabajadoras, incluidas las 

mujeres embarazadas. 

 

En lo concerniente al indicador sobre protección de todo trabajo peligroso en 

la niñez y la adolescencia, la CPEUM en el Artículo 123, apartado A, fracción III 

prohíbe el trabajo de menores de quince años y limita a seis horas la jornada laboral 

de adolescentes de 15 a 16 años, con restricciones en trabajos nocturnos y 

peligrosos. La Ley Federal del Trabajo (Cámara de Diputados 1970) establece 

normas para proteger a los menores en el ámbito laboral. 

 

El indicador referente a consagración en la legislación de la no discriminación 

en el derecho al trabajo de las personas por razones de discapacidad, género, 

origen étnico u otros, el estándar fue tomado del PIDESC (1966) que prohíbe la 

discriminación laboral por raza, sexo, discapacidad, origen étnico, salud, orientación 

sexual, entre otros. En México la CPEUM en su Artículo 1° prohíbe cualquier tipo de 

discriminación y en el Artículo 5° garantiza la libertad de elegir profesión y el derecho 

a no ser privado del fruto del trabajo sin resolución judicial. En septiembre de 2024, 

se reformó el Artículo 2° de la CPEUM  para asegurar el desarrollo sostenible de las 

comunidades indígenas y afromexicanas, garantizando su acceso a empleo digno 

y protegiendo a los trabajadores y trabajadoras indígenas migrantes. 

 

Por último, en cuanto al indicador sobre tipo de indemnizaciones por despido, 

el CDESC (2005), establece que es fundamental proporcionar razones justificadas 

para el despido y garantizar el acceso a recursos legales y mecanismos de 

apelación en caso de despido injustificado. En México, el Artículo 123, apartado A, 

fracción XXII de la CPEUM señala que, si un empleador/a despide a un trabajador/a 

sin causa justificada o por motivos relacionados con su afiliación a una asociación 

o sindicato, o por participar en una huelga lícita, deberá, a elección del trabajador o 

la trabajadora, reinstalarlo o reinstalarla en su puesto o indemnizarlo con el 

equivalente a tres meses de salario. 
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En conclusión, la CPEUM reconoce y protege el derecho al trabajo digno, 

asegurando condiciones de seguridad, equidad salarial, estabilidad laboral y 

protección contra el despido injustificado. Además, regula la formación laboral, la no 

discriminación, la seguridad en el trabajo y la prohibición del trabajo infantil, con un 

enfoque específico en la protección de comunidades indígenas y afromexicanas. 

 

4.2 Valoración de políticas públicas y capacidades institucionales 

 

En este apartado se analizó la incorporación del derecho al trabajo en las 

políticas públicas y las capacidades institucionales en México en el periodo 2019-

2024, tomando como referencia estándares internacionales a partir de seis 

indicadores del PSS referentes a políticas públicas o programas para: 1. eliminación 

del trabajo forzoso; 2. eliminación del trabajo infantil; 3. antidiscriminación en 

materia laboral; 4. regularización laboral de personas migrantes; 5. regularización 

del trabajo doméstico remunerado; y 6. prevenir y sancionar la trata de personas. 

 

En cuanto al primer indicador sobre eliminación de trabajo forzoso, la OIT 

(2014) establece que los países deben formular políticas y planes de acción para 

erradicar el trabajo forzoso, en consulta con empleadores y empleadoras y el 

personal, México, como país pionero de la Alianza 8.7 de la OIT (Alliance, s/f), 

presentó un informe que destaca su participación en la erradicación del trabajo 

infantil, trabajo forzoso y trata de personas, con una hoja de ruta elaborada en 

coordinación con diversos actores. 

 

Para el indicador sobre políticas y programas para eliminar el trabajo infantil, 

el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CDESC, 2005) y la 

Organización Internacional del Trabajo (OIT, 1999) destacan la necesidad de 

adoptar y proteger a los menores de la explotación económica. En México, el 

artículo 123, apartado A, fracción III, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos (CPEUM) prohíbe el trabajo de menores de 15 años, y diversas 

leyes protegen contra el trabajo infantil. El Programa Sectorial de Trabajo y 
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Previsión Social 2020-2024 promovió la erradicación del trabajo infantil; asimismo, 

se creó la Comisión Intersecretarial para coordinar políticas y acciones para prevenir 

y erradicar el trabajo infantil y proteger el trabajo adolescente. 

 

No obstante, a pesar de los esfuerzos realizados, la tasa de trabajo infantil 

en el país experimentó una disminución entre 2017 y 2019, para luego 

incrementarse nuevamente en 2022, pasando del 11.4% al 13.1% (Encuesta 

Nacional de Trabajo Infantil INEGI, s/f). Este aumento fue más pronunciado en los 

niños (15.5%) en comparación con las niñas (10.7%). 

 

Para el indicador sobre no discriminación en el empleo por motivos como 

raza, sexo, religión, orientación sexual y discapacidad, el CDESC (2005) y el 

Convenio Nº 111 de la OIT (1958) mencionan que los Estados deben implementar 

políticas para promover la igualdad de oportunidades laborales y garantizar el 

acceso al empleo digno, especialmente para grupos desfavorecidos. México ha 

integrado políticas en este sentido en el Programa Sectorial de Trabajo y Previsión 

Social 2020-2024, el Programa Nacional de Trabajo y Empleo para las Personas 

con Discapacidad 2021-2024, y otros programas enfocados en la igualdad y no 

discriminación laboral. 

 

Para el indicador sobre políticas y programas para regularización laboral de 

personas migrantes, el CDESC (2005) y la REDESCA (2020) abogan por planes de 

acción que respeten sus derechos, independientemente de su estatus migratorio. 

México, a través del Programa Sectorial de Trabajo y Previsión Social 2020-2024, 

incluyó medidas para regularizar la contratación de migrantes y jornaleros agrícolas, 

con el objeto de asegurar una movilidad laboral ordenada, segura y respetuosa de 

los derechos humanos. 

 

En lo referente al indicador relativo a políticas y programas para 

regularización del trabajo doméstico remunerado, el CDESC (2005) establece que 

el trabajo doméstico debe ser regulado para garantizar las mismas protecciones 
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laborales que para el resto de los y las trabajadoras. En México, la Ley Federal del 

Trabajo en su Capítulo XIII relativo a Personas Trabajadoras del Hogar, regula el 

trabajo doméstico remunerado, exigiendo contratos escritos, igualdad en beneficios 

y condiciones laborales, como seguridad social, aguinaldo, vacaciones y descanso. 

La Comisión Nacional de los Salarios Mínimos establece los salarios y condiciones 

de descanso, mientras que el Programa Sectorial de Trabajo y Previsión Social 

2020-2024 busca mejorar las condiciones laborales del sector, promoviendo la 

inscripción al seguro social y el cumplimiento del Convenio 189 de la OIT. 

 

El último indicador sobre políticas y programas para prevenir y sancionar la 

trata de personas, México cuenta con la Ley General para Prevenir, Sancionar y 

Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas, que busca prevenirla y 

sancionarla, protegiendo a las víctimas, especialmente mujeres, niñas y niños. El 

Programa Nacional para la Igualdad entre Mujeres y Hombres 2020-2024 incluye 

medidas como sensibilización, apoyo a víctimas, capacitación judicial y protocolos 

de prevención en áreas de tránsito y turísticos. Además, se fortalecieron los 

servicios consulares para proteger a la ciudadanía mexicana en el extranjero y se 

implementaron estrategias de prevención digital. Aunque los delitos de trata 

disminuyeron después de 2018, han vuelto a incrementarse a niveles previos a la 

pandemia. 

 

Por último, se menciona que el ente encargado de dirigir la política laboral es 

la Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STPS), cuyo presupuesto federal 

asignado creció de 0.08 % en 2018 a 0.74 % en 2019, manteniéndose cerca del 

0.5% en los años siguientes, principalmente debido al Programa Jóvenes 

Construyendo el Futuro (PJCF), que absorbió la mayor parte de los recursos, lo que 

redujo entre otros el financiamiento al Programa de Apoyo al Empleo (PAE). Este 

PJCF busca integrar a jóvenes de 18 a 29 años que no estudian ni trabajan en 

actividades productivas, brindándoles capacitación, becas, seguro médico y 

constancias de capacitación para facilitar su inclusión laboral (STPS 2024). 
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En resumen, México ha implementado políticas y programas clave para 

garantizar el derecho al trabajo, destacando su liderazgo en la Alianza 8.7 de la OIT, 

enfocada en erradicar el trabajo forzoso, infantil y la trata de personas. Se han 

creado medidas para erradicar el trabajo infantil y proteger a los adolescentes, 

además de una Comisión Intersecretarial para coordinar acciones. Se han 

desarrollado políticas antidiscriminación e inclusión, y se han implementado 

medidas para la contratación de migrantes y jornaleros agrícolas. El trabajo 

doméstico ha sido regulado por la Ley Federal del Trabajo, que garantiza derechos 

como seguridad social y condiciones laborales justas y se fomenta la inscripción de 

trabajadoras domésticas en la seguridad social. México también ha implementado 

estrategias para prevenir y sancionar la trata de personas, a través de 

sensibilización, protección de mujeres vulnerables y fortalecimiento de servicios 

consulares. Finalmente, la STPS, encargada de la política laboral, vio un aumento 

en su presupuesto a partir de 2019 gracias al Programa Jóvenes Construyendo el 

Futuro. 

 

5. Valoración de mecanismos para principios transversales  

 

Este capítulo evalúa los mecanismos disponibles para garantizar la 

observancia de principios transversales de derechos humanos, como igualdad y no 

discriminación, acceso a la información pública y acceso a la justicia, mediante el 

análisis de catorce indicadores: ocho normativos y seis de políticas públicas. 

 

1.1 Valoración normativa de mecanismos para principios transversales 

 

En lo referente a la valoración normativa de principios transversales, los 

indicadores que se valoraron fueron los siguientes: Igualdad y no discriminación: 1. 

sanciones penales o civiles contra acciones de discriminación laboral en el 

ordenamiento jurídico; 2. recurso judicial adecuado y efectivo para impedir acciones 

de discriminación laboral; 3. cuotas de incorporación laboral establecidas en la 

normativa nacional; 4. cuotas de género y multiculturales en cargos públicos o 
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privados u otras acciones afirmativas contempladas en la legislación. Acceso a la 

información pública: 5. mecanismos vinculatorios para ordenar a un sujeto obligado 

a remitir la información cuando se ha negado a hacerlo. Acceso a la justicia: 6. 

instancias administrativas para presentar denuncias en materia de incumplimiento 

de obligaciones vinculadas al derecho al trabajo y a las libertades sindicales; 7. 

mecanismos que garanticen el acceso a la justicia laboral para población de 

escasos recursos económicos, población con discapacidad y pueblos indígenas; y 

8. mecanismos jurisdiccionales y no jurisdiccionales para atender vulneraciones a 

los derechos humanos. 

 

El primer indicador relacionado con el principio de igualdad y no 

discriminación aborda las sanciones penales o civiles contra la discriminación 

laboral. Según el CDESC (2005), los Estados deben imponer sanciones adecuadas 

por discriminación laboral, a lo cual, en México el artículo 994 de la CPEUM 

establece multas de 250 a 5000 Unidades de Medida y Actualización (UMA) para 

empleadores que discriminen o toleren acoso sexual en el trabajo. Además, el 

Código Penal Federal ([1931] 2024), en el artículo 149 Ter, establece penas de 

prisión, trabajo comunitario y multas para quienes restrinjan derechos laborales, con 

sanciones más severas si la infracción es cometida por un superior jerárquico. 

 

El indicador sobre recursos judiciales para prevenir la discriminación laboral, 

el CDESC (2016) establece que las personas afectadas por violaciones al derecho 

al trabajo deben tener acceso a recursos adecuados. En México, los Tribunales de 

la Federación pueden resolver controversias relacionadas con derechos humanos 

y garantías constitucionales según el Artículo 103 de la CPEUM, también el Artículo 

107 especifica que las controversias se resuelven mediante procedimientos legales 

y que el juicio de amparo puede ser interpuesto por la parte agraviada para alegar 

violaciones a sus derechos constitucionales. 

 

Para el indicador sobre cuotas de incorporación laboral el CDESC (2016) 

sugiere que los Estados deben implementar medidas temporales y cuotas para 
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garantizar el acceso de mujeres y otros grupos discriminados a puestos de alto nivel. 

En México, la Ley Federal del Trabajo promueve la igualdad sustantiva y elimina la 

discriminación contra las mujeres, asegurando igualdad de oportunidades. Además, 

garantiza condiciones laborales iguales para hombres y mujeres, así como la 

protección especial del trabajo infantil. 

 

El indicador sobre cuotas de género y multiculturales en cargos públicos y 

privados y otras acciones afirmativas, en la legislación mexicana se establece en el 

Artículo 2° de la Constitución que se garantiza la paridad de género en la elección 

de representantes de pueblos indígenas. Además, varios artículos constitucionales 

(35, 41, 52, 53, 56, 94 y 115) aseguran la paridad de género en cargos de elección 

popular y en los procesos de nombramientos y elecciones. Los partidos deben 

registrar listas con paridad de género, las circunscripciones plurinominales deben 

organizarse con paridad, y la Suprema Corte de Justicia y los ayuntamientos 

también deberán seguir este principio. 

 

El principio transversal de acceso a la información pública se enfoca en dos 

indicadores: el acceso a la información y la participación, y los mecanismos 

vinculantes para obligar a entregar información cuando se ha negado.  

 

Al respecto, el CDESC (2006) subraya la importancia de crear redes de 

información sobre el mercado laboral. El artículo 6° de la CPEUM garantiza el 

derecho de acceso a la información y protección de datos personales, a través de 

un organismo autónomo que actúa con principios de legalidad, imparcialidad y 

transparencia. Este organismo tiene competencias vinculantes, excepto en casos 

de seguridad nacional. Además, existen leyes como la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública y la Ley General de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública que regulan este derecho. 

 

El Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección 

de Datos Personales tiene la facultad de resolver recursos de revisión y denuncias 
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por incumplimiento de las obligaciones de transparencia, conforme a la Ley Federal 

(2016) y la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública (2015). 

También resuelve recursos de inconformidad contra decisiones de organismos 

garantes en las entidades federativas. Los solicitantes pueden presentar recursos 

de revisión dentro de los 15 días posteriores a la notificación de la respuesta. 

 

Para el primer indicador para el principio transversal de acceso a la justicia, 

sobre instancias administrativas para presentar denuncias en materia de 

incumplimiento de obligaciones vinculadas al derecho al trabajo y a las libertades 

sindicales, en México, las víctimas de violaciones al derecho al trabajo pueden 

acceder a recursos judiciales y reparación, como indemnización o restitución. La 

Procuraduría de la Defensa del Trabajo asesora y representa a personas 

trabajadoras y sindicatos, interviniendo en conflictos y conciliaciones. También 

existen Inspectores del Trabajo que realizan inspecciones extraordinarias y 

documentan violaciones a las normas laborales. 

 

Sobre el segundo indicador de acceso a la justicia analizado, el relativo a 

mecanismos que garanticen el acceso a la justicia laboral para población de 

escasos recursos económicos, población con discapacidad y pueblos indígenas, el 

CDESC (2005) establece que todas las personas, incluidas las de escasos recursos, 

personas con discapacidad y pueblos indígenas, deben tener acceso a recursos 

judiciales adecuados en caso de vulneración de sus derechos laborales. La Ley 

Federal del Trabajo (LFT) garantiza que, a través de la PROFEDET, las personas 

trabajadoras y los sindicatos reciban asesoría, representación y apoyo en la defensa 

de sus derechos laborales, incluyendo la mediación en conflictos y asistencia a 

audiencias de conciliación. 

 

En este sentido, el porcentaje de mediaciones y acompañamientos resueltos 

favorablemente por la PROFEDET, han aumentado desde 2010 que representaba 

el 63.2%, llegando en 2020 a 88.0%. Asimismo, el porcentaje de juicios resueltos 

de manera favorable, promovidos por la misma Procuraduría, pasó de 79.7% en 
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2010 a 88.9% y 84.9%, en 2019 y 2020 respectivamente, después de una tendencia 

a la baja entre 2014 y 2017.  

 

Por último, sobre el indicador relativo a mecanismos jurisdiccionales y no 

jurisdiccionales para atender vulneraciones a los derechos humanos, la CPEUM 

establece que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) tiene la 

facultad de investigar violaciones graves de derechos humanos, ya sea por iniciativa 

propia o a solicitud de autoridades. Asimismo, la Ley de Amparo ([2013] 2015) 

permite resolver controversias sobre normas, actos u omisiones que violen 

derechos humanos, con competencias tanto a nivel federal como estatal. La CNDH 

también investiga quejas de violaciones de derechos humanos cometidas por 

autoridades federales y locales, salvo en el caso del Poder Judicial. Además, México 

cuenta con tribunales especializados en materia laboral, como Tribunales 

Colegiados de Circuito y Juzgados de Distrito. 

 

En relación con lo anterior, el porcentaje de resolución de conflictos laborales 

pasó de 105.0% en 2010 a 70.6% en 2021, y en el caso de conciliaciones se tuvo 

el mismo porcentaje en 2010 y 2021 (18.4%) con variaciones en el periodo, el punto 

máximo se alcanzó en 2016 con el 26%, ambos realizados por la Junta Federal de 

Conciliación y Arbitraje. 

 

Con la reforma laboral de 2019, la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje 

(JFCA) dejó de operar gradualmente. Se eliminaron las Juntas de Conciliación y 

Arbitraje, tanto federales como locales, y se crearon tribunales laborales bajo la 

jurisdicción del Poder Judicial. Además, se estableció el Centro Federal de 

Conciliación y Registro Laboral para la conciliación y el registro de sindicatos y 

contratos. Desde noviembre de 2022, los tribunales laborales asumieron 

completamente las funciones de la JFCA, aunque esta sigue operando para concluir 

asuntos pendientes antes de su extinción definitiva. 

 



AÑO 1, NÚM. 1, ENERO – JUNIO 2026   REVISTA UNIVERSITARIA DE DERECHOS HUMANOS 

 

 182 

En síntesis, México ha implementado diversas medidas para garantizar la 

igualdad laboral, el acceso a la justicia y la transparencia en el ámbito laboral. Se 

sancionan penal y civilmente los actos de discriminación laboral y se aseguran 

recursos judiciales efectivos, además de establecer cuotas laborales para mujeres 

y grupos vulnerables. En cuanto al acceso a la información, se regula el derecho a 

la transparencia mediante leyes y organismos autónomos, garantizando la 

protección de datos personales. También existen mecanismos judiciales y 

administrativos para presentar denuncias laborales y garantizar la justicia para 

sectores vulnerables. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) 

puede investigar violaciones graves de derechos humanos y el juicio de amparo 

permite impugnar actos que vulneren derechos humanos. Además, se cuentan con 

Tribunales Colegiados de Circuito y Juzgados de Distrito especializados en materia 

laboral. 

 

5.2 Valoración de políticas públicas para mecanismos de principios 

transversales 

 

Respecto a la valoración de políticas públicas en México para el cumplimiento 

de los mecanismos de principios transversales, los indicadores del PSS incluidos 

fueron los siguientes: Igualdad y no discriminación: 1. mecanismos administrativos 

o judiciales para enfrentar acoso laboral; 2. programas antidiscriminación laboral en 

las entidades con perspectiva poblacional; 3. programas orientados a la conciliación 

de la vida laboral y familiar y al reconocimiento del trabajo de cuidado no 

remunerado; 4. programas que fomenten la inserción laboral en condiciones dignas 

de la población vulnerable. Acceso a la información pública; 5. encuesta de hogares 

a nivel nacional para monitorear el mercado laboral; y 6. portal virtual público de la 

entidad que administra las estadísticas del mercado laboral 

 

Para el caso de los indicadores del principio transversal de igualdad y no 

discriminación, en México se implementaron políticas como el Programa Nacional 

para la Igualdad entre Mujeres y Hombres 2020-2024, que abordan el acoso y 
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hostigamiento sexual en el trabajo, y programas para la inclusión laboral de 

personas con discapacidad, jóvenes, y mujeres, fomentando la igualdad de 

oportunidades. También se han impulsado políticas de conciliación de la vida laboral 

y familiar, y el reconocimiento del trabajo no remunerado, mediante medidas que 

promuevan la corresponsabilidad y mejoren las condiciones laborales para los 

trabajos de cuidado. 

 

En cuanto a la inserción laboral de poblaciones vulnerables, México ha 

diseñado programas enfocados en mejorar las condiciones de empleo para 

personas desempleadas, jóvenes, migrantes, pueblos indígenas y personas con 

discapacidad, priorizando la inclusión en el empleo formal y el acceso a trabajos 

dignos. 

 

En lo referente al principio transversal de acceso a la información pública y 

participación, los indicadores sobre la existencia de una encuesta de hogares a nivel 

nacional para monitorear el mercado laboral, y sobre un portal virtual público de la 

entidad que administra las estadísticas del mercado laboral, de acuerdo con el 

CDESC (2016) la accesibilidad implica el derecho a buscar, obtener y compartir 

información sobre las oportunidades de empleo, mediante la creación de redes de 

información sobre el mercado laboral a nivel local, regional, nacional e internacional. 

De acuerdo con lo anterior México cuenta con la Encuesta Nacional de Ocupación 

y Empleo (ENOE), cuyo levantamiento es trimestral. Asimismo, el Instituto Nacional 

de Estadística y Geografía (INEGI) gestiona las estadísticas del mercado laboral y 

publica periódicamente sus principales indicadores en su portal. 

 

Resumiendo, México ha implementado diversas políticas públicas para 

garantizar el derecho al trabajo, centradas en la prevención y sanción del acoso 

laboral, la promoción de la igualdad laboral y la inclusión de grupos vulnerables. Se 

han mejorado y actualizado los protocolos para prevenir el acoso sexual en el 

trabajo y en instituciones educativas, además de promover la igualdad laboral 

mediante programas como el Programa Nacional de Trabajo y Empleo para 
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Personas con Discapacidad, el Programa Nacional de Juventud y el Programa 

Nacional para la Igualdad entre Mujeres y Hombres. También se han impulsado 

estrategias para reconocer el trabajo doméstico y de cuidado, y fomentar la inclusión 

laboral de personas con discapacidad, jóvenes, pueblos indígenas y afromexicanos 

a través de programas como Jóvenes Construyendo el Futuro. Además, México 

facilita el acceso a la información sobre el mercado laboral mediante la ENOE y un 

portal público administrado por INEGI. Estas acciones buscan crear un entorno 

laboral justo, inclusivo y libre de discriminación, alineado con las recomendaciones 

internacionales. 

 

6. Satisfacción del derecho al trabajo en México (2019-2024) 

 

Los impactos de las normativas, políticas e institucionalidad de México en el 

derecho al trabajo durante el periodo estudiado se analizan a través de indicadores 

de resultados del Protocolo de San Salvador (PSS) y los Objetivos de Desarrollo 

Sostenible (ODS). Se revisan primero los impactos generales en el disfrute del 

derecho al trabajo y luego se enfocan en grupos de población en situación de 

vulnerabilidad o discriminación. Se destaca que los esfuerzos normativos e 

institucionales están correlacionados con ciertos indicadores de resultados, aunque 

no necesariamente de manera causal. 

6.1 Impactos generales 

 

El análisis de los impactos generales se inicia con un panorama general de 

la evolución de la tasa de participación laboral por sexo entre 2010 y 2024 (gráfica 

1), porcentaje que representa la población económicamente activa (PEA) respecto 

a la población en edad de trabajar (15 años y más) INEGI, la cual ha mostrado pocos 

cambios, pasando en el total nacional de 59.0% en 2010 a 60.4% en 2024. La tasa 

de participación femenina creció casi cinco puntos porcentuales en el periodo 

analizado, en tanto la masculina cayó en casi tres puntos. Esto se debe 

principalmente a factores como el envejecimiento de la población, la baja 

incorporación de jóvenes y mujeres al mercado laboral, debido a la falta de acceso 
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a servicios de cuidado infantil, responsabilidades domésticas desiguales y períodos 

de bajo crecimiento económico. 

 

Gráfica 1. Evolución de la tasa de participación de la fuerza laboral por sexo  

(2010-2024) 

 

 

Fuente: Elaboración propia para el PUDH-UNAM con base en INEGI. Sistema Nacional de 

Información Estadística y Geográfica (SNIEG). 

 

La gráfica 2 muestra la tasa de desocupación (correspondiente al indicador 

8.5.2 de los ODS), tanto total como desagregada por sexo. Se observa una 

tendencia a la baja de 2010 a 2019, con un aumento en 2020 debido a la pandemia 

de Covid-19, en que alcanzó 4.5%, que fue similar al nivel de 2013-2014, sin 

embargo, fue más baja que en 2010 (5.3%). Para después llegar a su punto más 

bajo en 2024 (2.4%), inferior al promedio mundial (5.0%) y al de América Latina y el 

Caribe, incluso más baja que la de Japón, Alemania y Estados Unidos (OCDE s/f). 

 

En 2024, esta tasa es mayor en los hombres (2.6%) que en las mujeres 

(2.2%), lo anterior debido a dinámicas laborales diferentes entre ambos géneros. 

Las mujeres tienen una menor participación en la búsqueda de empleo y están más 

concentradas en sectores como educación, salud, comercio y servicios, los cuales 
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se recuperaron más rápido tras la pandemia de Covid-19, a diferencia de sectores 

como construcción y manufactura, donde predominan los hombres. 

 

La tasa de desempleo de larga duración —un año o más— (gráfica 3) alcanzó 

su máximo en 2021 con un 4.2 %, después de mantenerse entre 0.9 % y 2.0 % 

desde 2010, debido a la lenta recuperación pospandemia. En México, la mayoría de 

las personas desocupadas en 2017 lo estaban hasta en un mes (46.0%) y hasta 

seis meses (42.6%), cifras que en 2024 fueron del 44.5% y 42.4%, respectivamente.  

 

 

Gráfica 2. Tasa de desocupación por 

sexo 

 

 

Gráfica 3. Tasas de desempleo de 

larga duración  

(un año o más) 

 

Fuente: Elaboración propia para el PUDH-UNAM con base en INEGI. Sistema Nacional de 

Información Estadística y Geográfica (SNIEG). 

 

La tasa de informalidad en México (gráfica 4) ha disminuido del 59.1% en 

2010 al 53.7% en 2024, una reducción de 5.4 puntos porcentuales, más mujeres 

que hombres trabajan en esta situación. Asimismo, México se encuentra por debajo 

del promedio mundial (57.8%) y por encima del de América Latina y el Caribe 
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(51.7%). Este avance se atribuye a reformas y programas gubernamentales que 

fomentaron la formalización del empleo. Sin embargo, la informalidad sigue siendo 

un desafío y se requiere continuar con políticas que promuevan empleos formales 

y mejores condiciones laborales para garantizar el derecho al trabajo. 

 

En la gráfica 5 se muestra el indicador del porcentaje de personas 

asalariadas con respecto al total de la población ocupada; es decir, aquellas que 

reciben alguna forma de remuneración por su trabajo, ya sea en dinero o en especie. 

Este porcentaje se ha mantenido prácticamente constante a lo largo del tiempo y en 

la distribución por sexo. 

Gráfica 4. Tasa de informalidad 

desagregada por sexo 

 

 

Gráfica 5. Porcentaje de asalariados 

frente al total de ocupados 

 

Fuente: Elaboración propia para el PUDH-UNAM con base en INEGI. Sistema Nacional de 

Información Estadística y Geográfica (SNIEG). 

La gráfica 6 muestra un aumento de 34.2 puntos porcentuales entre 2010 y 

2024 en el porcentaje de ocupados que viven con hasta dos salarios mínimos, 

asimismo, la gráfica 7 muestra la evolución del salario mínimo real, el cual tuvo un 

crecimiento de 2.5 veces entre 2019 y 2024, pasando de $75.28 a $191.18 diarios 

(a pesos constantes), por lo que en 2019 dos salarios mínimos ascendían a $150.56 

y en 2024 a $382.36.  
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Gráfica 6. Porcentaje de ocupados/as 

que viven con hasta dos salarios 

mínimos (pesos segunda quincena de 

julio 2018) 

 

Fuente: Elaboración propia para el PUDH-

UNAM con base en INEGI. Encuesta nacional 

de Ocupación y Empleo. 

 

 

Gráfica 7. Salario mínimo real (pesos 

segunda quincena de julio 2018) 

 

Fuente: Elaboración propia para el PUDH-

UNAM con base en la Comisión Nacional de 

los Salarios Mínimos (CONASAMI). 

Además, el porcentaje de la población con ingresos inferiores al costo de la 

canasta alimentaria (gráfica 8) ha disminuido de 41.7% en 2010 a 35.1% en 2024, 

una reducción de 6.6 puntos porcentuales. 

 

La tasa de crecimiento anual promedio del ingreso laboral per cápita para los 

deciles I, II y X se muestra en la gráfica 9, donde se aprecia que el decil I 

experimentó altibajos, con una caída notable en 2020 debido a la pandemia, pero 

con una fuerte recuperación en 2022. Los otros deciles siguieron una tendencia 

similar a la tasa promedio nacional, con el decil más alto siendo el más estable, 

aunque con el menor crecimiento en 2022. La recuperación de los primeros deciles 

se atribuye principalmente al aumento del salario mínimo y a los programas de 

transferencias monetarias. 
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Gráfica 8. Porcentaje de la población 

con ingreso laboral inferior al costo de 

la canasta alimentaria  

 

Fuente: Elaboración propia para el PUDH-

UNAM con base en el Consejo Nacional de 

Evaluación de la Política Social (CONEVAL). 

Medición de la pobreza laboral. 

Gráfica 9. Tasa de crecimiento 

promedio anual del ingreso laboral 

per cápita de (deciles I, II y X) 

 

Fuente: Elaboración propia para el PUDH-

UNAM con base en Sistema Nacional de 

Evaluación de Derechos Humanos (SNEDH). 

 

La gráfica 10 muestra la participación de los salarios y las transferencias de 

protección social en el PIB (indicador 10.4.1 de los Objetivos de Desarrollo 

Sostenible, ODS). Entre 2010 y 2018, esta participación se mantuvo en promedio 

en 25.0%. A partir de 2019, comenzó a incrementarse, alcanzando el 27.4% en 

2022. 
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Gráfica 10. Participación de los salarios y las transferencias de protección social 

en el PIB (%) 

 

Fuente: Elaboración propia para el PUDH-UNAM con base en el Sistema Nacional de Evaluación 

de Derechos Humanos (SNEDH). 

Entre 2010 y 2024, el porcentaje de personas ocupadas con prestaciones 

laborales (gráfica 11) aumentó de 59.8% a 67.3%, un incremento de 7.5 puntos, 

siendo mayor para los hombres (8.6 puntos) que para las mujeres (6.4 puntos), 

debido a afiliaciones voluntarias a servicios de protección social y programas 

gubernamentales. Además, el porcentaje de la población ocupada con ingresos de 

hasta dos salarios mínimos que cuenta con servicios de salud (gráfica 12) creció de 

52.9% en 2010 a 72.5% en 2023, destacando el año de 2021, cuando llegó a 79%. 
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Gráfico 11. Porcentaje de mujeres y 

hombres ocupados con prestaciones 

laborales 

 

 

Gráfica 12. Porcentaje de la 

población ocupada con ingresos de 

hasta 2 salarios mínimos que cuenta 

con acceso a instituciones de salud 

 

Fuente: Elaboración propia para el PUDH-UNAM con base en el SNEDH e INEGI Encuesta Nacional 

de ocupación y Empleo. 

 

El indicador de lesiones laborales no mortales (gráfica 13) ha mostrado una 

disminución desde 2013, según la Organización Internacional del Trabajo (OIT). Sin 

embargo, a partir de 2019, la tasa de lesiones ha sido mayor en las mujeres que en 

los hombres, invirtiendo la tendencia previa. 

Gráfica 13. Lesiones laborales no mortales por cada 100.000 trabajadores/as 

 

Fuente: Elaboración propia para el PUDH-UNAM con base en OIT Estadísticas laborales del 

Trabajo. 

0.0

10.0

20.0

30.0

40.0

50.0

60.0

70.0

80.0

20
1

0

20
1

1

20
1

2

20
1

3

20
1

4

20
1

5

20
1

6

20
1

7

20
1

8

20
1

9

20
2

0

20
2

1

20
2

2

20
2

3

20
2

4/
0

3

Mujeres Hombres

52.9
48.8
50.2

53.1
57.3

55.3
58.1

61.3
64.5

73.5
76.7

79.0
72.2
72.5

0.0 20.0 40.0 60.0 80.0 100.0

2010

2011

2012

2013

2014

2015

2016

2017

2018

2019

2020

2021

2022

2023

0

500

1000

1500

2000

2500

3000

3500

4000

2013 2014 2015 2016 2017 2019 2020 2021

Hombres Mujeres Total



AÑO 1, NÚM. 1, ENERO – JUNIO 2026 REVISTA UNIVERSITARIA DE DERECHOS HUMANOS 

192 

Resumiendo, entre 2010 y 2024, México experimentó avances y desafíos en 

el ámbito laboral. La tasa de participación aumentó levemente, pasando del 59.0% 

al 60.4%, debido al envejecimiento de la población y la baja incorporación de 

jóvenes y mujeres al mercado laboral. La tasa de desocupación disminuyó a un 

2.4% en 2024, mucho más baja que el promedio mundial, especialmente por las 

dinámicas laborales post-pandemia y sectores resilientes con mayor empleo 

femenino. El desempleo de larga duración se mantuvo entre 0.9% y 2.0%. 

Aunque la informalidad laboral se redujo, sigue siendo un reto, con las 

mujeres más representadas en esta clase de empleo. El porcentaje de asalariados 

se mantuvo estable, y el porcentaje de ocupados con ingresos bajos aumentó 34.2 

puntos porcentuales, correlacionado con el incremento del salario mínimo real (2.5 

veces más). Además, el ingreso laboral por debajo de la canasta alimentaria 

disminuyó en 6.6 puntos porcentuales. 

El decil más bajo de ingresos experimentó altibajos, con una caída en 2020 

por la pandemia, pero una rápida recuperación en 2022 debido al aumento del 

salario mínimo. La participación del ingreso laboral en el PIB aumentó en 1.5 puntos 

porcentuales. El porcentaje de trabajadores y trabajadoras con prestaciones 

laborales creció, con una mayor mejora en los hombres. El acceso a servicios de 

salud para los ocupados con ingresos bajos aumentó casi 20 puntos porcentuales. 

En resumen, México ha logrado avances en la reducción del desempleo, la 

informalidad laboral, el aumento del salario mínimo, y el acceso a prestaciones y 

servicios de salud. Sin embargo, persisten desafíos relacionados con la inclusión de 

mujeres, jóvenes y sectores vulnerables en el mercado laboral formal, así como la 

desigualdad de ingresos. 

6.2. Impactos en grupos de población en situación de vulnerabilidad o 

discriminación  
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Este apartado analiza las diferencias en el cumplimiento del derecho al 

trabajo para grupos en situación de vulnerabilidad, enfocándose principalmente en 

mujeres y jóvenes; sin embargo, se destaca la falta de datos sobre otros grupos 

importantes, como población indígena, afrodescendiente, personas mayores y 

personas con discapacidad. 

 

Como se comentó anteriormente, la tasa de participación femenina creció 

casi cinco puntos porcentuales entre 2014 y 2024, mientras que la masculina cayó 

en casi tres puntos.  

 

El empleo remunerado de las mujeres en el sector no agrícola ha crecido 

ligeramente, pasando del 40.8% en 2010 al 43.6% en 2023 (gráfica 14). 

 

 

 

Gráfica 14. Proporción de mujeres en el total de asalariados en el sector no 

agropecuario (15 años y más) 

 

Fuente: Elaboración propia para el PUDH-UNAM con base en INEGI. Sistema Nacional de 

Información Estadística y Geográfica (SNIEG). 

 

En la gráfica 15 se muestra la brecha salarial de género desde la ONU “… se 

define como la diferencia entre la mediana de los ingresos de los hombres y de las 

0

5

10

15

20

25

30

35

40

45

50

2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023



AÑO 1, NÚM. 1, ENERO – JUNIO 2026 REVISTA UNIVERSITARIA DE DERECHOS HUMANOS 

194 

mujeres en relación con la mediana de los ingresos de los hombres. se calcula como 

la diferencia entre las ganancias promedio de los hombres y las ganancias promedio 

de las mujeres, expresada en porcentaje de las ganancias promedio de los 

hombres” (ONU-Mujeres 2024), la cual ha mostrado una tendencia a la baja entre 

2010 y 2024. En 2010, la diferencia era del 25.9%, mientras que en 2024 se redujo 

a 13.8%. ONU-Mujeres. El porcentaje se calculó con base en la fórmula de ONU 

Mujeres, con los datos promedio de los cuatro trimestres para los años 2010 a 2023 

y de los tres trimestres disponibles para 2024 de la mediana de los ingresos 

mensuales. 

La gráfica 16 presenta la razón del ingreso laboral de trabajadoras y 

trabajadores por nivel educativo, un valor menor de cien indica que el salario 

mediano por hora de las mujeres es menor que el de los hombres, a pesar de contar 

ambos con el mismo nivel educativo. Un valor mayor a cien expresa que el ingreso 

por trabajo que reciben las mujeres es mayor que el de los hombres, aunque su 

escolaridad sea igual (SIODS 5n.1.1), donde se aprecia que a medida que aumenta 

el nivel educativo, la diferencia salarial entre géneros disminuye. Sin embargo, entre 

2016 y 2022 no se observaron mejoras significativas para lograr una remuneración 

igualitaria. 

Gráfica 15. Brecha salarial entre 

hombres y mujeres  

Fuente: Elaboración propia para el PUDH-

UNAM con base en INEGI. SNIEG. 
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Fuente: Elaboración propia para el PUDH-

UNAM con base en el SIODS. 

 

Entre 2010 y 2023, la participación de mujeres en cargos directivos en México 

aumentó casi 8 puntos, aunque aún no se alcanza la paridad, a pesar de los cambios 

legislativos en la materia (gráfica 17). 

 

Gráfica 17. Porcentaje de mujeres en el funcionariado público 

 

Fuente: Elaboración propia para el PUDH-UNAM con base en el Sistema de Información de los 

ODS de México (SIODS). 

 

En 2024, los adolescentes de 15 a 19 años que trabajan (gráfica 18) 

representan el 5.4% de la población ocupada, una proporción que ha ido 

disminuyendo, especialmente entre 2019 y 2024, posiblemente debido al programa 

“Jóvenes construyendo el futuro”. En cuanto a los jóvenes de 15 a 24 años que no 

estudian ni trabajan (gráfica 19) y que corresponde al indicador ODS 8.6.1, la 

proporción es mayor en 2022entre las mujeres (8.4%) que entre los hombres (5.5%). 
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Gráfico 18. Porcentaje de población de 

15 a 19 años respecto a la población 

ocupada total 

 

 

Fuente: Elaboración para el PUDH-UNAM con 

base en el SNEDH e INEGI Encuesta Nacional 

de ocupación y Empleo. 

Gráfica 19. Proporción de jóvenes (15 a 

24 años) que no están en el sistema 

educativo ni ocupados por sexo (%)  

 

Fuente: Elaboración para el PUDH-UNAM con 

base en el Sistema de Información de los ODS 

de México (SIODS). 

 

En síntesis, aunque hay avances en la participación laboral femenina y en la 

reducción de la brecha salarial, persisten retos en la paridad en cargos directivos y 

en la inclusión de jóvenes en el sistema educativo y productivo. 

 

7. Síntesis de hallazgos 

 

Este estudio, basado en indicadores de derechos humanos, evalúa el 

cumplimiento del derecho al trabajo con evidencia empírica. Los indicadores reflejan 

las obligaciones de tratados internacionales y recomendaciones de organismos 

encargados de su supervisión.  

 

Para la presentación de la síntesis de hallazgos se presentan gráficas con 

algunos de los indicadores revisados (gráficas 20 y 21), destacando una evaluación 

multidimensional del cumplimiento del derecho al trabajo, en la que se resume el 
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cumplimiento de la normativa, políticas públicas, capacidades institucionales y 

principios como igualdad, no discriminación, acceso a la información y a la justicia.  

 

Entre los principales hallazgos observados se tiene que México ha 

incorporado principios clave en su Constitución, como condiciones dignas de trabajo 

y protección de los derechos laborales de niños y adolescentes y también ha firmado 

convenios con la OIT, aunque no todos han sido ratificados. Ha desarrollado 

políticas para eliminar el trabajo forzoso y formas graves de trabajo infantil.  

 

Tras la pandemia de Covid-19, se observa una recuperación desigual, 

afectando especialmente a mujeres y jóvenes, por lo que se debe fortalecer el 

empleo formal, las instituciones laborales, la protección social y las políticas de 

capacitación. 

 

Se identificaron deficiencias especialmente en la erradicación del trabajo 

forzoso, la prevención del trabajo infantil y la regularización del empleo de 

migrantes. También se señala la necesidad de fortalecer políticas de igualdad, no 

discriminación, y conciliación laboral-familiar, además de incluir medidas contra la 

discriminación laboral y cuotas de género. Se destaca la importancia de recopilar 

datos con un enfoque de diversidad cultural y lingüística, e incluir a personas con 

discapacidad. 

 

Por último, se señala que a pesar de los avances, México debe mejorar la 

efectividad del acceso a la información y la justicia laboral, seguir implementando 

políticas basadas en estándares internacionales y fortalecer su marco legal e 

institucional para garantizar los derechos laborales. 

 



AÑO 1, NÚM. 1, ENERO – JUNIO 2026   REVISTA UNIVERSITARIA DE DERECHOS HUMANOS 

 

 198 

Gráfica 20. Resumen de la valoración normativa, políticas públicas y capacidades 

institucionales  

Categoría Indicadores del PSS 
Cumpli-

miento 

Normativa 

 

 

Consagración en la Constitución de 

condiciones dignas, justas y 

satisfactorias del trabajo; estabilidad 

en el empleo; no discriminación en el 

derecho al trabajo; protección de todo 

trabajo dañino en la niñez y la 

adolescencia; del derecho de 

asociación y de reunión 

  

     

Políticas públicas 

 
Políticas públicas o programas de 

eliminación del trabajo forzoso 
  

 

Políticas públicas o programas de 

eliminación del trabajo infantil; anti-

discriminación en materia laboral; y 

para prevenir y atender accidentes 

ocupacionales 

  

     

Capacidades estatales  Ministerio de Trabajo y/o Empleo   

 

 

Gráfica 21. Resumen de la valoración de los principios transversales 

Principios 

Componentes  

(indicadores del Protocolo de San 

Salvador) 

Cumpli-

miento 
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Igualdad y no discrimina-ción 

Sanciones penales o civiles contra 

acciones de discriminación laboral 

Cuotas (de género, multiculturales) 

en cargos públicos o privados u 

otras acciones  

Programas anti-discriminación 

laboral 

Conciliación de la vida laboral y 

familiar y reconocimiento del 

trabajo de cuidado no remunerado 

Acceso a información 
Portal virtual público los principales 

indicadores del mercado laboral 

Acceso a la justicia 

Instancias administrativas para 

presentar denuncias  

Mecanismos que garanticen el 

acceso a la justicia laboral para 

población en situación de 

vulnerabilidad 

Mecanismos judiciales para 

proteger a los y las trabajadoras 

sindicalizados de acciones 

arbitrarias  

Fuente: Elaboración propia para el PUDH-UNAM. 
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La gráfica 22 muestra indicadores de impacto de fuentes oficiales como el 

SNEDH, SIODS, INEGI y OIT, comparando los datos de 2018 (previo al inicio de la 

administración federal) con los de 2024. Resalta la tendencia de cada indicador 

durante este período e incluye el promedio de América Latina y el Caribe como 

referencia regional, así como los indicadores ODS correspondientes con algunos de 

los del PSS. 

 

Gráfica 22. Análisis de impactos sobre la realización efectiva del derecho al trabajo 

indicadores destacados del PSS 2018 2024. Tendencia ALC 
Ind 

ODS 

Tasa de trabajo infantil  11.4 13.1 
 

 8.7.1 

Tasa de desempleo  3.3 2.4 
 

6.2 8.5.2 

Porcentaje de asalariados frente al total 

de ocupados 
64.5 65.9 

 

  

Tasa de informalidad  56.5 54.2 
 

51.7 8.3.1 

Proporción de trabajadores/as con 

ingresos inferiores a dos salarios 

mínimos 

43.5 69.4    

Proporción de mujeres en el total de 

asalariados en el sector no agropecuario 
41.8 43.6 

 

  

Porcentaje de mujeres en el 

funcionariado público 
36.6 36.5 = 38.9 5.5.2 

Porcentaje del presupuesto nacional 

asignado al Ministerio del Trabajo. 
0.08 0.38    

Porcentaje de la masa salarial dentro del 

PIB 
24.7 27.4 

 

 10.4.1 

Tasas de desempleo de larga duración  1.2 1.3 =   

Tasa de crecimiento promedio anual de 

los ingresos laborales del primer decil 
14.2 22.7    
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indicadores destacados del PSS 2018 2024. Tendencia ALC 
Ind 

ODS 

Medición de discriminación salarial entre 

varones y mujeres por el mismo trabajo 

(brecha salarial) 

21.6 13.8 
 

  

Fuente: Elaboración propia para el PUDH-UNAM con base en los informes presentados al PSS. 

8. Recomendaciones para enfrentar retos y generar oportunidades  

 

El estudio identifica desafíos clave en el derecho al trabajo en México y ofrece 

recomendaciones basadas en organismos internacionales como la OIT y la CEPAL, 

que aunque son para la región de América Latina y el Caribe (ALC) pueden aplicar 

también para el caso de México. Se enfocan en cuatro áreas: garantizar el derecho 

al trabajo, establecer condiciones laborales justas, promover la igualdad laboral 

para grupos vulnerables y fomentar la responsabilidad empresarial.  

 

La OIT (2023) señala que la región de ALC enfrenta serios desafíos laborales, 

como empleo limitado, baja calidad de trabajo y desigualdades, por lo que sugiere 

promover el empleo formal, proteger los ingresos y fortalecer la inversión 

tecnológica. La CEPAL (2023) destaca la inclusión social y la reducción de 

desigualdad a través de políticas que fomenten la igualdad, la formación profesional 

y la mejora de la empleabilidad juvenil, además de impulsar programas como 

Jóvenes Construyendo el Futuro” en México. 

 

La ONU (2023) resalta la necesidad de proteger a los trabajadores y 

trabajadoras frente a las empresas, fortalecer la supervisión estatal, capacitar sobre 

derechos laborales, promover la negociación colectiva y la conciliación laboral-

familiar, y adaptarlos a los cambios tecnológicos. Estas acciones buscan mejorar la 

protección laboral y garantizar condiciones de trabajo dignas. 

 

En cuanto al acceso a la justicia, se recomienda crear mecanismos judiciales 

eficaces para proteger a los trabajadores y a las trabajadoras de represalias y 
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mejorar la información sobre grupos vulnerables. Se subraya la necesidad de 

adoptar soluciones sostenibles para enfrentar las crisis laborales, garantizando la 

participación de las personas trabajadoras y el cumplimiento de las obligaciones 

empresariales en materia de derechos humanos. 
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Santos M. Ruesga, Laura Pérez Ortiz y Marta Cebollada 
Gay (coords.), Diálogos sobre economía, precariedad 

laboral, informalidad y mujer. Políticas de cuidados, 
Universidad Autónoma de Madrid, Instituto Belisario 

Domínguez, México, 2022, 202 p. 

 

Diálogos sobre economía, precariedad laboral, informalidad y mujer. Políticas 

de cuidados, es una obra rigurosa y multidisciplinaria para comprender el desarrollo 

económico en América Latina. El libro no se limita a un diagnóstico, es también una 

llamada a la acción; a través de nueve capítulos, los autores entrelazan el análisis 

macroeconómico con estudios de caso concretos, evaluaciones de política pública 

y una mirada profundamente humana sobre los sectores más vulnerables en el 

mercado de trabajo. 

 

El libro se organiza en torno a tres ejes principales; precariedad laboral, 

informalidad y políticas de cuidados, cada capítulo está escrito por diferentes 

autores, lo que enriquece el contenido con diversas perspectivas y enfoques 

metodológicos, busca analizar cómo estos fenómenos afectan a las mujeres y 

proponer políticas públicas para mejorar su situación.  

 

La recopilación ofrece una gran calidad académica e interdisciplinaria gracias 

a sus autores y los diferentes enfoques que se agregan, ya que sitúa al lector en 

diversos contextos, todos igual de importantes, con la misma necesidad de atención 

y resolución, a través de diferentes líneas de  investigación. Los editores Santos 

M.Ruesga, Laura Pérez Ortiz y Marta Cebollada Gay han logrado una cohesión 

temática y conceptual a pesar de la diversidad de autores. 

 

América Latina no se caracteriza por sistemas robustos de bienestar 

socioeconómico, laboral o sanitario; por el contrario, la imagen predominante es la 

de la vulnerabilidad, la falta de reconocimiento y la ausencia de dignificación del 

trabajo para amplios sectores de la sociedad.  
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La informalidad laboral no es un fenómeno nuevo, es una característica 

estructural y persistente de las economías que afecta a más del 50% de la población 

ocupada en muchos países. La mayoría de los trabajadores carece de acceso a 

derechos laborales básicos y en ocasiones desconocen la existencia de los mismos. 

El caso particular que se presenta en las mujeres, es que además de 

colaborar en mercados laborales segmentados y precarios, también cargan 

desproporcionadamente con el trabajo doméstico y de cuidados no remunerados en 

sus hogares. Muchas veces marcado por una interseccionalidad que las muestra en 

un marco de completa desigualdad y vulnerabilidad, generando un ciclo de 

desventaja que limita sus oportunidades económicas. 

Los bajos salarios y la inflación son algunos de los  principales factores por 

los que se multiplican los empleos informales y precarios como respuestas a una 

precariedad estructural, en donde se buscan estrategias de supervivencia como el 

pluriempleo para cubrir necesidades básicas. 

El libro argumenta que la solución requiere de leyes y políticas públicas 

focalizadas en los grupos más desfavorecidos, como las trabajadoras del hogar y 

de cuidados, sectores en donde es fundamental investigar a profundidad las 

características de estas poblaciones para diseñar medidas adaptadas a su realidad. 

El objetivo central de los gobiernos debe centrarse en dignificar las labores y 

mejorar sus condiciones,  por medio de la formalización laboral, la perspectiva de 

género y el acceso a la seguridad social; reconociendo que el trabajo decente es la 

base del bienestar social y económico. No puede haber ciudadanos de primera con 

derechos y ciudadanos de segunda sin ellos. 

El primer capítulo titulado “Informalidad y empleo en América Latina” escrito 

por  Santos M. Ruesga y Laura Pérez Ortiz, funciona perfectamente como una 

introducción que establece  el marco conceptual y empírico del libro. Ambos autores 
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realizan un análisis macro comparativo de la informalidad en América Latina, 

mientras establecen que la política económica busca fórmulas para su erradicación, 

independientemente de la economía que predomine en su territorio, es decir; 

aunque cuenten con una economía avanzada, emergente o atrasada. 

 

Muestran una realidad en cuanto al crecimiento económico y la informalidad 

del empleo en el mundo, evidenciando que la informalidad no es un fenómeno 

aislado, sino un síntoma de subdesarrollo institucional y económico.  

 

Los autores recomiendan políticas específicas para erradicar la informalidad 

y crear empleos decentes, inclusivos y sostenibles a partir de  indicadores de 

desarrollo como el PIB per cápita, el gasto público, el capital humano y la 

sofisticación tecnológica.  

 

“Formalizar la informalidad en Latinoamérica” requiere un enfoque integral 

que transforme la estructura productiva y fortalezca las instituciones, yendo más allá 

de medidas fiscales o laborales aisladas. Se deben considerar factores como la 

pobreza, la exclusión social , el nivel de gasto público, entre otros.  

 

El segundo capítulo “Reestructuración del mercado laboral en la pandemia: 

informalidad y teletrabajo en México” escrito por Clemente Ruiz Durán y Fernando 

Acosta Chávez; marca como la pandemia y la introducción de plataformas digitales 

impulsaron una nuevo modo de prestar servicios, de igual manera dejó al 

descubierto una gran laguna en la legislación mexicana.  

 

El confinamiento obligó a los establecimientos a cerrar sus puertas, o a 

modificar su organización en la realización de las tareas; de tal forma que las 

personas buscaron otros medios para seguir teniendo solvencia económica.   

 

De esta manera se potencializa el teletrabajo, tanto en el comercio informal 

como en los trabajos formales. El capítulo advierte sobre el riesgo sustantivo de la 
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economía digital y el trabajo a distancia (home office), ya que se establece la 

necesidad de una reglamentación precisa. 

Respecto al análisis de los “Efectos de las políticas de formalización sobre el 

empleo en México, 2012-2018” de Cristina Linares Pavón y Jesuswaldo Martínez 

Soria, se establece una evaluación en las políticas públicas por medio de modelos 

probit y Heckman, con datos de la ENOE y el IMSS.  

Se plantea que la disminución de la informalidad pudo haber estado asociada 

a las medidas de política pública que implementó el gobierno mexicano con las que 

se buscaba regular la evasión fiscal y dotar de seguridad social a todos y cada uno 

de los trabajadores. 

Las reformas laboral (2012) y fiscal (2013), buscaban acabar con la 

informalidad laboral, generada por factores económicos asociados a la evolución 

del ciclo de crecimiento y a la estructura del mercado de trabajo. 

El capítulo es una crítica fundamental a las políticas basadas sólo en 

incentivos, sugiriendo que su diseño o implementación fueron insuficientes, ya que 

la informalidad resulta de un modelo de exclusión en el mercado formal mucho más 

complejo de lo que se ha planteado.  

En el capítulo, “Informalidad laboral en Brasil: análisis de diferentes 

definiciones y tendencias recientes” las autoras Valéria Pero, Danielle Carusi 

Machado y Adriana Fontes, muestran la heterogeneidad y complejidad de medir la 

informalidad.  

En Brasil la informalidad es definida como la falta de cumplimiento en materia 

de contratos laborales, trabajadores sin protección relacionada al empleo, derivado 

del incumplimiento de la empresa o trabajadores autónomos sin contratos formales. 
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En Brasil, a pesar de contar con un marco legislativo laboral bien definido, 

persiste una brecha significativa entre la normativa y la realidad del mercado de 

trabajo. La población ocupada se distribuye principalmente entre tres categorías: el 

empleo formal con contrato registrado (que goza de plenos derechos laborales), el 

empleo sin contrato formal (donde el trabajador es asalariado pero carece de 

protección legal) y el trabajo por cuenta propia. La alta incidencia de las dos últimas 

categorías demuestra que la existencia de leyes no garantiza por sí misma la 

registración del empleo, reflejando la profundidad estructural de la informalidad en 

el país. 

 

Este capítulo enriquece su fundamentación a través de los Planes Nacionales 

de Adaptación (PNAD), demostrando que la tasa de informalidad en Brasil varía 

drásticamente según la definición: 46.8% por posición ocupacional, del 35.7% por 

falta de protección social y del 22.1% por falta de registro legal de la empresa. 

Destacan la extrema vulnerabilidad de los trabajadores por cuenta propia durante 

las crisis económicas, ya que sus ingresos dependen directamente de la demanda. 

 

Marta Cebollada Gay en su texto “Situación del trabajo del hogar remunerado 

en México” describe un sector con una informalidad de facto del 98%, salarios 

miserables, una absoluta desprotección que afecta principalmente a las mujeres, ya 

que son ellas las que se desenvuelven mayoritariamente en estos empleos. Advierte 

que las malas condiciones laborales no se deben a la incapacidad económica de 

los empleadores, sino es más bien por un tema que responde a una cultura de 

informalidad y discriminación, principalmente porque el trabajo en el hogar no es 

conciderado como tal “un trabajo”. 

 

En México están contemplados dos tipos de modalidades referentes a los 

trabajadores del hogar, existen los trabajadores de planta y los trabajadores de 

entrada por salida, aún así son uno de los sectores en donde se visibiliza una alta 

informalidad, ya que al realizarse al interior de una vivienda privada, existen 

impedimentos para su fiscalización.  
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A pesar de ser una actividad económica que se realiza de forma regular su 

inscripción en la seguridad social se considera como “voluntaria” en lugar de ser 

obligatoria; es por eso que en tiempos de pandemia fueron uno de los sectores más 

afectados debido principalmente a  la pérdida masiva de empleos y la exposición 

constante a situaciones con riesgo.  

El capítulo “El cuidado no profesional en España, entre el trabajo no 

remunerado y el remunerado” de la autora Cristina García Sainz  señala que “el 

cuidado no profesional” se encuentra justo en el medio del trabajo doméstico y el 

trabajo de cuidado remunerado, este último es el que se realiza principalmente en 

centros escolares y centros asistenciales de mayores. 

Esta denominación presenta ambigüedades e irregularidades, ya que el 

sistema de cuidados, a pesar de la Ley de Dependencia, sigue sostenido 

principalmente por esquemas familiares no profesionales y, crecientemente, por 

mujeres migrantes en situación irregular. La autora argumenta que los legisladores 

deben priorizar en la agenda política la conciliación, la corresponsabilidad, la 

garantía de condiciones dignas y la defensa de los derechos laborales. 

Por su parte, el capítulo  “Informal, infravalorado e inestable: el empleo de 

hogar y cuidados entre crisis” ofrece una panorámica del sector del empleo de hogar 

y cuidados en España en un periodo marcado por las crisis, tanto la Gran Recesión 

de 2008 como la Crisis de la COVID-19.1 

Paloma Moré y Raquel Martínez-Buján  en el capítulo en comento, nos 

ofrecen una investigación cuantitativa y cualitativa que evidencia la transformación 

del sector de cuidados en España en los años 2008 y 2020.  

También abordan la migración como uno de los factores que orilla a que sean 

mujeres provenientes de América Latina en una situación migratoria irregular 
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quienes desarrollan tareas de cuidado; encontrándose en un estado claro de  

interseccionalidad. 

 

Estos roles de género que se acompañan de diferentes estereotipos y 

estigmas, propician una visible división binaria, abordada de manera más notoria en 

el capítulo “Los cuidados en pandemia: un sector en crisis que sostiene la vida” de 

María Leonela Artavia-Jiménez, Fabiola Quirós Segura y Shirley Benavides Vindas, 

evidenciando la existencia de las divisiones creadas a partir de la facultad con la 

que cuenta una mujer de crear vida y tomando el rol de cuidadora.  

 

La esfera productiva y la reproductiva a menudo juega un papel muy 

importante en el ejercicio del derecho del trabajo, en el que existen desigualdades 

sociales que inician por el género con el que se identifica la persona, y por la idea 

de que las personas que deberían realizar los cuidados son exclusivamente las 

mujeres.  

 

Durante la crisis sanitaria, se recargó en las mujeres, el trabajo de cuidado, 

visibilizando su crucial importancia, aunque al mismo tiempo profundizó su 

precarización en la gran pérdida de empleos a lo largo de la pandemia.  

 

Las autoras abogan por políticas públicas que revalorizan estas labores y 

redimensionan la visión reproductiva para procurar equidad y justicia social. 

 

Esta línea es similar a la abordada en el capítulo “Entre la producción y la 

reproducción social: estructura de clases, informalidad y tareas de cuidado en la 

Argentina contemporánea". El impacto de la pandemia COVID-19” escrito por Jésica 

Lorena Pla, reflejando una situación similar en Argentina, en donde analiza la 

distribución desigual en las tareas de cuidado.  

 

Este capítulo cierra el libro con un análisis cuantitativo robusto que confirma 

empíricamente la desigual distribución de las tareas de cuidado por género y clase 
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social. Demuestra que, incluso en parejas donde ambos trabajan, las mujeres 

realizan las tareas más demandantes y de mayor carga horaria.  

 

Por nuestra parte, consideramos que la pandemia no hizo más que exacerbar 

esta desigualdad preexistente. La autora concluye que es imperativo tratar la "tríada 

informalidad-género-labores de cuidado" con leyes que regulen los cuidados con 

perspectiva de género y que pasan inevitablemente por la formalización laboral. 

Siendo consciente del desafío epistémico, metodológico y político que requiere 

repensar campos de las ciencias sociales que históricamente se han analizado de 

manera escindida al replicar la división social y sexual del trabajo entre la esfera 

productiva y la esfera reproductiva.  

 

La obra logra una cohesión notable al entrelazar una serie de ejes analiticos 

a lo largo de todos los capitulos, con una construcción coherente tomando en cuenta 

a la informalidad como fenómeno estructural y multidimensional, en la que 

apreciamos factores como los bajos niveles de productividad, los mínimos esfuerzos 

institucionales y sistemas tributarios regresivos. 

 

La informalidad no es solo una estadística o una figura doctrinaria; es el 

sinónimo de la vulnerabilidad, exclusión social y pobreza, en la que se niegan 

derechos fundamentales que se intensifica al cruzar el género con la clase social, 

la condición migratoria y la etnia.La desvalorización social del trabajo asociado a lo 

"femenino" es clave para entender la persistencia de la informalidad en estos 

sectores.  

 

El confinamiento ha hecho visible la necesidad de un trabajo digno, después 

de superada la pandemia de COVID-19 aún se cuenta con políticas insuficientes, 

desarticuladas o mal diseñadas. La informalidad resultó ser el síntoma de un modelo 

de desarrollo que ha fracasado en distribuir beneficios, garantizar derechos básicos 

y reconocer el valor de los trabajos de cuidado . 
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El libro Diálogos sobre socioeconomía trasciende el diagnóstico para realizar 

aportes sustanciales y originales al debate académico y de políticas públicas. La 

obra no se limita a un solo enfoque. Combina análisis macroeconómico 

comparativo, evaluación econométrica de políticas públicas, estadística descriptiva 

de tendencias laborales, perspectivas cualitativas y de economía feminista. Esta 

triangulación enriquece el análisis y ofrece una visión multidimensional del 

problema. 

Proporciona datos actualizados hasta los primeros años de la pandemia 

(2020-2021), llenando un vacío crucial en la literatura sobre el impacto inmediato de 

la crisis sanitaria en los mercados laborales informales, especialmente en México y 

Brasil, demuestra cómo se retroalimentan en un ciclo vicioso de precariedad y 

exclusión.  

La obra busca ir más allá de la crítica para analizar los obstáculos específicos 

en la implementación de políticas, convirtiéndose así en una herramienta de 

incidencia.  

Desplaza la visión de la informalidad como un "sector" separado o una 

elección individual, para presentarla como el resultado de fallas estructurales en el 

modelo de desarrollo, la debilidad institucional y la segregación sexual del mercado 

laboral, lo cual redefine el problema y, por tanto, las posibles soluciones. 

Miranda Guadalupe MANCILLA HERNÁNDEZ
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